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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros de Defensa Nacional, señor José Goñi Carrasco; de Hacienda, señor Andrés Velasco Brañes; Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney y de Transportes y Telecomunicaciones, señor René Cortázar Sanz.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:16, en presencia de 19 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 82ª y 83ª, ordinarias, en 6 y 7 de enero del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas. 


(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje


De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1 (G), de 1997, y establece normas de ajuste remuneracional para el personal de las Fuerzas Armadas que indica (boletín N° 6.358-05).


--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero comunica que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que regulariza la construcción de bienes urbanos sin recepción definitiva destinados a equipamiento de deporte y salud (boletín Nº 4.304-14).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.


Con el segundo informa que ha prestado su aprobación al proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1 (G), de 1997, y establece normas de ajuste remuneracional para el personal de las Fuerzas Armadas que indica, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 6.358-05) (Véase en los Anexos documento 1).


--Pasa a las Comisiones de Defensa Nacional y de Hacienda, unidas.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con el que remite copia autorizada de la sentencia recaída en la acción de inaplicabilidad formulada en contra del artículo 161 del Código Tributario.



--Se toma conocimiento.


De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del  Senador señor Frei, relativo a los planteamientos del Comité de Pavimentación Pasaje Gunckel, de Valdivia.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, referido a la realización del Rally Dakar Chile-Argentina.



Del señor Presidente del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, con el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la prohibición dispuesta por Supermercados Wal-Mart en cuanto a la venta de productos de ciertos países en establecimientos de su propiedad en Chile.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.


Del señor Presidente subrogante del Tribunal Calificador de Elecciones, respecto del proyecto que introduce diversas modificaciones en las leyes N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional; N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades; N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, y N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral (boletín N° 6.349-06).


--Se manda agregar a sus antecedentes.
Informes


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece incentivos tributarios transitorios, concede un bono extraordinario para las familias de menores ingresos y establece otras medidas de apoyo a la inversión y al empleo, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 6.350-05) (Véase en los Anexos documento 2).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones en las leyes N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional; N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades; N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, y N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 6.349-06) (Véase en los Anexos documento 3).


Nuevo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de gobierno y administración regional, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 3.436-07). (Véase en los Anexos documento 4).


De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.455, sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes, bebidas alcohólicas y vinagres, para adecuar sus disposiciones a compromisos internacionales adquiridos por Chile y perfeccionar sus mecanismos de fiscalización, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 5.013-11) (Véase en los Anexos documento 5).


--Quedan para tabla.
Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Gómez, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, con el objetivo de ampliar el período de funcionamiento de las Juntas Inscriptoras.


--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor CHADWICK.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Puede hacer uso de ella Su Señoría.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, en relación con la inadmisibilidad del proyecto presentado por la Senadora señora Alvear y los Honorables señores Espina y Gómez, sobre ampliación del horario de funcionamiento de las Juntas Inscriptoras, solicito oficiar al Ejecutivo para que le dé su patrocinio.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en esos términos.



--Así se acuerda.

)-----------------(
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, respecto del proyecto que establece normas de ajuste remuneracional para el personal de las Fuerzas Armadas, la Cuenta dice: “Pasa a las Comisiones de Defensa Nacional y de Hacienda.”

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- “Unidas”, señor Senador.

El señor FREI (don Eduardo).- Pero el texto no señala eso.



El problema que se presenta lo hablamos con el señor Ministro de Defensa y con los miembros de la Comisión de Defensa Nacional. Como en la de Hacienda tenemos varios proyectos que analizar, la lógica que esta ha empleado es la de ver solo aquella parte que le corresponde, sin examinar la totalidad de cada una de las iniciativas.



En realidad, no disponemos de tiempo para analizarlo antes del martes. Debemos despachar otras materias, como el seguro de desempleo, por ejemplo, para lo cual tendremos que sesionar el lunes próximo para que la Sala lo discuta al día siguiente. Ese fue el acuerdo de las Comisiones de Hacienda y de Trabajo, unidas.



Por lo tanto, solicito que la Comisión de Defensa Nacional despache el proyecto el lunes. La de Hacienda, entre las 12:30 y las 13 del martes, estudiará las materias que son de su incumbencia, porque no tendremos tiempo para que ellas funcionen unidas.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en los términos planteados por el Presidente de la Comisión de Hacienda, es decir, primero el proyecto va a la Comisión de Defensa y luego pasa a la de Hacienda,  para que vea los artículos pertinentes.



--Así se acuerda.

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE CÓDIGOS PENAL Y ORGÁNICO DE TRIBUNALES EN MATERIA DE CIERTOS DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Corresponde ocuparse del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones al Código Penal y al Código Orgánico de Tribunales, en la regulación de ciertos delitos contra la Administración Pública, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “discusión inmediata”.








--Los antecedentes sobre el proyecto (5725-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 57ª, en 7 de octubre de 2008.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 84ª, en 13 de enero de 2009.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos de la iniciativa son:



1) Elevar las sanciones a los delitos de fraude al Fisco, negociación incompatible, uso de información secreta o reservada y cohecho.



2) Completar la definición del tipo penal que sanciona a quien ofrece cohecho, reemplazando la forma verbal rectora “ofreciere dar” por “ofreciere, prometiere o diere”.



3) Incorporar, en el caso del cohecho a funcionarios públicos extranjeros, el elemento típico de obtención de un beneficio de naturaleza no económica.



4) Regular en párrafos separados el cohecho a funcionarios nacionales y extranjeros, de manera que nuestra legislación se ajuste a la Convención para Combatir el Cohecho a Funcionarios Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, autorizada por la Sala en sesión del 16 de diciembre del año pasado, discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular en el primer informe, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Espina y Muñoz Aburto.



En lo que respecta a la discusión en particular, efectuó diversas enmiendas a la iniciativa despachada por la Honorable Cámara de Diputados, todas las cuales fueron aprobadas también por unanimidad.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que consigna las diversas etapas de tramitación del proyecto.



Me permito hacer presente que el artículo 2° tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación el voto conforme de 21 de señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión general y particular la iniciativa.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, el proyecto sometido a consideración de la Sala se origina en una moción de los Diputados señores Jorge Burgos, Guillermo Ceroni y Nicolás Monckeberg y del fallecido señor Juan Bustos. 



Se ha aprovechado esta iniciativa legal para adicionar, al mismo tiempo, un conjunto de normas que Chile debe adoptar en su legislación penal con el objeto de poder ingresar a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE). Dicho trámite es indispensable, junto con otros requerimientos que se solicitan a nuestro país, para conformar el grupo de naciones que cumplen con los estándares de ese organismo.



Quiero destacar la importancia que representa para Chile el ser incorporado a dicha organización, la cual reúne a 30 Estados con economías de mercado y democracias pluralistas, que generan el 80 por ciento del Producto Interno Bruto mundial. 



Fruto del proceso de apertura de la opción por el regionalismo abierto que ha tenido nuestro país, y sobre la base de que más del 60 por ciento del PIB nacional lo logra en exportaciones e importaciones, resulta muy importante dar este paso para que seamos incorporados al grupo de naciones que integran la OCDE.



En consideración a lo anterior, la iniciativa cuenta, naturalmente, con el apoyo del Gobierno, representado en la Comisión por los Ministros de Justicia y Secretario General de la Presidencia y la Cancillería, que explicaron su relevancia.



Felizmente, la normativa en debate coincide con un proyecto presentado por algunos Diputados, con el propósito de avanzar en materias relativas a delitos en contra de la Administración Pública, en especial en lo que dice relación al cohecho.



En ese sentido, resulta importante efectuar ajustes a nuestra legislación, con el objeto de que también se considere a los funcionarios internacionales.



En verdad, en la Comisión, después de la discusión general, en la particular hubo un debate bastante intenso para buscar en forma unánime la mejor redacción respecto de cada uno de los artículos. De manera tal que puedo decir responsablemente en la Sala que esta iniciativa, además de constituir un avance importante en la agenda de probidad que el Gobierno y el Parlamento se han propuesto, cumple con los objetivos en materia de política exterior de Chile y satisface uno de los requerimientos que exige la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico.



Señor Presidente, junto con anunciar mi voto favorable, quiero aprovechar esta oportunidad para motivar a los señores Senadores y a la señora Senadora a que apoyen el proyecto, que -insisto- fue aprobado por unanimidad, luego de haberle hecho ajustes a algunos de sus artículos.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, quiero ratificar lo dicho por la Senadora señora Alvear, en cuanto a la importancia que reviste esta iniciativa para la política exterior de Chile. Además, viene a completar la legislación en contra de la corrupción, subiendo las penas para algunos delitos relacionados con funcionarios públicos y, sobre todo, introduciendo modificaciones y un nuevo epígrafe en el Código Penal, sobre “Cohecho a Funcionarios Públicos Extranjeros”, en el título que consigna tales ilícitos.



Lo principal es que el bien jurídico que se está protegiendo es la transparencia en las relaciones internacionales y la coherencia de los directivos de empresas públicas chilenas o de empresas que tengan su sede en nuestro país al momento de efectuar inversiones, negocios o cualquier tipo de transacción en el extranjero.



También puede afectar a transacciones internacionales que no sean estrictamente comerciales.



En esa virtud, quiero precisar algunos aspectos.



La mayor novedad en la legislación es que se amplía el concepto “beneficio económico”, que caracteriza a ley penal chilena para configurar todo este tipo de delitos de corrupción, quedando como “beneficio económico o de otra naturaleza”, bastante más extensivo.



Para que ello tenga alguna limitación más precisa desde el punto de vista jurídico, debe entenderse todo el articulado o el tipo penal correspondiente en el sentido de que se requiere que el beneficio sea para el funcionario público extranjero o para un tercero, y que se obtenga con miras a realizar un negocio o sacar una ventaja indebida.



Y, en esa perspectiva, son muy importantes los conceptos “negocio” y “ventaja indebida”. Porque hay negocios u obtenciones de ventajas que son lícitas, debidas.



En consecuencia, es necesario leer el articulado en su conjunto para comprender bien que, al ampliarse el concepto anterior a “beneficio económico o de otra naturaleza”, no se está dando una especie de ley penal en blanco, sin frontera clara, sino que ello se encuentra ligado a la obtención de una ventaja indebida o ilícita, o a un negocio de esa naturaleza.



Eso era lo primero que deseaba señalar.



Lo propuesto es esencial para que Chile pueda ingresar a la OCDE, lo que implica un nivel o un estándar más alto respecto de las actuaciones de chilenos o extranjeros residentes habituales en nuestro país al momento de realizar negocios o transacciones con funcionarios públicos foráneos.



Consecuente con lo anterior, en el artículo 2° del proyecto se da a los tribunales chilenos competencia de extraterritorialidad, de jurisdicción para conocer de los delitos -en este caso, el de cohecho- vinculados a funcionarios públicos extranjeros cuando sean cometidos por un chileno o por una persona con residencia habitual en nuestro territorio. Y se entiende que ese ilícito ha ocurrido en tierra foránea. Si ocurriera acá, es obvio que tendría jurisdicción la magistratura chilena.



Señor Presidente, esas son las dos principales modificaciones.



Y, al igual que la Senadora señora Alvear, pido que ojalá se repita en la Sala del Senado la votación tan categórica que hubo en la Comisión de Constitución.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, este es un proyecto de ley que, sin duda, abre un camino que la jurisprudencia deberá definir respecto de los delitos vinculados a la corrupción en que participan funcionarios extranjeros.



Debo recordar que las normas sobre tráfico de influencias, cohecho, uso de información privilegiada, mal empleo de la información en reserva -delitos todos tipificados hoy día en el Código Penal- fueron fruto de una moción que varios Diputados presentamos años atrás, con la asesoría e intervención directa de don Ricardo Rivadeneira, y que significó un cambio de fondo respecto de la forma en que el Estado de Chile enfrentaba las conductas de corrupción, en donde hay dos partes involucradas: un particular, que pide la realización de un acto que significa una ventaja indebida desde el punto de vista económico, y un funcionario público, que ofrece dicha ventaja.



Esas son, en definitiva, las bases sobre las cuales descansa el principio de los delitos de corrupción. Todo ello, siempre en perjuicio de los intereses del Fisco.



Dicho proyecto de ley significó un avance muy importante, porque complementó nuestra legislación, que hasta entonces tenía varios vacíos, y permitió que los casos de corrupción, al menos desde la perspectiva de los instrumentos con que cuenta un juez, pudieran ser investigados y sancionados como corresponde. Lo anterior se explica por la gravedad de la conducta que involucran: ponen en riesgo la fe pública; perjudican el patrimonio del Estado, y constituyen un germen que se sabe dónde comienza, pero nunca dónde termina.



Tal como dijeron tanto el señor Ministro cuanto la Senadora señora Alvear, aquí se plantea un gran cambio.



Hasta ahora, toda conducta de corrupción vinculada al ofrecimiento o petición de ventajas indebidas -el primero, por un funcionario público; la segunda, por un particular- parte de la base de que la ventaja debe ser de carácter económico. La razón es muy simple: resulta muy difícil determinar objetivamente qué otra ventaja, no traducible en dinero, constituiría una acción propia de corrupción.



Ahora se plantea una distinción en la legislación entre lo que afecta al funcionario público nacional y lo que atañe al funcionario público extranjero -me refiero a quien ejerce un cargo público en otro país, que eventualmente podría ser chileno-, y se incorpora un concepto nuevo: la ventaja. 



Al respecto, el artículo 251 bis dice: “El que ofreciere, prometiere o diere a un funcionario público extranjero, un beneficio económico o de otra naturaleza, en provecho de éste o de un tercero, para que realice una acción o incurra en una omisión con miras a la obtención o mantención, para sí u otro, de cualquier negocio o ventaja indebidos en el ámbito de cualesquiera transacciones internacionales, será sancionado con la pena” que se indica.



Ese es un paso enorme, señor Presidente, en la tipificación de los delitos de corrupción en Chile, por cuanto incorpora el concepto de “ventaja indebida”. En todo caso, tendrá que transcurrir un tiempo para que la jurisprudencia de los tribunales realmente logre determinar el límite de ese delito.



Considero que se trata de un avance importante, en primer término, porque abre la legislación penal a aspectos que hasta hoy no estaban contemplados y, en segundo lugar, porque significa ver cómo va a evolucionar la interpretación que los tribunales hagan de esta norma.



Creemos que es un buen proyecto, que no solo permite que Chile se incorpore a la OCDE, sino que, además, moderniza la legislación anticorrupción.



Sin embargo, todas estas disposiciones son aplicadas por jueces. Si se trata de un buen magistrado, sin duda ellas serán muy útiles. Pero, aplicadas por un juez que las interprete en forma incorrecta, pueden causar dificultades.


Por lo tanto, quedará muy entregado a la capacidad, conocimiento y objetividad de los jueces -y de los fiscales, por supuesto- el cumplimiento de la finalidad de la norma: ponernos a la altura de los países que tienen legislaciones modernas para luchar contra la corrupción.



Por esas razones, señor Presidente, votamos a favor la indicación respectiva. En la Comisión de Constitución se realizaron cambios de gran trascendencia respecto del texto que llegó desde la Cámara de Diputados.



Agradecemos también a los abogados penalistas que nos asesoraron en la materia, porque, de verdad, nos permitieron tipificar estos delitos de forma correcta. 


Confiamos en que este paso permitirá que, cada vez que exista un acto de corrupción, se investigue debidamente y se sancione a sus autores. De esa manera contaremos con una Administración Pública que sea garantía de probidad, tanto para los funcionarios que trabajan en ella como para los particulares con que deben vincularse.



Por tales motivos, votaremos a favor de la iniciativa.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación general.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la idea de legislar (26 votos).



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Ominami, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Vásquez y Zaldívar.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Por tratarse de un proyecto calificado de “discusión inmediata”, ahora corresponde votarlo en particular.



Además, el artículo 2º requiere quórum de rango orgánico constitucional.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación particular.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto en particular (28 votos), dejándose constancia de que se cumplió el quórum constitucional requerido, y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

)-----------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Solicito la atención de la Sala respecto de un acuerdo recién tomado, que al parecer adolece de un error de hecho que lleva a una situación que no corresponde.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Con relación al proyecto que establece normas de ajuste remuneracional para el personal de las Fuerzas Armadas, se acordó hace unos minutos que pasara primero a la Comisión de Defensa y después a la de Hacienda, en su caso.



Nos informa la Secretaría del primer órgano técnico que todos los artículos del proyecto tendrán que ser vistos por el segundo.



Ante ello, el Honorable señor Prokurica propone que rectifiquemos el acuerdo anterior, de manera que la iniciativa pase a las Comisiones de Defensa y de Hacienda, unidas.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

INCENTIVOS TRIBUTARIOS TRANSITORIOS, BONO PARA FAMILIAS DE MENORES INGRESOS Y MEDIDAS DE APOYO A INVERSIÓN Y EMPLEO 
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece incentivos tributarios transitorios, concede un bono extraordinario para las familias de menores ingresos y fija otras medidas de apoyo a la inversión y al empleo, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (6350-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 84ª, en 13 de enero de 2009.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 86ª, en 14 de enero de 2009.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos principales de la iniciativa son siete: 



1) Otorgar un bono extraordinario de 40 mil pesos, que se pagará en marzo de este año, a los beneficiarios del subsidio familiar de la ley N° 18.020 y a los de las asignaciones familiar y maternal cuyo ingreso mensual sea igual o inferior a 441 mil 274 pesos. Asimismo, se cancelará este bono a las familias registradas en el sistema denominado “Chile Solidario”.



2) Adelantar para septiembre de 2009 la devolución de impuestos que normalmente correspondería hacer el año 2010.



3) Eliminar transitoriamente el impuesto de timbres y estampillas en todas las operaciones de crédito.



4) Perfeccionar los incentivos al ámbito forestal, ampliando las actividades bonificables.



5) Disminuir en 15 por ciento los pagos provisionales mensuales que efectúan las empresas de menor tamaño por concepto de impuesto a la renta y en 7 por ciento los que hacen las empresas más grandes.



6) Ampliar los mecanismos de capacitación de los trabajadores.



7) Efectuar un aporte extraordinario de 26 mil millones de pesos al Fondo Común Municipal.



La Comisión de Hacienda aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami).



En cuanto a la discusión particular, aprobó el articulado en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados, con las siguientes votaciones:



-Los artículos 1°, 2°, 4°, 5° y 6°, por la unanimidad de sus integrantes.



-El artículo 3°, referente al impuesto de timbres y estampillas, por cuatro votos a favor (Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei y García) y una abstención (Senador señor Ominami).



-El artículo 7°, que establece un aporte extraordinario al Fondo Común Municipal, por tres votos a favor (Senadores señores Escalona, Frei y García) y dos abstenciones (Senadores señora Matthei y señor Ominami).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, ante todo, agradezco a la Comisión de Hacienda y a la Sala la rapidez con que se ha podido ver este proyecto. Y lo hago porque constituye una iniciativa importante y urgente para el país.



A nadie en este Hemiciclo, hoy por hoy, le cabe duda de que la economía mundial pasa por un trance extremadamente difícil. Las proyecciones más recientes sugieren que esta, en su conjunto, se va a contraer por primera vez en los últimos 50 años, lo que implica que el 2009 será más estrecho para todos los países. 



En Chile, los efectos de este tremendo shock externo se expresan a través de dos mecanismos: por un lado, menores precios y baja demanda para nuestras exportaciones, y por otro, condiciones de financiamiento más rigurosas en el resto del mundo, con plazos más cortos y, a veces, tasas más altas.



Frente a tal situación, corresponde usar activamente las distintas herramientas de política económica para amortiguar los efectos que pueda producir en el ámbito local ese impacto externo. Si los problemas se vinculan con demanda y financiamiento, corresponde abordarlos justamente con instrumentos de política económica.



Por eso el plan fiscal anunciado por la Presidenta Bachelet el lunes pasado contiene medidas para estimular la demanda -en especial, la inversión y el consumo-, y también, para abaratar el financiamiento e incrementar la liquidez tanto de los hogares como de las empresas, preferentemente de las pequeñas y medianas.



Creo que no vale la pena enumerar cada una de las medidas aquí contempladas, pues el señor Secretario las acaba de listar de modo muy exhaustivo. 



Solo cabe enfatizar que ellas son fuertemente contracíclicas y están diseñadas para amortiguar el impacto externo. A eso se suman las políticas que está adoptando el Banco Central -fueron expuestas esta mañana en la Comisión de Hacienda del Senado- y la solidez de nuestro sistema financiero. 



Ese conjunto de fortalezas y el uso muy activo de las herramientas pertinentes nos permitirán afrontar en buen pie lo que evidentemente será un año muy difícil para la economía internacional.



Según estimaciones del Gobierno -coincidentes con las presentadas por el Banco Central hoy en la Cámara Alta-, el plan fiscal en análisis incrementará el crecimiento económico de este año en al menos un punto porcentual respecto de lo que habría sido sin él. Esto significa que la economía chilena estará en condiciones de crecer entre 2 y 3 por ciento en 2009. 



Esa es la proyección hecha por el Ejecutivo al elaborar el plan y que es congruente -reitero- con lo previsto por el Instituto Emisor.



Tales mayor inversión, mayor demanda y mayor actividad generarán un fruto muy importante: crear empleo. Y nuestra estimación es que el plan ayudará, tanto por la vía directa (mayor inversión pública) como por la vía indirecta (mayor actividad), a crear al menos 100 mil puestos de trabajo. Ello, de nuevo, nos permitirá amortiguar el efecto que provocarán en la cesantía la caída en el volumen de nuestras ventas al exterior, la disminución de los precios exportados y la situación de estrechez en el financiamiento.



Señor Presidente, vuelvo al punto en que comencé.



Este es un proyecto importante, urgente y que ha sido bien recibido -me atrevería a decir- por cuanto analista y actor político y social se ha referido a él. Ha provocado un grado inusual de consenso. 



También ha sido bien acogido por los mercados financieros. De hecho, ha ocurrido algo muy notable: la respuesta de los mercados a una expansión fiscal ha sido una baja del riesgo país, porque entienden que este es un buen plan y que al subir la actividad económica y el empleo disminuyen los riesgos de la economía chilena. 



Por lo tanto, señor Presidente, ojalá que pronto la iniciativa en debate pueda ser ley, de modo que tanto los beneficios dirigidos a la familia -bono extraordinario e incentivos a las personas de clase media- como la rebaja tributaria adelantada, las medidas dirigidas especialmente a las empresas más pequeñas que carecen de liquidez, la baja del impuesto de timbres y estampillas, en fin, puedan estar disponibles con la mayor brevedad.



Muchas gracias.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, los Senadores de Renovación Nacional vamos a concurrir con nuestro voto favorable a la idea de legislar y a cada uno de los artículos del proyecto, porque compartimos que, ante una crisis internacional de enormes proporciones y contando con el financiamiento fiscal para ello, la Hacienda Pública salga a invertir mayores recursos para apoyar a las familias más vulnerables, en situaciones de mayor pobreza, principalmente, por ejemplo, a través del bono extraordinario de 40 mil pesos por cada carga familiar que se pagará en marzo. 



Además, participamos de otras medidas como el anticipo de la devolución de impuestos del año tributario 2010 a los contribuyentes del Impuesto Global Complementario; la rebaja del impuesto de timbres y estampillas; la disminución de los pagos provisionales mensuales; la inyección de recursos a las municipalidades, que probablemente también se verán perjudicadas por la menor actividad económica y percibirán una menor recaudación en permisos de circulación, por pago del impuesto territorial, de patentes comerciales, lo cual va a afectar sus ingresos. Y muchos municipios, particularmente los más pequeños, incluso pueden llegar a tener problemas para cumplir, entre otros compromisos, con el 10 por ciento de reajuste que aprobó el Congreso en noviembre pasado. 



Compartiendo todos y cada uno de los artículos aquí propuestos, el día de ayer, durante la discusión en la Comisión de Hacienda, señalé en nombre de los Senadores de Renovación Nacional al Ministro de Hacienda nuestra preocupación por el atraso en los pagos a muchos contratistas por parte del Ministerio de Obras Públicas a raíz de obras ya contratadas y en plena ejecución. 



En mi Región, al menos, hay contratistas que desde octubre no se les han cursado pagos o anticipos, a los que tienen derecho por el avance en los trabajos. Obviamente, eso genera en las respectivas empresas pequeñas y medianas graves problemas financieros, debiendo recurrir a créditos que terminan por encarecer enormemente la obra. 



Otro tanto ocurre con las deudas que mantienen muchos servicios de salud. Gran cantidad de hospitales se encuentran altamente endeudados y no están pagando a pequeños y medianos empresarios. Por lo tanto, hemos pedido -y lo reiteramos hoy- al Ministerio de Hacienda controlar la situación, agilizar al máximo dichos pagos, porque mientras estas medidas se ponen en aplicación -en las que todos estamos de acuerdo que son necesarias- no puede estar por otro lado el propio Fisco, al incumplir sus compromisos financieros, provocando que muchas pequeñas y medianas empresas caigan en insolvencia. 



Del mismo modo, hemos solicitado al Ministro de Hacienda especial preocupación para que se reciban durante el mes de enero las solicitudes que están presentando muchos funcionarios públicos a fin de acceder al bono poslaboral. Existen varios servicios estatales que se niegan a recepcionar esas solicitudes señalando que no tienen instrucciones para ello. 



Debo señalar a la Sala que si tales solicitudes no se reciben y tramitan ahora en enero, no se les va a poder pagar en marzo el bono por primera vez, y por ende, se estaría corriendo para abril o mayo. 



Entonces, se trata de situaciones frente a las cuales la agilidad de la Administración es tremendamente importante para que esas personas también concurran, al tener mayor capacidad de compra, a aumentar la demanda, produciéndose, de ese modo, la reactivación de la economía. 



Lo mismo sucede con los programas de ampliación y mejoramiento de viviendas, que en muchas Regiones del país se encuentran completamente paralizados, pues las obras respectivas se materializan, de manera fundamental, a través de pequeñas empresas constructoras. 



Por lo tanto, cuando estamos hablando del empleo, de dinamizar la economía y de dar más capacidad a las pymes, creo que para esas pequeñas empresas constructoras que se dedican a la ampliación y mejoramiento de viviendas, es muy importante que dichos programas se reactiven a la brevedad posible. 



En consecuencia, señor Presidente, Renovación Nacional estima que si a las medidas recién anunciadas -que muy pronto se convertirán en ley de la República- le agregamos una preocupación especial del Gobierno en los puntos que hemos señalado, estaríamos logrando mayor reactivación económica y más empleo, que es un objetivo por todos compartido. 



He dicho. 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, yo también quiero asociarme a la manifestación de amplio acuerdo que existe con relación a la iniciativa en debate presentada por el Gobierno de la Presidenta Bachelet. 



Era indispensable diseñar un paquete de tales características, el cual -según entiendo- tiene una amplitud y diversificación que lo hace altamente efectivo en sus alcances tanto en lo que se refiere a respaldar de manera inmediata y cierta a las familias más humildes con el bono de 40 mil pesos por carga familiar a implementarse en el mes de marzo, como en lo relativo al conjunto de medidas de carácter tributario que van a facilitar las cosas a un grupo de personas que se desempeñan en el ámbito profesional, y que en nuestro país caracterizamos como perteneciente a la clase media. 



Además, deben considerarse los diferentes aportes que se realizarán a los emprendimientos productivos, los cuales esperamos que tengan especial importancia respecto de las pequeñas y medianas empresas por las facilidades que se otorgarán desde el punto de vista tributario, así como otras medidas relativas a la rebaja de los pagos provisionales mensuales, cuyo propósito es ampliar la capacidad de liquidez de las empresas y, en consecuencia, mantener la actividad económica en las mejores condiciones posibles dado el empequeñecimiento de la economía mundial y la contracción que muchos mercados a los cuales nuestros productos concurren experimentarán en meses venideros. 



También creo que, desde el punto de vista territorial, lo propuesto en cuanto al aumento de los subsidios a la forestación está bien pensado. Porque se trata de un aporte, desde la perspectiva de la localización de esas iniciativas, que permitirá aliviar a varias zonas del país donde la actividad maderera es bastante significativa, y, en ese sentido, la contribución a los pequeños y medianos productores en el campo resulta muy trascendente. 



En definitiva, el proyecto es imaginativo, entrega una cantidad muy importante de recursos y aumenta la inversión pública de manera elocuente con el objeto de que la responsabilidad por los emprendimientos, que en épocas normales corresponde a los privados, pueda ahora, en condiciones de reducción de la actividad de estos últimos, ser de cargo del Estado.



Por lo tanto, tenemos una iniciativa que va a ampliar significativamente la capacidad de las obras públicas, es decir, todo lo relativo a caminos y conectividad, lo cual al mismo tiempo ayudará a que numerosas localidades no solo mantengan sus condiciones de acceso a los mercados en las diferentes Regiones, sino que las mejoren y amplíen, considerando además el impacto y aporte que ello tendrá en cuanto al empleo. 



Especial significado reviste, a mi juicio, lo que se refiere a la inversión pública en el ámbito de la vivienda. Entiendo que son centenares de miles de familias las que en nuestro país están postulando a su vivienda propia, su hogar, con el respaldo del Fondo Solidario o de los diferentes instrumentos existentes en el ámbito de la vivienda. 



Ello, se ha transformado con el curso de los años en parte clave del mejoramiento de los sectores más humildes y de las familias que aspiran a mejorar sus condiciones de vida y de dignidad.



No cabe ninguna duda de que el país ha ido dando garantías a las familias que postulan y son ya, año a año, decenas de miles las que han pasado de la condición de allegada o de arrendataria a contar con una vivienda propia. En ese sentido, las miles que esperan incorporarse a esta ayuda se verán beneficiadas. Y dicha medida va a tener también en el empleo un efecto, a mi juicio, de altísima significación.



Se trata sobre todo de sectores en los que se puede contraer la actividad productiva por el impacto de la crisis mundial en los mercados en los cuales concurren nuestros productos. Pues bien, con esta cuantiosa inversión pública dicho impacto podrá contrapesarse y contrarrestarse, aunque no eliminarse. Pero peor hubiese sido que el Estado permaneciera de brazos cruzados.



Desde esa perspectiva, señor Presidente, creo que esta es una clarísima reafirmación de lo que en cierto momento a muchos les pareció una frase anticuada o anacrónica, referente a la responsabilidad del Estado en cuanto a asegurar y garantizar el bien común de la nación. Sin la capacidad del Estado para llevar a cabo esta iniciativa, no cabe ninguna duda de que la crisis económica causaría un problema social terrible, como el ocurrido en los años 82, 83, 84 y 85, cuando el desempleo reinaba a nivel nacional ante un Estado completamente incapaz de llevar a cabo medidas eficaces.



Del mismo modo, señor Presidente, quiero señalar que esta es una medida que reafirma la política de responsabilidad fiscal que han llevado adelante los Gobiernos de la Concertación. Entiendo que en un primer momento dicha política de responsabilidad fiscal produjo sorpresa en nuestros interlocutores de la Oposición, porque ellos siempre partieron de la base de que los partidos democráticos no iban a tener en el Gobierno capacidad para actuar con responsabilidad; simplemente, esperaban que un manejo desprolijo y una acción populista o demagógica provocara el descontrol de las finanzas públicas. 



No ha ocurrido así, sino exactamente lo contrario, y la política de responsabilidad fiscal se ha transformado, en realidad, en un sello de la conducción económica de la Concertación. En particular, en el último tiempo, la llamada “política de balance estructural”, que incluso se vio ratificada en el Congreso Nacional a través de una ley relativa a esta materia, dio la razón a un esfuerzo que el país viene desarrollando ya desde hace varios años, no solo desde esta Administración, sino también desde la del ex Presidente Ricardo Lagos. En rigor, la política de responsabilidad fiscal comenzó a aplicarse en el país durante el Gobierno de don Patricio Aylwin; fue proseguida por el del ex Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle, y, como acabo de señalar, se prolongó en las Administraciones concertacionistas recientes.



Por eso, creo que ello es un mérito de Chile, pero también  constituye la justa expresión de la persistencia y la tenacidad que ha habido para colocarse al frente del país, a veces en condiciones difíciles y en circunstancias que en no pocas oportunidades han resultado ingratas.



A fin de cuentas, señor Presidente, pienso que la política de responsabilidad fiscal depara un premio, que se refleja en la capacidad de poder ejecutar ahora un plan contracíclico que posee ni más ni menos que la dimensión de 4 mil millones de dólares y que el país se halla en condiciones de asegurar y de llevar a cabo, sin tener que golpear puertas fuera de sus fronteras en busca de aquellos onerosos préstamos con los cuales históricamente debíamos resolver nuestros problemas, que son tremendamente caros, sobre todo en épocas de crisis, cuando la liquidez de los mercados mundiales se termina y conseguir recursos para enfrentar las dificultades se transforma en un verdadero vía crucis.



Hoy la situación de Chile es completamente distinta. Me parece que aquí hay una expresión de cómo las cosas también se pueden analizar en una perspectiva de tiempo, con el grado de seriedad con que hemos sido capaces de actuar en el curso de los últimos años.



Por eso, estimo que este debate constituye igualmente una manera de mirar el país y de mirar la conducción económica bastante diferente de la que yo, lamentablemente, escuché hace algunas horas. No pude participar en toda la sesión relativa a la deuda histórica del profesorado, dado que en paralelo a la Sala las Comisiones unidas de Trabajo y de Hacienda estaban discutiendo un instrumento también muy importante para enfrentar los meses venideros, como es el mejoramiento del subsidio para el desempleo. Yo me encontraba allá, de manera que no podía estar en ambas partes, pero alcancé a escuchar un desborde de demagogia y de populismo en algunas intervenciones que francamente provoca vergüenza ajena.



Yo siento que el contraste no podría ser más aleccionador con los discursos que oímos hace algún rato de parte de algunos de los más destacados voceros de las bancadas de Oposición, que pretenden convencer al país de que pueden gobernar. En mi opinión, con ese tipo de intervenciones, plagadas de una demagogia francamente irrefrenable, lo que le están diciendo al país, en realidad, es que para Chile resulta mucho mejor que continúe gobernando la responsabilidad y la seriedad por encima del descontrol del populismo.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra a continuación el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, ya he intervenido en otras oportunidades durante los últimos meses sobre el tema económico, pero quiero reiterar algunas ideas a propósito de la discusión de este tan importante proyecto.



Es la primera vez que se adopta una decisión fiscal de esta envergadura. Para que los Senadores tengan total conciencia de lo que estamos analizando, los anuncios de la Presidenta del día lunes antepasado significan prácticamente duplicar la tasa de crecimiento del gasto público aprobado en la Ley de Presupuestos en noviembre recién pasado.



En dicha ocasión autorizamos un aumento del gasto público equivalente a 5,7 por ciento. Como resultado de este paquete de medidas, en vez de ese porcentaje, el gasto público debería expandirse en cerca de 11 por ciento. Eso es lo que estamos haciendo, lo cual considero bastante positivo.



Me parece muy bien que quienes hasta hace unos meses sostenían que la receta para la economía chilena era disminuir el gasto público hoy día entiendan que esa era una muy pero muy mala receta; que lo que ahora corresponde implementar es una política lo más contracíclica que se pueda; que ahí donde la demanda externa se está retrayendo, el Estado, si tiene las condiciones para ello -y afortunadamente Chile las tiene, por la acumulación de excedentes-, debe hacer un esfuerzo por tratar de generar, en toda la medida de lo posible -no va a ser una sustitución perfecta-, una demanda interna por la vía del aumento del gasto público que permita sustentar el grado de actividad.



Yo espero que la proyección del Banco Central, compartida por el Gobierno, de un crecimiento de entre el 2 y el 3 por ciento para el 2009 pueda materializarse. En las condiciones actuales de la economía internacional, una tasa de crecimiento de ese nivel -modesta respecto de lo que ha sido nuestra trayectoria y de lo que han sido nuestros desempeños durante los años anteriores- sería un muy buen resultado. En el último tiempo, Chile ha estado en el promedio e incluso por debajo del promedio de América Latina. Si el próximo año crece entre 2 y 3 por ciento, claramente estará entre los países de mayor crecimiento de América Latina, justamente en virtud de la posibilidad de hacer una política fiscal distinta.



Todo eso, señor Presidente, porque estamos frente a un crisis absolutamente inédita.



Se equivocan los analistas que dicen: “Esta crisis es un poco más grave que la de las Torres Gemelas. Se parece un poco a la crisis asiática. Tiene algunos componentes de la crisis de los años 30”.



No es así. Esta es la primera gran crisis de la globalización financiera.



La de los años 30 fue básicamente una crisis de las grandes economías, pero una crisis de los sistemas de regulación internos. No había globalización financiera; no existía la internacionalización financiera tal cual se ha desarrollado durante los últimos 30 a 40 años.



Lo que ha entrado en crisis es precisamente eso.



¿Qué pasó?



No quiero abusar de la paciencia de los señores Senadores. Por lo demás, hay un acuerdo de las Comisiones de Régimen en el sentido de realizar a principios de marzo un seminario conjunto, organizado por ambas Cámaras, para discutir más a fondo estos temas. Va a tener lugar -aprovecho de pasar el aviso- el 9 de marzo próximo.



Considero muy importante que el Senado y la Cámara de Diputados convoquen a especialistas destacados en estas materias y tengan una jornada de reflexión que nos permita debatir con mayor profundidad acerca de lo que está ocurriendo.



En todo caso, como adelanto a lo que uno pueda decir en esa jornada, debo puntualizar que sucedieron dos cosas extremadamente delicadas.



Por un lado, se produjo cierta autonomización de las finanzas, las que comenzaron a operar con una dinámica propia, donde ya no estaban al servicio de la actividad productiva, sino al servicio de sí mismas. El negocio era hacer plata con plata, sin pasar por la actividad productiva.



Esa es una parte muy importante de la crisis que se está viviendo hoy día.



Era el negocio que hacían los bancos con modestos norteamericanos a los que llamaban para prestarles plata sin preguntarse si estaban en condiciones de devolverla. Y les proponían un negocio redondo: “Te presto 100 para que te compres una casa de 100. No me des pie. Y me vas a poder pagar el crédito porque estamos en un sistema superinteligente, según el cual esta vivienda, que hoy día vale 100, el próximo año costará 150. Entonces, igual vas a poder pagarla. Ganarás tú y ganaré yo”.



Ese era un negocio que en algún momento tenía que reventar. Porque el dinero solo no puede crear dinero. Tiene que pasar por alguna actividad productiva. Las finanzas al servicio de la actividad productiva pueden ser algo muy fecundo. Las finanzas al servicio de sí mismas terminan provocando ese tipo de crisis, particularmente -y esta es la segunda observación que deseo hacer- cuando todo esto se da en un cuadro de absoluta desregulación y de un repliegue cada vez mayor de las entidades públicas encargadas de controlar estas actividades.



Ayer se publicó en la prensa que sobre el Banco Santander, una de las grandes instituciones bancarias del mundo -¡ojo!: si no me equivoco, es el principal banco extranjero en Chile-, se abrió una investigación para saber si es efectivo o no que perdió 3 mil millones -no de pesos- de dólares en la operación del señor Madoff. Y -como señalo- no se trata de cualquier institución.



Lehman Brothers fue contratado por el Banco Central de Chile; también, por el Comité de Expertos que maneja nuestros excedentes. Y bien contratado, de acuerdo a los informes de clasificadoras de riesgos que decían que era un banco triple A; es decir, un banco con la mejor clasificación. Y la mantuvo hasta tres días antes de irse a la quiebra. Y se fue a la quiebra porque, a propósito de un programa bastante generoso del Gobierno norteamericano para apoyar a todos los sectores que se hallaban en dificultades, encontraron que, simplemente, no calificaba para recibir fondos públicos. Ello, debido a que el tipo de prácticas que había desarrollado era a tal punto inaceptable que no lo hacía merecedor de un nivel de respaldo público que le permitiera continuar subsistiendo.



Entonces, estamos frente a una crisis inédita, cuyo fundamento final es una crisis de confianza. La mayoría de los bancos hoy día desconfían mucho de lo que ocurre en el sector. Por ejemplo, ver que un banco importante, serio, como el Santander, respecto del que se produce una discusión para saber si perdió 3 mil millones de dólares a manos de un especulador, genera una tremenda desconfianza.



Tengo la sensación y el temor de que la crisis actual va a ser larga. Porque recomponer las confianzas y generar una nueva institucionalidad que regule razonablemente la globalización financiera será una tarea difícil, que no durará semanas o meses, sino años.



Desde ese punto de vista, considero muy relevante que nos vayamos preparando para un cuadro económico internacional complicado en los próximos años.



La discusión de si la recesión durará 6, 12, 18 meses es un poco absurda. Las economías, con toda seguridad, estarán rebotando. Pero el marco general en que se va a desenvolver la economía internacional durante los próximos años será complejo, de mucha desconfianza. Entonces, costará reconstituir este sistema.



En tal sentido, una de las cosas más significativas que espera el mundo es saber exactamente qué va a hacer el nuevo Gobierno de Estados Unidos, que entrará en función ya la próxima semana y deberá efectuar anuncios importantes sobre cómo reactivará la economía norteamericana, que está entrando en una recesión muy profunda, y de qué manera reconstituirá la economía financiera mundial bajo controles públicos que hoy día no existen, con un nuevo rol del Fondo Monetario, todo esto que se ha dado en llamar “un nuevo Bretton Woods”, “una nueva arquitectura financiera internacional”.



Pero todo eso va a tardar. Y por eso creo que el escenario de los próximos años será bastante complejo.



En ese cuadro, quiero nuevamente valorar el paquete fiscal del Gobierno. Es evidente que en un escenario de crisis, de recesión, donde el problema no es la inflación sino la recesión, mantener la regla del superávit estructural no tenía ningún fundamento. Continuar ahorrando allí donde hay que gastar para sustentar el nivel de actividad era lo lógico. Y me parece una buena noticia la que dieron hace algunos días la Presidenta de la República y el Ministro de Hacienda al anunciar este paquete de medidas.



Ahora bien -se me acaba el tiempo-, voté con entusiasmo a favor de la idea de legislar y de todos los aspectos particulares de la iniciativa. Empero, tengo algunas aprensiones que deseo explicitar.



Un par de temores no relacionados con la ley en proyecto, señor Presidente.



Tengo aprensión en cuanto a la capacidad de ejecución del Estado, y particularmente de los Ministerios que deben jugar un papel fundamental en este ámbito. Me refiero en especial a los de Obras Públicas y de Vivienda y Urbanismo. A mi juicio, existe un desafío descomunal a su capacidad de gestión.



A ambas Secretarías de Estado se les está entregando ahora, después de aprobada la Ley de Presupuestos, una cantidad muy importante de recursos. Por tanto, será enorme el esfuerzo que habrán de realizar sus técnicos y profesionales para poner en práctica nuevos programas que permitan ejecutar correcta y eficazmente los dineros respectivos.



En eso también hay un desafío, no solo para dichas Carteras en particular, que concentrarán la atención, sino también para otros Ministerios.



Al respecto, comparto lo dicho por el Senador señor García. Si estamos preocupados de promover el empleo, no puede haber centenares de pequeñas empresas que esperen 60, 90, 120 días el pago de la deuda hospitalaria.



No es admisible que pequeños contratistas aguarden 60 a 90 días los pagos del SERVIU. Conozco casos -no son muchos- de pequeños contratistas que fueron a la quiebra porque el SERVIU no les pagó.



Entonces, son en extremo importantes la pulcritud, la impecabilidad de los procedimientos y la diligencia de los distintos Ministerios para ejecutar los recursos que se están poniendo a su disposición.



En ese ámbito tiene una gran responsabilidad la Contraloría General de la República. Ella debe hacer su trabajo y velar para que los recursos se gasten correctamente.



Conversábamos también sobre la factibilidad de que el Contralor -tuve ocasión de hablar con él hace algunos días- fuera convocado en el marco de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. Lo sugirió el Senador Sabag. Me parece una estupenda idea. Y se planteó en la Comisión de Hacienda la factibilidad de pedirle una suerte de programa de emergencia que, sin desviarlo del rigor con que debe hacer su trabajo de fiscalización, de contraloría, le permita tener disponibles equipos que posibiliten, especialmente en los Ministerios de Obras Públicas y de Vivienda, sacar adelante la tarea.



En cuanto al proyecto específico, señor Presidente, tengo dos aprensiones.



Primero, con la suspensión general del impuesto de timbres y estampillas.



Aquello se planteó aquí con mucha fuerza, en varias ocasiones, por la Oposición.



Mi temor tiene que ver con lo siguiente.



Creo no equivocarme si digo -algunos Ministros quedaron de entregarnos los antecedentes; por lo menos a mí no me llegaron- que más del 50 por ciento de la recaudación por concepto de dicho tributo es resultado de los pagos de un número muy reducido de grandes empresas. Es lógico: ellas son las que realizan grandes proyectos, los cuales se concretan con créditos voluminosos. Son esas empresas, entonces, las que terminan pagando lo esencial del impuesto de timbres y estampillas.



En consecuencia, eso me parece muy bien.



Por lo demás, ya habíamos avanzado en la dirección de que las pequeñas empresas fueran liberadas del pago del mencionado tributo, sobre todo -ya lo habíamos mencionado- para que tuvieran la posibilidad de renegociar sus créditos o contratar nuevos préstamos, por cuanto el impuesto de timbres y estampillas operaba también como una especie de barrera a los efectos del cambio de banco.



Mi segunda aprensión…

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Nos enfrentamos a un problema insoluble. Por ello, le pido que, simplemente, termine su intervención.

El señor OMINAMI.- Gracias, señor Presidente. Finalizaré de inmediato.



Decía que mi segunda aprensión tiene que ver con los titulares del aporte fiscal a los municipios. La libre disponibilidad no me parece bien. Creo que deberíamos buscar alguna manera para que gasten correctamente los dineros.



Por último, algo que no viene en el proyecto, pero sobre lo cual manifiesto mi aprensión: la línea de crédito respecto del factoring no bancario. En Chile este opera más bien como una institución cercana a la usura que como una institución de financiamiento decente.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Hago presente a la Sala que estamos ante un problema que debemos resolver.



Quedan siete oradores inscritos. Esta iniciativa no solo tiene “discusión inmediata”, sino que, asimismo, hay una clara manifestación del Ejecutivo en el sentido de que la despachemos hoy. Y ese es el compromiso. Además, en la tabla figura un segundo proyecto con urgencia de ese carácter.



De seguir otorgando la palabra por quince minutos, el debate de este proyecto demorará más de una hora y media.

El señor ÁVILA.- Reduzca las intervenciones a cinco minutos, señor Presidente.

El señor SABAG.- Por supuesto.

El señor NARANJO.-  Abra la votación, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Entonces, sugiero abrir la votación y otorgar cinco minutos a cada Senador para fundar su voto, con el compromiso de atenerse al tiempo en la forma más estricta posible, para que logremos el objetivo de fondo. Las razones son más que evidentes.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.-  No comparto el procedimiento, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Perdón, señora Senadora. Con seguridad, usted habría querido, lógicamente, intervenir por más tiempo.



Tiene la palabra Su Señoría.

La señora MATTHEI.- La verdad es que resulta molesto, señor Presidente, cuando uno ha preparado una intervención, que justo un segundo antes de que le den la palabra le digan que en vez de quince minutos solo dispone de cinco.



¡Me parece inaceptable!



Si me lo hubiesen dicho antes, podría haber visto a qué dedicarme.

El señor SABAG.- Dele más tiempo, señor Presidente.

El señor BIANCHI.- La señora Senadora tiene razón.

La señora MATTHEI.- En todo caso, señor Presidente, solo podré hablar, por desgracia, de lo que tal vez revista alguna importancia para mi Región.



Por ejemplo, en cuanto a los estímulos a la inversión y al consumo, donde figura el incremento transitorio a la reforestación, solicité, en el caso de las comunidades agrícolas de la Cuarta Región, que agrupan a la gente de más escasos recursos, rebajar los porcentajes de prendimientos requeridos para acceder a  los programas pertinentes, por cuanto están pensados básicamente para las Regiones del sur, donde cae abundante lluvia. En cambio, en el norte, donde muchas veces afecta la sequía, los porcentajes de prendimiento previstos son prácticamente imposibles de alcanzar.



Asimismo, solicito que en el caso del norte, sobre todo en las comunidades agrícolas -reitero que allí se concentra la población de menores recursos-, la tabla respectiva contemple el costo del riego. Este no se halla incluido porque, obviamente, en las provincias del sur no hay riego. Sin embargo, en nuestra Región las plantas pequeñas deben ser regadas, pues de otra manera no sobreviven.



Por otro lado, pido que se consideren especies acordes a nuestra zona, como el algarrobo, el churque, el carbonillo, el guayacán, etcétera.



Los programas diseñados serían de extraordinaria importancia para las comunidades agrícolas -forma de tenencia de la tierra bastante rara; es una modalidad colectiva-, que muchas veces no tienen alternativas laborales. Además, ellos adquieren significación desde el punto de vista del país, porque pueden contribuir a frenar el avance del desierto.



Ahora, me sumo a las observaciones hechas a propósito de los incumplimientos en que ha incurrido el MOP con respecto a los contratistas, algunos de los cuales se están endeudando.



Muchas pequeñas y medianas empresas relacionadas con el área de la salud no están recibiendo los pagos pertinentes. Y lo propio ocurre en los casos del SENAME, del SERVIU, etcétera.



No tiene ningún sentido, por una parte, preocuparse de proveer liquidez a las empresas, y por otra, retrasar los pagos justamente cuando el que debe hacerlos es el Estado.



Respecto del aporte fiscal a los municipios, en la Comisión me abstuve. No obstante, ahora votaré a favor. Sin embargo me llama la atención y me molesta mucho que algunos de ellos que se encuentran tremendamente endeudados sigan gastando plata a manos llenas en fuegos artificiales, en contratar con sueldos millonarios a personas para que se preocupen de las relaciones internacionales, mientras mantienen deudas previsionales con los trabajadores, a quienes a veces les descuentan dinero que después no llega a los destinatarios, como la COOPEUCH o diferentes tiendas comerciales (numerosos funcionarios figuran en DICOM, no por responsabilidad de ellos, sino por problemas de las municipalidades).



De otro lado, me parece imprescindible que los municipios paguen las deudas que mantienen con las pequeñas y medianas empresas.



Ojalá quede claro, señor Presidente, que esa es la cuestión que debe abordarse.



Me habría gustado referirme a otros temas, pero ya se me acabó el tiempo.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La Mesa le agradece su comprensión, señora Senadora.

La señora MATTHEI.- Siempre me hacen lo mismo.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, también deseo manifestar mi molestia, porque uno prepara un tema y luego, sobre la marcha, tiene que reducirlo casi a la cuarta parte.



Por lo tanto, no me parece justo que algunos Senadores puedan explayarse por un cuarto de hora y a otros se nos asignen escasos cinco minutos.



Ahora bien, concuerdo con muchos de quienes me antecedieron en el uso de la palabra. Se trata de medidas absolutamente necesarias en un año donde vamos a comenzar una crisis que probablemente -lo han sostenido muchos expertos en el resto del mundo- durará un lapso preocupante.



La situación registrada implica que varios pequeños y medianos empresarios -ha ocurrido en varias Regiones- hayan comenzado a despedir a un grupo significativo de trabajadores, por cuanto existe incertidumbre en cuanto a qué sucederá en el orden económico.



Entonces, quiero manifestar mi apoyo a cada una de las medidas propuestas. Sin embargo, tengo aprensiones con respecto a algunas, producto tal vez de lo mismo que ya he sostenido con anterioridad, fundamentalmente en lo relacionado con los municipios. 



Mediante la medida número 7 se destinan 26 mil millones de pesos al Fondo Común Municipal.



Tengo aprensiones sobre el particular. Por ende, me encantaría pedirle al señor Ministro que la distribución de esa significativa cantidad de dinero quede sujeta a proyectos productivos que, en cierta medida, permitan enfrentar situaciones de cesantía en algunas Regiones, por la vía de potenciar a pequeños o medianos emprendedores en diversas localidades, o, de ser necesario, crear empleos.



No quiero que esos dineros se destinen a saldar deudas que algunos municipios arrastran por años.



Me parece que la manera de actuar, cuando hay una crisis, es la optimización de los recursos. Y una de las formas de hacerlo es por la vía de que los dineros vengan acotados a determinados ítems o proyectos.



Otro aspecto que me preocupa dice relación al primer punto que se considera, relativo a los recursos que les llegarán a las familias más vulnerables. He venido repitiendo insistentemente que no se ha revisado la Ficha de Protección Social y son numerosos los municipios que no han podido aplicarla bien. Y mucha gente queda fuera del beneficio, necesitándolo, ya que forma parte de familias que realmente enfrentan una situación muy precaria en lo económico. Me encantaría que durante el año en curso se efectuara una revisión general en cada uno de los municipios para ver de qué manera se ha ido desarrollando la Ficha.



Un tercer punto, no incluido en la iniciativa, dice relación a que me gustaría que el BancoEstado, que debiera apoyar permanentemente a la pequeña y mediana empresa, también diese cuenta de cómo está actuando en Regiones. Muchísimos pequeños, medianos emprendedores, simplemente siguen sin tener ninguna posibilidad de acceder a un crédito a través de esa institución bancaria o del FOGAPE y de beneficiarse de todas las medidas que el Gobierno y el Congreso han implementado, pero que, por desgracia, no les llegan. Y uno tampoco puede saber adónde van esos dineros, a qué empresa se destinan, porque no resulta posible apreciarlo en las Regiones -en varias de ellas, no solo en la que me honro en representar-, donde la gente señala en forma insistente que no obtiene créditos, a pesar de poder presentar los papeles necesarios para conseguirlos.



Señor Presidente, voto a favor todas las medidas. El proyecto es sabio, acorde a los tiempos que vivimos, y ojalá también augure o garantice, siquiera en parte, una mayor estabilidad económica en nuestro país.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, estamos en presencia de una de las iniciativas de estimulación económica anunciadas por nuestra Presidenta con la finalidad de enfrentar la grave crisis económica mundial, la cual, por supuesto, asimismo nos llega a nosotros.



En mi opinión, las medidas contempladas en este primer proyecto son las adecuadas, y, por eso, la bancada democratacristiana va a apoyarlo con agrado.



Sin embargo, quiero hacer también algunas observaciones. Porque los pilares del plan son el estímulo a la inversión y al consumo, el fortalecimiento del acceso al financiamiento de las empresas, el apoyo a las personas y el robustecimiento del empleo y la capacitación, y no me cabe duda de que todo ello es conveniente. Pero igualmente debo señalar que muchos de estas acciones no llegan a quienes realmente las requiren.



Si alguna empresa o persona enfrenta dificultades económicas, ¡por supuesto que se encuentra en DICOM! ¡Por supuesto que exhibe algún grado de protesto y figura en el boletín! Pues bien, por ese solo hecho no logra ningún tipo de crédito y ayuda. ¿A quién va esta última? Siempre se dice que el banco le presta al que tiene plata, no al que la necesita, porque primero se asegura. Y el que la necesita, en este caso, es aquella persona que trabaja y ha caído en dificultades, a quien se trata como la peste.



Debiéramos apoyar a los empleados que han caído en DICOM, que registran algún grado de protesto, y permitirles una renegociación a tres o cuatro años de sus deudas, lo cual los liberaría de todo. Hoy día, en cambio, están sometidos a un verdadero drama.



¡Dediquémosles cuidado a los chicos! En Estados Unidos partió la deuda subprime, de las hipotecas. Nadie le hizo mayor caso. Y resulta que arrastró a los bancos, a las compañías de seguros, a todo ese país, a las naciones europeas y ahora también a nosotros. Las cosas hay que tomarlas en cuenta en lo pequeñas que son.



Y, a veces, no es cuestión de plata, sino de facultades; es decir, basta con que se flexibilicen las normas en todos estos aspectos. El plan es adecuado, a mi juicio. Creo que el estímulo forestal es altamente conveniente y, por eso, lo acogemos con agrado. Y la inversión de 700 millones de dólares en infraestructura constituye, por supuesto, una cantidad adicional muy importante, pero, si no se flexibilizan las normas operativas, es imposible que se pueda ejecutar durante el año. 



Anticipándome a ese hecho, la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos, que presido, está citada para el lunes, de 16 a 18. El primer invitado es el Contralor General de la República. También asistirá el Ministro de Obras Públicas. ¿Cómo se va a operar? ¿Se aplicarán las mismas normas ordinarias, conforme a las cuales es preciso, para llamar a una simple propuesta, mandar primero las bases de licitación -¡eso puede tomar tres meses!-, considerar después 45 días para licitar y contemplar tres meses más para la toma de razón? ¡Vamos a llegar a septiembre u octubre sin pelar una papa!



Diría que si no estimulamos rápidamente la ejecución de las medidas y no partimos trabajando en marzo, todo ello va a ser letra muerta.



¡No estoy aquí para avalar con mi apoyo beneficios que no van a llegar a la ciudadanía! Por eso, levanto mi voz en forma oportuna, no después. Y hago las gestiones correspondientes.



Y le pido también a Hacienda que cumpla con eficiencia y a tiempo los pagos a los diversos servicios. Ya lo dijeron los Senadores señores García y Ominami y la señora Matthei: ¡todas las empresas constructoras estaban esperando el pago en diciembre! ¡No se le canceló a ninguna! ¿Pero por qué? ¡Si lo reclamaron en forma oportuna!



Todos debemos aportar, tanto nosotros como las autoridades -no pretendemos que no se fiscalice: que la Contraloría lo haga-, pero actuemos con flexibilidad para enfrentar estos momentos difíciles, porque quienes más van a sufrir son, sobre todo, las personas más modestas y necesitadas de nuestra patria.



Por supuesto, votaré a favor del proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, intervengo para anunciar nuestros votos favorables a la iniciativa, que se sumarán a los del resto de los partidos políticos representados en el Senado.



Quisiera partir por algo que no siempre hago -o hacemos-: reconocer el trabajo del señor Ministro de Hacienda. Por lo general, cuando viene estamos en una situación crítica, a veces por la coyuntura de los problemas. Pero, en verdad, el tiempo ha ido transcurriendo y uno observa que ha manejado la economía de tal manera que hoy día permite entregar un paquete de medidas positivas, las cuales llegan incluso a sorprender. Y aquí se comprueba, como lo han señalado algunos economistas a nivel mundial, que Chile es uno de los países de América Latina que se encuentra en mejores condiciones para enfrentar la crisis.



Se ha señalado, con antecedentes que realmente asustan un tanto, que en el año que recién comienza se va a registrar el crecimiento menor de los últimos 50 años. Y, como es evidente, eso va a traer repercusiones, porque tenemos una economía abierta y es natural que de alguna manera también nos afecte directamente todo lo que suceda en otras partes del orbe. Mantenemos tratados de libre comercio casi con todo el mundo: con la Unión Europea, con los países asiáticos, por nombrar solo los más importantes, y no cabe ninguna duda de que la caída del crecimiento, que todos vamos conociendo y de la cual recibimos antecedentes diariamente, va a reducir la demanda por nuestras exportaciones. Entonces, el deterioro de las condiciones financieras internacionales va a restringir las posibilidades de financiamiento de nuestras empresas, efecto que esta iniciativa, de alguna manera, procura revertir.



Me llama positivamente la atención el incremento de 700 millones de dólares en inversión pública, los cuales, según se expresa, están destinados a conservación vial urbana y rural, y de adelantamiento de obras de riego y vivienda ya diseñadas y aprobadas en todo el país.



Me alegro mucho de ello, porque, en el plano de la vivienda, por ejemplo, no existían recursos para concretar 14 mil subsidios de ampliación y reparación en la zona que represento en el Senado, a pesar de ya habían sido recibidos y seleccionados técnicamente por los organismos respectivos.



Y, en cuanto al riego, quisiera pedir al señor Ministro y a las autoridades de Gobierno una mirada muy atenta, porque uno se halla con la sorpresa de que organismos estatales entregan subsidios y recursos para fortalecer algunas obras y resulta que por lo menos en La Araucanía hemos encontrado que prácticamente no hay aguas, pues estas pertenecen a un grupo muy pequeño de personas que desde 1981 hacia adelante lograron inscribir los derechos. De tal manera que los pequeños y medianos agricultores, en el caso de la Región que represento, están hoy desesperados a tal extremo que la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, que debe cumplir múltiples objetivos, está buscando urgentemente a quien comprar recursos de agua, para que los productores pequeños y medianos puedan desarrollar sus actividades.



También me parece muy acertado el aporte de 41 millones de dólares al Fondo Común Municipal, porque todos sabemos que nuestros municipios siempre andan realmente “al tres y al cuatro”.



Y termino dando a conocer una aclaración que me hizo el señor Ministro de Hacienda, que, a lo mejor, puede ser asimismo de interés para mis Honorables colegas. Porque cuando se hace referencia, en cuanto al apoyo a las personas, que se pagará un bono especial de 40 mil pesos por carga a los beneficiarios del subsidio único familiar (SUF) y receptores de la asignación familiar, y un bono para las familias del sistema Chile Solidario, se me precisó que este último también asciende a 40 mil pesos y es por cada carga, tal como ocurre con los beneficiarios del subsidio único familiar.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, junto con anunciar, obviamente, mi voto favorable al proyecto, quisiera destacar la política fiscal que está siguiendo el Ministerio de Hacienda. En algunos momentos, durante estos casi tres años y medio de Gobierno, he sido crítico de la conducción macroeconómica, pero hoy día debo reconocer que se está aplicando una política fiscal a mi juicio completamente correcta, expansiva, que es lo que Chile necesita.



Y, en general, concuerdo completamente con las orientaciones de la iniciativa, en el sentido de que apunta tanto a reforzar la capacidad de ingreso de los sectores más vulnerables como, al mismo tiempo, a sostener, con un conjunto muy grande de estímulos -tanto tributarios como subsidios de empleo y otros-, a los sectores productivos.



Por lo tanto, creo que se trata de una política fiscal activa, de lo que se necesita. En el momento actual, es lo que están aplicando, además, la mayoría de las economías bien manejadas en el país. Y ello podemos hacerlo, entre otras cosas, porque hemos mantenido, durante todos los Gobiernos de la Concertación -en particular, a partir del Presidente Lagos-, una política fiscal contracíclica, la cual, en momentos en que el ciclo tiende a la crisis o a la baja, como el que estamos viviendo hoy día, permite contar efectivamente con recursos fiscales para ir en auxilio de la economía.



Así que quisiera dejar testimonio de mis felicitaciones a la política fiscal que está llevando a cabo el señor Ministro de Hacienda, y reconocerle en ello, asimismo, un mérito personal.



Me gustaría formular tres observaciones, dos de las cuales tienen que ver con dicha política, y la otra, con la política monetaria.



Resulta evidente, en primer término, que enfrentamos problemas relativamente serios de capacidad de gasto público. Y creo que es algo que debe ser objeto de medidas muy de emergencia.



Lo anterior es particularmente agudo en algunas Regiones, incluida la del Maule, que represento en el Senado. El año pasado no fuimos capaces de cumplir con el programa de inversiones del Fondo Nacional de Desarrollo Regional. A pesar de que invertimos más que en 2007: 2 mil 500 millones de pesos, lo que constituye un aumento significativo, solo pudimos cumplir 88 por ciento del gasto asignado.



La situación que señalo demuestra dificultades de distinto tipo. Algunas de ellas tienen que ver con la debilidad del personal técnico de los gobiernos regionales. Otras se relacionan con trámites burocráticos que se demoran con las destinaciones que deben hacerse desde Hacienda. También se suscitan algunas con las empresas -y es lo que se ha señalado acá-, en la medida en que el sistema de control de la Contraloría muchas veces se traduce, no en un obstáculo final, pero sí en la lentitud de los procesos de inversión.



En tiempos de crisis, es evidente que se requiere corregir muy drásticamente las capacidades de inversión del aparato público. Porque, si no, podemos incluso tener disponibilidad de una política fiscal expansiva y dificultad para realizarla en tiempo y forma. Y lo tocante a la oportunidad constituye una cuestión central.



En segundo lugar, me parece que todavía existe un gran espacio -y ello depende por completo de la autoridad pública- para que el BancoEstado se convierta de verdad en una entidad de vocación fundamentalmente orientada hacia la pequeña y mediana empresas. Pienso que esta es la única manera de asegurar un mayor dinamismo, porque ocurre con frecuencia que el conjunto de estímulos, incluso de aportes directos al sistema financiero, de líneas de financiamiento que se abren vía CORFO -que es banco de segundo piso, no de primero-, se traduce en que finalmente están los instrumentos, los recursos, pero el crédito no llega ni para la capitalización ni para la operación de las pequeñas empresas que lo demandan. Y, en momentos de crisis, la banca privada tiende a ser relativamente conservadora, como es obvio. Entonces, el instrumento del BancoEstado resulta fundamental.



Y una última consideración, de carácter general: a pesar de lo acertada que fue la última medida del Banco Central en el sentido de bajar en 100 puntos la tasa monetaria, creo que todavía se registra un desajuste entre la política fiscal y la política monetaria. Pienso que estamos con tasas todavía muy altas para estimular la demanda, que es lo que necesitamos.


He dicho.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, con respecto a las once medidas de estímulo fiscal anunciadas, quisiera formular un planteamiento más bien crítico y, desde luego, constructivo, a fin de que se garantice el buen uso de los recursos.



Varios señores Senadores han expuesto las dificultades que se viven en Obras Públicas y Vivienda, en el sentido de que no se cuenta ni siquiera con flujos de caja como para financiar los estados de pago de las empresas. Eso genera desconfianza, lo que finalmente termina en un aumento de los precios al no haber mayor competitividad ni condiciones para realizar las obras.



El mundo de las concesiones privadas ha señalado que puede levantar del orden de mil 200 a mil 300 millones de dólares, los cuales debieran enfocarse justamente a los sectores de más alto tránsito y donde ello juegue un rol claramente significativo. Y se debe aprovechar la oportunidad para atender los 30 mil kilómetros de red que exhiben los caminos y huellas vecinales en el país, los cuales ofrecen, además, la particularidad de generar mucha ocupación y de ser base para empleos futuros, ya que mejoran las condiciones de acceso a los campos, a los recursos forestales. Además, se encuentra la Ley del Bosque Nativo, que debemos flexibilizar este año en un sentido positivo, y también otros recursos, como los turísticos.



En Vivienda, en particular, se ha señalado la importancia de aumentar la cobertura del programa de protección del patrimonio familiar.



En forestación, hemos formulado un planteamiento, no quiero decir desde hace décadas, pero sí desde hace muchos años. Se está ocupando muy mal el Fondo establecido en el decreto ley Nº 701. Si uno revisa las cifras, en 2008 apenas se forestaron 26 mil hectáreas en todo el país. Tenemos una necesidad urgente de cubrir 4 millones de hectáreas, 500 mil de ellas en Aisén. Y 80 por ciento de los recursos se ocupan en recuperación de suelos degradados. Creo que es algo totalmente desvirtuado. La Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente establece una normativa especial para el caso de los suelos. Por esta razón, presentamos una indicación para que el Fondo vaya realmente a lo que corresponde.



Detrás de lo anterior hay trabajo en viveros, plantaciones, donde opera un numeroso grupo de mujeres que lo realiza en mejor forma.



En cuanto al aporte a los municipios -como ya se ha señalado- debe enfocarse, desde luego, a cubrir los gastos en educación y a fomentar proyectos de servicios y de carácter productivo.



Los 1.000 millones de pesos para capitalizar CODELCO mueven a duda, pero no es el debate en este minuto.



Por otra parte, deseo insistir en la indicación que formulé, que fue rechazada en la Comisión, y que según el Senador señor García se consideró en forma tácita.



Sobre el particular, debo decir que los beneficios de estímulo para las personas naturales y las pequeñas y medianas empresas han de incluir necesariamente a las que tengan deudas previsionales, tributarias, financieras, comerciales o se encuentren en DICOM. De lo contrario, vamos a seguir hundiendo a gran parte de nuestra sociedad.



Con relación al factoring, indudablemente -como expresó el Honorable señor Ominami-, se debe velar por que la actividad de estas empresas no revista carácter de usura.



Termino señalando que la señora Ministra de Planificación nos acaba de entregar el resultado de la aplicación de la Ficha de Protección Social: se ha encuestado a más de 9 millones 500 mil personas en el país. Una cifra espectacularmente grande.



En ella se indica que, de los deudores habitacionales que recibieron subsidio del Estado -estoy hablando de 200 mil familias-, el 56,3 por ciento se halla en condiciones de vulnerabilidad. 



Si no enfocamos las políticas públicas hacia ese sector, y esperamos en paralelo un compromiso del Gobierno de aquí a marzo para resolver tales casos, la verdad es que el buen uso de los fondos públicos no se verá garantizado con los estímulos en comento, los cuales sin duda apuntan en la línea correcta.



Por las razones expuestas, votaré a favor de la iniciativa.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, a mi juicio, toda la propuesta del Ejecutivo es alentadora, oportuna y representa una gran inversión del Estado para enfrentar los efectos de la crisis, por lo cual no queda sino apoyarla de manera decidida.



Deseo, sí, hacer algunas observaciones en torno a lo siguiente:



El artículo 4° destina 20 millones de dólares a fin de incrementar los beneficios del decreto ley N° 2.565, de 1979 -que reemplazó al N° 701, de 1974-, para activar la forestación, e incorpora a ellos las actividades de preparación y cercado de terrenos, y cierta protección de los gastos generales asociados a las actividades bonificables. Ello, sin duda, movilizará mano de obra.



Lo anterior es positivo. Y también lo sería que el sector forestal, y específicamente las empresas, pudiera dar cumplimiento al artículo 13 de dicho decreto ley, que establece que se deberá pagar impuesto territorial dos años después de concluida la primera rotación, lo que no se ha hecho.



Hemos conversado sobre el particular con don Fernando Léniz y también con el señor Ricardo Escobar, del Servicio de Impuestos Internos. El problema es la falta de rol. No hay cómo medir las plantaciones y su rotación, lo que ha redundado en que desde hace muchos años las empresas forestales no paguen contribuciones, de las cuales 40 por ciento va a los municipios, y 60 por ciento, al Fondo Común Municipal.



Cabe recordar que la mayor cantidad de plantaciones forestales se ubica en las comunas más pobres y, por lo tanto, percibir el impuesto territorial les significaría un aumento de los ingresos municipales.



Espero que el Servicio de Impuestos Internos se aboque a remediar tal situación a los efectos de posibilitar dicho pago a la mayor brevedad.





Con referencia a los aportes para impedir los despidos y fortalecer la economía, echo de menos -lo planteo al señor Ministro- alguna medida para financiar el empleo dentro de las empresas, y no el desempleo fuera de ellas. Es decir, pagar subsidio, no cuando el trabajador esté cesante, sino aún en funciones, para que no existan despidos. 



Respecto a la industria Bellavista Oveja Tomé, por ejemplo, si hubiéramos contado con la vocación del BancoEstado en tal sentido, se habría impedido la pérdida de 700 empleos, porque el valor del dólar era bajo. Hoy día es alto. Claramente, con una inspiración diferente del Banco estatal, en orden a apoyar a las empresas, aquella se habría salvado.



La situación de Tomé es crítica. Ahí tenemos el grave problema de los pescadores de merluza en Cocholgüe, y el de la textil Crossville.

Es necesario buscar mecanismos más innovadores. Como dije, los planteados son positivos, pero es posible seguir innovando. Por ejemplo, crear un subsidio de transporte para los cesantes. 



Muchas personas han quedado sin trabajo; ya son miles en el sector forestal, y continúan los despidos. Esa gente después tiene que gastar gran cantidad de dinero para encontrar un nuevo empleo e incluso desplazarse a la ciudad. 



El 17 por ciento de los ingresos de quienes ganan menos en el país se utiliza en transporte público, en movilización. 



Entonces, se podría entregar un subsidio para ayudar a las personas a buscar un nuevo empleo.



Señor Presidente, hemos eludido un asunto de fondo: el del rol del Estado en la economía, en particular en momentos de crisis y teniendo presente que líderes mundiales como Angela Merkel, Gordon Brown y el propio Barack Obama han afirmado que el Estado debe incorporarse fuertemente a dicha área.



 Asimismo, los economistas que han recibido el Premio Nobel de Economía, como Paul Krugman, asesor de Obama, han señalado que debe haber una gran inversión estatal. Él ha expuesto algo que debiera llamar la atención de los señores Senadores: hay que evaluar todo lo que el Estado puede invertir, y cuando esto se halle resuelto, aumentarlo en 50 por ciento. Es decir, en épocas de crisis, más bien debe efectuarse una sobreinversión pública que tener que pagar los platos rotos por una subinversión.



Yo desearía que el Estado asumiera un rol más determinante; que, en definitiva, no fuera como “el perro del hortelano” y también generara acciones empresariales donde el sector privado no quiera o no pueda invertir por ser mal negocio, pero tampoco lo hace. 



Ello es posible en el caso de las zonas extremas. Creo que Iquique y Arica, o Punta Arenas y Magallanes no van a lograr desarrollarse de no mediar una fuerte inversión estatal para promover la inversión pública.



Se debe debatir acerca de una acción permanente del Estado en el fomento de inversiones productivas y de mantención del empleo.



Señor Presidente, votaré a favor del proyecto porque lo necesitamos. Y me parece que no será el último que presente el Gobierno. Seguramente enviará nuevas iniciativas tendientes a incluir beneficios que no se incorporan en este, como el subsidio directo al empleo dentro de las empresas y no fuera de ellas, al que me referí con anterioridad. Sobre el particular, no quiero tener más bonificaciones Proempleo en mi Región. Estas alcanzan a 14 mil 300, equivalentes a 25 mil millones de pesos, lo cual representa el 50 por ciento del FNDR. 



Eso no es posible. Hay que subsidiar para impedir los despidos.



He dicho.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (32 votos favorables).

Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

 El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, voy a hacer un alcance respecto a la reforestación, para responder las consultas de algunos señores Senadores.



Quiero dejar muy en claro que la idea y el compromiso del Gobierno al destinar fondos adicionales a este sector y contemplar la facultad para modificar la tabla tienen un solo objetivo: promover la reforestación. 



Eso implica beneficios obvios, especialmente en el empleo y sobre todo en las Regiones que han sufrido el impacto de la crisis externa. Se han perdido puestos de trabajo y no se está usando la capacidad para reforestar de que podríamos disponer. 



Por lo tanto, las medidas propuestas permitirán en el futuro mayor actividad en el sector forestal, aparte de todos los beneficios medioambientales que ello involucra.



Esa es la voluntad del Ejecutivo y su compromiso en dicha materia.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Por tratarse de una iniciativa calificada de “discusión inmediata”, ahora corresponde votarla en particular.



Se podrían votar todos los artículos de una sola vez, señor Presidente.

El señor GAZMURI.- Votemos el artículo 1°, y aprobemos el resto con la misma votación, señor Presidente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ocurre que, además, hay una indicación renovada.



Sería mejor pronunciarse en particular sobre todo el articulado de inmediato, y luego sobre la indicación renovada.

El señor GAZMURI.- Votemos la primera disposición, y en las demás, repitamos el resultado.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Es lo mismo que aprobarlas todas con la misma votación, Su Señoría.

 El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Procedamos como corresponde, señor Secretario.

El señor KUSCHEL.- “Si le parece”.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Desgraciadamente, no se puede, señor Senador, porque hay que dejar testimonio acerca de cómo se pronunció cada uno.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En efecto. Ya hemos tenido problemas otras veces. Y Sus Señorías lo han representado.



En votación particular.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (20 votos a favor), con excepción del artículo 4°, que fue objeto de una indicación renovada. 



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Ávila, Bianchi, Escalona, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Sabag, Vásquez y Zaldívar.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, en el artículo 4º, letra c), se agrega el siguiente inciso final:



“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero, facúltase a la Corporación Nacional Forestal para que, durante los años 2009 y 2010, pueda modificar en el transcurso de dichos años el valor de los costos de las actividades bonificables fijados para cada temporada.”, etcétera.



Respecto a dicho párrafo, los Senadores señores Horvath, Bianchi, Chadwick, Espina, García, Kuschel, Orpis, Pérez Varela, Navarro y Sabag han renovado una indicación para intercalar la frase: “directamente relacionadas con la forestación”. De aprobarse, la parte pertinente del texto quedaría de la siguiente manera: “pueda modificar en el transcurso de dichos años el valor de los costos de las actividades bonificables directamente relacionadas con la forestación fijados para cada temporada”.

El señor HORVATH.- Pido la palabra, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Puede intervenir, Su Señoría.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, sobre la base de lo que ha señalado el señor Ministro y para evitar un tercer trámite a este proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, retiramos la indicación con el claro compromiso de que este Fondo no se desnaturalice y se emplee de aquí hacia adelante en forestación, para lo cual fue creado originalmente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Gracias, señor Senador. Se lo agradece el bien común.



--Queda retirada la indicación, se aprueba el artículo 4° y el proyecto se despacha en este trámite.  


MODIFICACIÓN DE NORMAS RELATIVAS A NULIDAD DE ACTOS ELECCIONARIOS

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que introduce diversas modificaciones en las leyes Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional; Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades; Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, y Nº 18.556. Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. Con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6349-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 84ª, en 13 de enero de 2009.


Informe de Comisión:


Gobierno, sesión 86ª, en 14 de enero de 2009.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos principales de la iniciativa son:



1) Establecer que, en caso de declararse por sentencia firme o ejecutoriada la nulidad de una elección municipal de concejales, el Consejo Regional se integrará transitoriamente por consejeros elegidos por los concejales de la Región, excluidas aquellas provincias en las cuales existiere una o más comunas cuya elección de concejales hubiere sido anulada.



2) Disponer que, en caso de nulidad del acto eleccionario de alcalde, las funciones correspondientes serán ejercidas por el secretario municipal hasta la investidura del nuevo alcalde. 



Tratándose de la nulidad del acto eleccionario de concejales, las funciones serán desempeñadas por los cuatro funcionarios que sigan al alcalde en orden de jerarquía, con exclusión del juez de policía local.



También se regula la situación que se produciría al declararse la nulidad de la elección del alcalde y de los concejales.



3) Establecer que el Consejo Regional de Antofagasta (período 2009-2013) será elegido por los concejales de las comunas que conforman las provincias de El Loa y Tocopilla, constituidos en colegios electorales quince días después de la publicación de la ley.



La instalación del Consejo Regional de Antofagasta deberá efectuarse a más tardar el 19 de febrero del año en curso.



4) Una vez practicada la nueva elección de concejales de la comuna de Sierra Gorda, se llevará a efecto, dentro de los quince días siguientes, la elección de los consejeros regionales que correspondan a la provincia de Antofagasta.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización aprobó este proyecto tanto en general cuanto en particular por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag), en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados. El texto pertinente se transcribe en el informe que Sus Señorías tienen sobre los pupitres.



Cabe hacer presente que la iniciativa requiere para su aprobación el voto conforme de 21 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El Senador señor Gómez ha solicitado abrir la votación.



Si le parece a la Sala, se accederá a ello, para no quedarnos sin quórum.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, quiero informar esta iniciativa en nombre de la Comisión de Gobierno.



El proyecto que hoy conoce la Sala, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, viene a solucionar un problema ocurrido con ocasión de la última elección municipal. Sucede que en la comuna de Sierra Gorda, Región de Antofagasta, el Tribunal Electoral declaró la nulidad de dicho acto eleccionario y dispuso su repetición con los mismos candidatos, pero con mesas y vocales nuevos y con inscripciones que correspondan a habitantes de la comuna.



Uno de los fundamentos del fallo, que luego fue ratificado por el Tribunal Calificador de Elecciones, radica en que en la etapa de formación de los registros electorales se produjeron una serie de vicios que, de una u otra forma, provocaron una grave distorsión de la voluntad del electorado, impidiendo que esta se manifestara en términos libres y fidedignos. 



Dicha declaración de nulidad de la elección motivó que el día en que asumieron las nuevas autoridades edilicias -el 6 de diciembre de 2008- no pudo llevarse a efecto su investidura en la comuna de Sierra Gorda, situación que se mantiene hasta la fecha, por lo que en dicho territorio no existe alcalde ni concejo municipal.



A mayor abundamiento, cabe señalar que tampoco ha podido constituirse el Consejo Regional, pues son los concejales constituidos en un colegio electoral quienes deben elegir a sus integrantes.



Podría explayarme mucho más en el informe, pero, en beneficio del tiempo, señor Presidente, lo dejo hasta aquí y llamo a votar a favor del proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, solo quiero señalar que la iniciativa que nos ocupa tiene por objeto favorecer la constitución de los Consejos Regionales que no han podido hacerlo debido a que hay elecciones impugnadas en el Servicio Electoral; entre ellas, la de los poblados de Sierra Gorda y Baquedano, que conforman una comuna de mi Región.



En mi opinión, se trata de una decisión acertada, pues, de otra forma, la Región quedaría sin sus autoridades elegidas.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Le quiero preguntar al Senador informante, el Honorable señor Bianchi, si la elección se va a repetir con el mismo electorado. 



No entiendo. Y sería bueno que tuviéramos una conciencia clara al respecto.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, efectivamente hay una situación compleja.



Sierra Gorda cuenta con mil y tantos habitantes, pero para votar se inscribieron 3 mil personas más, las cuales fueron trasladadas a la zona.



Por lo tanto, el problema se debe dilucidar precisando quiénes habitan en dicha localidad. 



Como señalé, se trata de un asunto bastante complejo. Pero la iniciativa lo resuelve absolutamente.



En definitiva, el acto eleccionario se repetiría solo con las personas que viven en el sector de Sierra Gorda.

El señor VÁSQUEZ.- ¡Engordó Sierra Gorda, señor Presidente…!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Gracias, Su Señoría.



Era muy importante precisar dicho punto.



Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, a mi juicio el problema es mucho más complicado.



El Tribunal Electoral decretó la nulidad de la elección, pero el Juzgado de Garantía estableció que el padrón era legítimo.



No es una cuestión fácil de resolver. 



Y si el Servicio Electoral cambia el padrón electoral, ¿cuál será el nuevo? Es decir, hay una modificación a dicho instrumento.



Por consiguiente, aquí se estaría resolviendo el problema transitorio de la ausencia de autoridades, pero no así el fondo del asunto, que tiene que ver con situaciones mucho más delicadas. 



Si se cuestiona el padrón electoral, ¿cuál va a existir, en definitiva? ¿El Tribunal Calificador de Elecciones deberá cambiarlo? 



En mi concepto, con ello se crearían precedentes no menores respecto del  sistema electoral.



En lo concreto, el juez de garantía estableció que el padrón electoral era legítimo, pero el TRICEL anuló la elección por considerar que no lo era.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, el proyecto en análisis no tiene por finalidad solucionar el problema que hoy se suscita entre el Juzgado de Garantía y el Tribunal Electoral, sino resolver lo que dice relación a la representatividad que debe existir en la Región respecto de su CORE.



Sin embargo, efectivamente hay una diferencia entre lo que dicen los Tribunales de Garantía y el Calificador de Elecciones, que habrán de resolver ambas instancias. La justicia electoral tiene una visión y la del crimen, otra. Pero se trata de una disputa entre dos autoridades que no se puede solucionar en la ley en proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Además, sería inconstitucional.



Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, deseo aclarar que con la iniciativa en análisis estamos resolviendo dificultades que son urgentes, para que puedan seguir funcionando la municipalidad de Sierra Gorda y el Consejo Regional de Antofagasta.



Respecto al problema electoral, la instancia correspondiente lo mandó al Tribunal de Garantía. Es una controversia entre ellos en cuanto a si están bien o mal inscritos los electores.



Pero con el proyecto en debate por lo menos solucionamos las dificultades de la comuna de Sierra Gorda y del Consejo Regional de Antofagasta.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, el Senador señor Orpis planteó la cuestión de fondo. Porque no se ha explicitado que el proyecto trata de resolver los problemas de autoridades en dos ámbitos. 


Por un lado, quiénes serán los consejeros regionales, estableciendo que los actuales de la provincia de Antofagasta continúan en sus cargos. 


Por otra parte, debe considerarse el hecho de que desde el domingo -creo- Sierra Gorda no cuenta con alcalde -porque se acabó la subrogancia de 45 días- ni con concejales. Por lo tanto, la iniciativa busca solucionar el asunto también en esa área, consignando una norma permanente, conforme a la cual, cada vez que un tribunal declare nula una elección, asumirá las funciones de alcalde el secretario municipal y las del concejo, cuatro directores municipales, los  que deben actuar de consuno. Eso demuestra la magnitud del problema.



De hecho, ayer el Presidente de la Comisión, Senador señor Bianchi, dio a conocer una carta del Presidente Subrogante del Tribunal Calificador de Elecciones, quien expresa su malestar por la resolución del Tribunal de Garantía, agregando que, si se convoca a una elección y se usa el mismo padrón electoral -que el Tribunal de Garantía ha declarado legítimo-, el TRICEL volverá a anularla.



Por ende, nos encontramos frente a una dificultad mayor, que no se arregla solo con solucionar la contienda de competencia.


En consecuencia, por medio de la presente iniciativa estamos resolviendo quiénes serán los consejeros regionales -en el caso de la provincia de Antofagasta continuarán en ejercicio los actuales- y lo que va a suceder en Sierra Gorda, donde el secretario municipal asumirá como alcalde y cuatro directores de la municipalidad, de consuno, tendrán las atribuciones del concejo.



Pero el tema de fondo, como lo manifestó el Senador señor Orpis, no queda resuelto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, estamos frente a una situación francamente paradójica.



Ocurrió que, por indefinición o vacío jurídico, un grupo de personas que participaron en el acto electoral, prácticamente todas candidatos -por cierto acarrearon mucho del bagaje electoral que se acumuló-, al perder, recurrieron a un subterfugio, porque el padrón electoral -que ellos mismos contribuyeron a “importar”- tendría el vicio de registrar a gente que no tenía su domicilio en el lugar.



Si el Parlamento y particularmente el Ejecutivo no buscan una solución, se generará un problema. La vez anterior hubo uno o dos casos. En la última elección, se han duplicado. Con el procedimiento empleado,  en los comicios parlamentarios próximos nos podemos ver enfrentados a una situación francamente escandalosa.



En el caso que nos ocupa, sucedió que el Tribunal Calificador de Elecciones, con la tesis de una mala construcción del padrón, lo declaró nulo, viciado, y que había que reconstituirlo. Pidió la nulidad del proceso electoral. Otra instancia -la efectivamente llamada a pronunciarse respecto de si hay o no ilícito en la inscripción, el Tribunal de Garantía- ha señalado que no hay vicio y que, en consecuencia, el padrón electoral se encuentra perfectamente construido.



En un arrebato de audacia -en mi opinión-, el TRICEL hizo llegar ayer a los parlamentarios una comunicación, donde manifiesta que, en el evento de que se convoque de nuevo a elecciones, dentro del marco de la sentencia según la cual no hay vicio, volverá a declarar  nula la elección.



Entonces, nos encontramos frente a una especie de juego sin fin, un perro pillándose la cola, un proceso bastante complejo de competencias indefinidas.



Por consiguiente, la situación es francamente anómala, la que, a mi juicio, tendrá repercusiones importantes a futuro. Porque si, según el TRICEL, una vecina de Antofagasta no puede votar por un candidato (sobrino, pariente, etcétera) en la comuna adyacente, yo pregunto cómo doña Juana, que vive en Amberes, en Hamburgo o en cualquier país del mundo, puede hacerlo por un candidato en cualquier proceso electoral en Chile. Se trata de una cuestión que carece de toda lógica.



Reclamo y exijo del Gobierno que con urgencia se pronuncie acerca de qué va a hacer frente a esta materia.



Ante la duda, anuncio que me abstendré y me cobijaré en el argumento del TRICEL. En consecuencia, no cuenten conmigo para dar derecho a voto a un ciudadano que vive en el extranjero. Porque, si se anuló una elección, creo que se ha establecido un precedente francamente grotesco.



Me atrevo a adelantar y a apostar triple contra sencillo que en la elección parlamentaria venidera se va a usar el mismo procedimiento por gente absolutamente marginada de cualquier racionalidad mínimamente lógica y, por lo tanto, habrá cuestionamientos. En consecuencia, a los candidatos de los distritos 3 y 4 -que tienen tal problemática- se les puede adelantar desde ya que tendrán serias dificultades, porque es perfectamente posible que se reclame nulidad de la elección, pues el padrón será el mismo.



Esta situación es urgente. Observo pasividad, ineptitud en la reacción del Gobierno, y reclamo que esto se atienda con prontitud.



Me parece realmente impresionante que se haya torcido la voluntad electoral, la soberanía popular, en un juicio de controversias que francamente no sé dónde pueda terminar.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- A la luz de esta discusión o análisis, creo aconsejable que el señor Viera-Gallo retire la urgencia de “discusión inmediata” y que el proyecto vuelva a la Comisión.



Estamos sentando un precedente muy grave. Desde acá, desde la testera, siento la responsabilidad de representárselo, señor Ministro.



Me parece razonable regularizar lo relativo al CORE. Pero el Senador señor Cantero y otros colegas han planteado el problema de un cuerpo electoral claramente abultado en varios lugares del país y no solo en Sierra Gorda. En mi opinión, eso debe resolverse. De haber nuevas votaciones, se cambiaría  totalmente la representatividad y se destruiría el sistema.



Por lo demás, yo me voy a abstener. Tenía la intención de apoyar la iniciativa;  pero, a la luz de los antecedentes, no lo haré. Es lo menos que puedo hacer.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, siempre escucho con mucha atención lo dicho por los señores Senadores. Por eso, me sorprende la intervención del Honorable señor Cantero, quien fue varias veces a mi oficina -con razón, porque la situación corresponde a la Región que representa- a solicitar el envío del proyecto.



Entendí que la fórmula de la iniciativa contaba con su visto bueno. El problema que él tiene -y que plantea con justa razón- debe resolverse en la ley correspondiente. ¿Qué pasa cuando se trasladan electores a una comuna? Eso hoy día ha caído en manos de la justicia. Y hay una dificultad enorme. Veremos cómo se resuelve.



Entiendo que el Honorable señor Cantero votará a favor de la iniciativa. Así lo inferí cuando fue a mi despacho.



El Gobierno no ha sido ni lento, inepto ni cosa por el estilo. Al contrario, ha seguido lo que él planteó. Y lo que se está buscando es solucionar el problema de la comuna que preocupa al señor Senador. No veo cuál es la discrepancia.  Al Gobierno se le pueden criticar tantas cosas, pero por qué hacerlo cuando estamos de acuerdo. Eso no logro entenderlo.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Debo recordar que estamos en votación. Habría que tener acuerdo unánime de la Sala para intervenir.

El señor LARRAÍN.- Ya se abrió la votación.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Nosotros no vamos a retirar la urgencia.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Reitero: estamos en votación.

El señor CANTERO.- Quiero dar una orientación, porque se pueden generar problemas.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tendría que haber acuerdo unánime de la Sala. Y no lo hay.



Después de la votación, no tengo inconveniente en que se haga uso de la palabra. Pero creo que con la iniciativa se sienta un precedente complejo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general y particular el proyecto (30 votos y una abstención), y queda despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstuvo el señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El Honorable señor Longueira había solicitado la palabra.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, el señor Ministro, que  dijo que nos ponía tanta atención, se ha ido de la Sala.



Dado que se ha anulado el padrón electoral, quiero saber si las personas que han estudiado esta materia me pueden informar más este caso. ¿Se va a necesitar una ley  para crear un nuevo padrón y después convocar a elecciones? ¿O esa facultad la tiene el TRICEL? ¿Va a necesitar un trámite legislativo la solución para la comuna en cuestión? Porque si va a requerirlo, me parece que tiene mucho más sentido tratar ambas materias.



Dado que se anuló el padrón electoral, pareciera que la solución más racional es establecer en la ley un plazo para constituir el padrón y convocar a votación.



Entonces, no sé si alguien pueda ilustrarnos al respecto.



A lo mejor, el señor Ministro, que acaba de ingresar a la Sala, estaba buscando una solución.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si bien el proyecto está despachado, es de interés lo planteado por el Senador señor Longueira, lo que, por lo demás, debió haberse previsto en la Comisión.



Me parece muy atingente lo sugerido por Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Yo había pedido la palabra cuando el señor Presidente propuso que el proyecto volviera a la Comisión. Me pareció que ello tenía sentido si después debe tramitarse otra ley para solucionar el caso de aquellos lugares donde se anula un padrón. No sé cómo se resuelve este punto. A lo mejor, ya se ha legislado.



Esa es la pregunta que deseaba formular.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, hay posibilidades. Una, que la controversia siga, pues no se sabe cuándo los dos tribunales se pondrán de acuerdo. Ese es un camino. El otro es que, de una vez por todas, se establezca una norma concreta respecto del domicilio.



Lo que se ha cuestionado es el concepto de domicilio. Y yo entiendo que para los efectos electorales, es el que uno declara.



Por lo demás, con la inscripción automática y el voto voluntario, creo que estamos doblemente obligados a precisar este tipo de materias.



Con todo, me parece que la única manera de zanjar la situación es confeccionar un nuevo padrón, y en función de él convocar a una elección. Y eso, obviamente, va a requerir tratamiento legislativo.



Respecto de lo que dice el señor Ministro, efectivamente, he insistido en que se corrija esta situación. Pero lo cierto es que debe atenderse la emergencia. El problema de fondo -que afecta no solo a mi comuna, sino también a otras- es que no debe correrse el riesgo de que en las elecciones parlamentarias -yo no seré candidato, pues no corresponde votar en mi Región- se repita el descriterio que ha afectado a ciertas comunas.



Es cuanto puedo decir.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, efectivamente el problema se abordó en la Comisión.



Para solucionar el problema del padrón electoral habría que impugnar por vía judicial los domicilios. Ese es el camino. No queda otra alternativa. No sé si el Servicio Electoral tiene facultades para modificar el padrón electoral. Pienso que solamente los tribunales de justicia pueden impugnar los domicilios de las personas que votaron en Sierra Gorda. Por lo tanto, una vez hecha la denuncia judicial cuestionando los domicilios, se podrá “limpiar” el padrón respecto de esa comuna en particular.



Señor Presidente, creo que el tema es mucho más delicado y generalizado.
El acarreo prácticamente ocurre en todas las comunas rurales del país.



En consecuencia, la solución debería ser mediante una ley, porque se está alterando la voluntad manifestada respecto de las autoridades -particularmente de las comunales- con padrones electorales que no corresponden a la realidad de las respectivas comunas. A mi juicio, ese es el problema que se debe solucionar, el cual se ha planteado de manera reiterada.



Respecto de este caso particular, la única vía de impugnar a quienes votaron es que no tenían domicilio en la comuna de Sierra Gorda, lo que compete a los tribunales.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Aunque el proyecto ya fue votado, tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, hay que distinguir el caso particular del problema general.



El Senador señor Cantero tiene razón respecto de este último, que es diferente del caso particular. En este, la justicia intervino y anuló la elección. Entonces, hay que esperar lo que resuelvan los tribunales. Y la elección se va a repetir sin necesidad de cambio legal, conforme a las reglas establecidas, que pueden gustar o no gustar.

El señor LARRAÍN.- ¿Con qué padrón?

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Lo establecerá la justicia. El SERVEL va a actuar conforme a lo que determinen los tribunales.



Cosa distinta es el problema de fondo planteado por los Senadores señores Cantero y Orpis. ¿Qué pasa si el caso de Sierra Gorda se convierte en emblemático en todas las comunas pequeñas del país?



Para eso va a estar la ley de inscripción electoral. Espero que la próxima semana ingrese al Senado el proyecto pertinente. Ahí Sus Señorías verán si son más estrictos en exigir el domicilio respectivo en cada comuna. Hoy día para acreditarlo o cambiarse de comuna, es relativamente fácil, porque no se exige comprobación de él.



Puede ser que los señores Senadores quieran ser más estrictos. Puede que no. Depende. En comunas grandes esto no afecta, pero sí en las pequeñas. Pero eso no tiene nada que ver con el caso particular que se está resolviendo bien, tanto que el propio Honorable señor Cantero votó a favor del proyecto, de lo que me alegro enormemente.



Entonces, el problema general se verá en su momento. Pero yo trataría de no confundir lo general con lo particular.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Pasamos al Tiempo de Votaciones.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

DEVOLUCIÓN DE GASTOS A CARABINEROS POR  ORGANIZADORES DE ACTOS MASIVOS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables señores Naranjo y Prokurica.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1111-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 54ª, en 16 de septiembre de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que regule la obligación de los organizadores de actos masivos con fines de lucro de devolver los gastos en que haya incurrido Carabineros de Chile para prestar en ellos servicios de orden y seguridad.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (12 votos a favor y 3 abstenciones).



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Ávila, Flores, Gazmuri, Horvath, Naranjo, Navarro, Núñez, Prokurica, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Cantero, Larraín y Orpis.

REEMPLAZO DE FONDO DE ESTABILIZACIÓN

DE PRECIOS DE COMBUSTIBLES DERIVADOS DEL PETRÓLEO.

PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por el Senador señor Prokurica.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1127-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 68ª, en 12 de noviembre de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo del proyecto de acuerdo es solicitar al Ejecutivo que reemplace el Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles Derivados del Petróleo por un sistema que sea más representativo de los precios de mercado de los combustibles.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos).



Votaron los señores Ávila, Cantero, Flores, Gazmuri, Horvath, Larraín, Longueira, Naranjo, Navarro, Núñez, Orpis, Prokurica, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

INCLUSIÓN DE NUEVOS RUBROS EN ÍNDICE DE NECESIDADES 

CONTEMPLADAS PARA FICHA DE PROTECCIÓN SOCIAL.

PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Bianchi, Cantero, Horvath, Muñoz Barra, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1132-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 76ª, en 3 de diciembre de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República la inclusión de los gastos en luz, agua, gas, leña y créditos bancarios y el descuento del 7 por ciento para la salud de los adultos mayores en el índice de necesidades de la familia de la Ficha de Protección Social.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (9 votos a favor, 1 en contra y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa los señores Cantero, Flores, Horvath, Larraín, Navarro, Pizarro, Prokurica, Vásquez y Zaldívar.



Votó por la negativa el señor Gazmuri.



Se abstuvieron los señores Ávila y Naranjo.

RATIFICACIÓN DE PROTOCOLO FACULTATIVO DE PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES DE NACIONES UNIDAS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Naranjo, Muñoz Aburto y Ominami.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1134-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 80ª, en 17 de diciembre de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La finalidad del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que ratifique el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas.

El señor NAVARRO.- ¡Mejor pasemos a la hora de Incidentes!



¡No hay quórum para votar!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Si no lo hay, señor Senador, la Mesa debe llamar por cinco minutos. Y si en ese lapso no se logra reunir el quórum exigido para adoptar acuerdos, corresponde levantar la sesión.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, creo que es necesario modificar el Reglamento para que, en ese caso, se privilegie la hora de Incidentes. Los Senadores no cumplen con asistir al Tiempo de Votaciones y ello lleva a la imposibilidad de usar de la palabra en Incidentes.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Su Señoría, la Mesa está abocada a cumplir estrictamente el Reglamento.

El señor PIZARRO.- ¿Cuál es el problema?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Que los señores Senadores han estado entrando y saliendo de la Sala.

El señor PIZARRO.- ¿Pero hay quórum?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Ahora sí. Pero hace un instante no lo había.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (8 votos favorables y 4 abstenciones).



Votaron por la afirmativa los señores Flores, Gazmuri, Horvath, Larraín, Naranjo, Navarro, Pizarro y Vásquez.



Se abstuvieron los señores Cantero, Orpis, Prokurica y Zaldívar.

SOLICITUD A BIBLIOTECA DE CONGRESO NACIONAL DE ESTUDIO SOBRE RECUPERABILIDAD DE FONDOS DE PENSIONES 
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Bianchi, Ominami y Vásquez.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1135-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 81ª, en 23 de diciembre de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito del proyecto de acuerdo es pedir a la Biblioteca del Congreso Nacional que elabore un estudio sobre la recuperabilidad de los fondos de pensiones.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En este caso se enviará el oficio correspondiente.

INCORPORACIÓN DE PYMES MINERAS EN PROGRAMAS DE APOYO A PYMES Y OTRAS MEDIDAS EN SU BENEFICIO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables señores Prokurica, Cantero, Escalona, Núñez, Orpis y Zaldívar.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1136-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 81ª, en 23 de diciembre de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La finalidad del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República la incorporación de las pequeñas y medianas empresas mineras a los programas de apoyo de las pymes, adoptando, además, otras medidas, tales como traspasar a las tarifas de la ENAMI los menores costos por concepto de combustibles y energía y la sustentación del precio a 199 centavos de dólar, con una banda de 40 centavos.

El señor PROKURICA.- ¡Incorporen a las pequeñas y medianas empresas mineras en el beneficio de las pymes!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¡Que alguna vez se haga algo por las pymes mineras, por los pirquineros!



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (12 votos).



Votaron los señores Cantero, Flores, Gazmuri, Horvath, Larraín, Naranjo, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Vásquez y Zaldívar.

INCORPORACIÓN EN PLAN AUGE DE PLAN PILOTO PARA PESQUISA NEONATAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Naranjo y Ominami, cuyo propósito es solicitar al Ejecutivo que incorpore, como parte de los exámenes de medicina preventiva del Plan AUGE, al programa piloto para la pesquisa neonatal propuesta por el Instituto de Nutrición y Tecnología de los Alimentos de la Universidad de Chile. Asimismo, que adopte otras medidas relacionadas con el examen denominado “Pesquisa Neonatal Ampliada”.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1133-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 79ª, en 16 de diciembre de 2008.


Oficio de Comisión:


Salud, sesión 84ª, en 13 de enero de 2009.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Salud, por la unanimidad de sus miembros (Honorables señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide), acordó informar a la Sala que respalda este proyecto de acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (13 votos).



Votaron los señores Cantero, Flores, Gazmuri, Horvath, Larraín, Longueira, Naranjo, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Vásquez y Zaldívar.

INCORPORACIÓN DE MARIDOS COMO CARGA DE CÓNYUGES

EN FONASA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables señores Prokurica, Allamand, Arancibia, Escalona, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Núñez, Orpis y Zaldívar, que tiene como propósito solicitar a su Excelencia la Presidenta de la República que adopte las medidas necesarias para permitir que un hombre casado pueda ser carga de la mujer que cotiza en FONASA.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1137-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 81ª, en 23 de diciembre de 2008.


Oficio de Comisión:


Salud, sesión 84ª, en 13 de enero de 2009.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Salud, por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide), acordó informar a la Sala que respalda este proyecto de acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (14 votos).



Votaron los señores Cantero, Coloma, Flores, Gazmuri, Horvath, Larraín, Longueira, Naranjo, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Vásquez y Zaldívar.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminado el Tiempo de Votaciones.
VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)--------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



Al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, haciéndole llegar información relativa a SITIOS WEB CON REFERENCIAS A NEXOS ENTRE ORGANIZACIONES VIOLENTISTAS EXTRANJERAS Y GRUPOS EXTREMISTAS CHILENOS.


Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Obras Públicas, planteándole MEDIDAS PARA SUPERACIÓN DE DIFICULTADES EN OBRAS DE REPARACIÓN DE PUENTE PRESIDENTE IBÁÑEZ DE PUERTO AISÉN (Undécima Región).


Del señor ORPIS:



Al señor Contralor General de la República, solicitándole enviar NÓMINA DE PERSONAS A HONORARIOS EN MUNICIPALIDADES DURANTE 2008, y al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, pidiéndole remitir LISTADO DE PROYECTOS DE FONDO NACIONAL DE DESARROLLO REGIONAL DE 2007 Y 2008, CON SUS RESPECTIVOS VALORES.



Del señor ZALDÍVAR (don Adolfo):



A la señora Ministra de Educación, requiriéndole TEXTOS DE CONTRATOS DE CONTROL Y MONITOREO DE TARJETA NACIONAL ESTUDIANTIL FAVORABLES PARA TRANSPORTISTAS DE REGIONES QUINTA, OCTAVA Y METROPOLITANA (reiteración de oficio).

)---------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En Incidentes, el Comité Renovación Nacional no hará uso de su tiempo.


A continuación, corresponde el turno del Comité Independientes.

El señor CANTERO.- Lo cedemos al Senador señor Navarro.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

EFECTOS EN ZOFRI Y NECESIDAD DE MEDIDAS POR DECRETO BOLIVIANO SOBRE NO INGRESO DE AUTOS USADOS DESDE CHILE. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el problema producido en el norte a raíz del decreto boliviano que impide el acceso de automóviles usados desde nuestro país -en particular, de aquellos con más de cinco años de antigüedad- ha provocado efectos dramáticos tanto en Chile como en Bolivia, especialmente en la actividad económica asociada al cambio de volante. Pero también ha perjudicado a los comerciantes y usuarios que adquirieron esos vehículos.



Existe una situación muy grave en el país vecino, porque usuarios particulares compraron dichos automóviles -los pagaron en la Zona Franca- y estos iban camino a sus legítimos dueños. Sin embargo, hoy se encuentran almacenados en la aduana, en Alto Hospicio, en un interregno, y no se sabe hasta la fecha si van a ser rematados o devueltos. Lo cierto es que no van a entrar a Bolivia. 



Ahí se ha producido una situación nueva, compleja, que debe ser dilucidada.



Resulta claro que esos vehículos no podrán ser comercializados en el mercado nacional fuera de la Zona Franca de Iquique, pues no cumplen la normativa ambiental, que es el principal motivo por el cual el Gobierno boliviano les impidió su ingreso. Pero también es obvio que esos más de mil vehículos no pueden permanecer eternamente almacenados. Se va a requerir al respecto un pronunciamiento del Servicio Nacional de Aduanas.



Por ello, solicito dirigir oficio a dicho organismo para que informe sobre el destino de los automóviles devueltos a causa de lo dispuesto en el decreto boliviano. En particular, deseo conocer el mecanismo tributario, arancelario, aplicado a sus dueños internacionales. Porque estamos hablando de ciudadanos bolivianos.


Además, se precisa una evaluación del gobierno regional sobre la materia, así como del Directorio de la ZOFRI, a los cuales pido oficiar en relación con las proyecciones de esta situación, que afectará la actividad económica de la Región de Iquique y provocará gran incertidumbre en muchos empresarios que han llegado a la Zona Franca con la intención de invertir.


--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
NECESIDAD DE INVERSIONES ESTATALES PARA DESARROLLO EN ZONAS FRANCAS DE ARICA E IQUIQUE. OFICIOS
El señor NAVARRO.-
Adicionalmente, pido oficiar a los Ministerios de Hacienda y Secretaría General de la Presidencia, para que evalúen la realización de inversiones estatales a fin de estimular el desarrollo económico de las Zonas Francas de Iquique y de Arica.



Está claro que la mantención de una política de arreglo de autos viejos no es lo esencial. Uno desearía que en la Zona Franca se pudieran construir automóviles nuevos, como sucedía con la General Motors en Arica. Tal empresa se fue de la ciudad y ello provocó gran cesantía. Arica se está muriendo: ha disminuido el empleo y no hay mayores inversiones.



Por ello, se requiere una evaluación político-económica de la situación para generar nuevos incentivos, nuevos subsidios y, en especial, nuevas disposiciones legales que permitan la inversión estatal en las zonas extremas (Regiones Primera, Duodécima y Decimoquinta), en donde el sector privado, por diversos motivos, no tiene la vocación, la voluntad, el interés para invertir.


--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

FISCALIZACIÓN DE CONDICIONES LABORALES DE CARGADORES EN ZONA FRANCA DE IQUIQUE. OFICIOS
El señor NAVARRO.-
Por otra parte, pido que se oficie al Directorio de la ZOFRI, a fin de que nos informe sobre las medidas que está adoptando respecto de la situación interna de quienes trabajan en los galpones de la Zona Franca de Iquique cargando camiones con mercadería destinada a diversos puntos del país, y también a Bolivia y Perú. 


Allí se ha producido una situación que puede derivar en un enfrentamiento social, dado que muchos inmigrantes, a quienes siempre acogemos de manera sincera y amplia, son empleados sin contar con los requisitos legales pertinentes.



Lo que han planteado los trabajadores es que, si los extranjeros desean laborar, lo hagan de manera legal. Porque a ningún chileno en las mismas condiciones en Bolivia se le permite trabajar; o sea, reciprocidad.



En definitiva, ese trabajo ilegal, o “negro”, permite el abuso por parte de algunos empleadores.



Se deben, además, vigilar las condiciones laborales de esas personas: no tienen dónde vestirse; carecen de baños; trabajan jornadas extensas y, en especial, cargan cajas de más de 135 kilos.



La denominada “Ley del Saco” establece un tope de 50 kilos en el almacenaje de productos que deben ser transportados con fuerza humana. Pero esa norma no se cumple.



Estamos hablando de una ley que determina claramente que ningún ser humano es capaz de resistir de manera continua una carga de más de 50 kilos. Los trabajadores terminan enfermos, con su columna vertebral desviada. La Ley del Saco fue hecha precisamente para establecer el peso máximo que pueden transportar. 



Como dicha normativa no se está cumpliendo, solicito oficiar a la Dirección del Trabajo para que verifique esta situación y tome las medidas que correspondan.


--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor senador, conforme al reglamento.

PROBLEMAS DE CAMIONEROS EN ZOFRI POR IMPOSIBILIDAD DE TRANSPORTE DE CARGA DESDE BOLIVIA. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Por otro lado, quienes prestan servicios de camiones en el puerto de Iquique y también en la ZOFRI manifiestan un problema que vale la pena revisar.



Solicito que se oficie a la Dirección Nacional de Aduanas, a la Tesorería General de la República y al Ministerio de Hacienda, para que estudien una norma tendiente a resolver un conflicto que puede terminar muy mal.


La normativa boliviana impide a los camioneros chilenos sacar carga de ese país; en cambio Chile permite a sus pares bolivianos salir cargados desde nuestro territorio hacia la nación altiplánica. 



Como no existe reciprocidad en dicho aspecto, nuestros camioneros han señalado -y yo les creo- que tal situación puede derivar en una crisis y, eventualmente, en un enfrentamiento, dado el desbalance que ello genera.



Muchos expertos han planteado que la solución va en la línea de contar con un puerto seco en la frontera con Bolivia, a fin de que nuestros camioneros trasladen la carga desde puertos chilenos al puerto seco y desde allí los camiones bolivianos hagan lo propio hacia su territorio. O sea, que la carga interna sea trasladada por los transportistas de cada país.



Tal modalidad evitaría este conflicto creciente, el cual          -advierto- puede terminar de muy mala forma, pues la paciencia de los camioneros chilenos se está agotando.



Y, en ello, tenemos responsabilidad. El Gobierno boliviano hace su legislación, en el marco de su autonomía, y nosotros la nuestra. No obstante, los tratados que hemos firmado con ese país han generado esta discriminación.



Por otra parte, a los más de 93 camioneros que estuvieron detenidos por varios días en la localidad de Tambo Quemado se les dispensó un trato hostil por parte de las fuerzas de orden bolivianas. Y yo solicito a la Cancillería chilena que investigue esta situación.



Queremos tener las mejores relaciones con nuestros hermanos bolivianos, pero también pedimos respeto para los trabajadores chilenos que ingresan a su territorio. 



Según las informaciones de que disponemos, ellos fueron tratados, incluso, de manera vejatoria, lo cual debe ser aclarado. Puede que se hayan vivido momentos de tensión o de crisis, pero nada justifica dicho proceder. 



Dado que siempre es mejor investigar antes de formular cargos, me he comprometido a solicitar los antecedentes a la Cancillería chilena para evaluarlos.



Debo señalar que, después de su reingreso a Chile, esos 93  camiones estuvieron parados en Arica durante largos días porque ni el gobierno regional de esa ciudad ni el de Iquique disponían de los recursos para proveerlos de petróleo. Ambas instancias estuvieron tirándose la pelota durante largo tiempo y nadie resolvía. 



Al final, la Zona Franca de Iquique puso el combustible para que los camiones pudieran regresar a la localidad de Alto Hospicio, en Iquique, y estacionarse en un puerto seco de aduanas mientras se solucionaba el problema.



Asimismo, en la frontera chilena funcionarios de Carabineros los sometieron a controles que suscitaron reclamos formales de los dirigentes de los camioneros. 



En tal virtud, solicito al Ministerio de Defensa y a Carabineros de Chile que hagan una evaluación de los trámites y procedimientos aplicados, a fin de aclarar por qué existía molestia entre los camioneros. Quizás la tensión, el hambre o las condiciones físicas en que volvieron hayan provocado tal situación.



En todo caso, solicito que se oficie en mi nombre al General Director de Carabineros, Eduardo Gordon, para que nos entregue un informe detallado sobre los procedimientos llevados a cabo por  personal de dicha Institución con relación a esos hechos.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
IMPLEMENTACIÓN DE SISTEMA DE CONTROL DE ACCESO A ZONA FRANCA DE IQUIQUE

El señor NAVARRRO.- Por otra parte, señor Presidente, al interior de la  Zona Franca de Iquique (ZOFRI) -entidad con participación estatal y privada- se está implementando un sistema de control mediante código de barras, que ha derivado en la confección de un listado de personas que no pueden ingresar a sus instalaciones.



El Gerente General de la ZOFRI, señor Ariel Pérez, quien nos brindó un deferente trato durante la reunión que sostuvimos, ha señalado que dicho sistema evita la entrada al recinto de personas inhabilitadas para ello. 



La medida la encuentro necesaria, pero me llama mucho la atención. Vale la pena revisar si legalmente una institución puede impedir el libre acceso de ciudadanos bajo cargos que no han sido comprobados. No entiendo por qué se les puede negar la entrada. Otra cosa es el posible ingreso de delincuentes; ellos sí deben ser vigilados, detenidos y, eventualmente, sancionados y encarcelados.



Es una cuestión que hay que revisar, porque se puede prestar para discriminaciones y abusos.

DENUNCIAS SOBRE INCUMPLIMIENTO DE LEGISLACIÓN LABORAL EN ZONA FRANCA DE IQUIQUE. OFICIO
El señor NAVARRO.- Asimismo, señor Presidente, los trabajadores de carga que se desempeñan al interior de la Zona Franca han manifestado su molestia profunda por problemas de orden laboral. Se requiere que la ZOFRI exija a todos los clientes que alberga en su seno, sean chilenos o extranjeros, el cumplimiento de nuestra normativa; es decir, ningún empleador, sea chileno, coreano, chino o paquistaní puede violar la legislación nacional. Quienes se desempeñan en su interior deben tener contrato, trabajar durante las horas especificadas, gozar del derecho al descanso dominical. En resumen: hay que cumplir la legislación laboral chilena. No porque corresponda a una zona internacional, libre de impuestos, puede vulnerarse dicha normativa.



Por ello, solicito a la Dirección del Trabajo que efectúe la evaluación correspondiente de un conjunto de denuncias vinculadas con graves incumplimientos laborales. En particular, que se realice una fiscalización más efectiva al interior de la ZOFRI, porque los trabajadores se sienten abandonados en sus derechos y avasallados por empleadores que proceden a su despido cuando reclaman. 



Si hay contrato diario tiene que haber un régimen laboral claro y expedito. Ellos no reclaman por la mucha pega existente, pues son buenos para el trabajo, sino por un trato digno, y la aplicación de la legislación laboral nacional, a fin de estar protegidos.



Eso se lo hemos solicitado a la ZOFRI. 



Al igual que las empresas públicas, como CODELCO y ENAP -entre otras-, la ZOFRI tiene la capacidad para exigirles a sus subcontratistas el cumplimiento de una normativa básica. Así lo ha hecho ENAP.



Las empresas públicas han de tomar los debidos resguardos con los subcontratistas que laboran en las faenas al interior de ellas. Y, en este caso, la ZOFRI debe hacerlo. Yo espero que así sea, porque existe plena voluntad para ello. Además, hay que privilegiar el diálogo entre quienes operan al interior de la Zona Franca.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

ESTRATEGIA DE DESARROLLO REGIONAL EN TORNO A ZONA FRANCA DE IQUIQUE. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, por otra parte, solicito oficiar al gobierno regional de Iquique pidiendo un informe detallado de la estrategia de desarrollo regional en torno a la ZOFRI, porque probablemente se verá alterada profundamente por las restricciones de acceso al mercado boliviano, medida que puede extenderse a otros productos.



Asimismo, solicito a la Cancillería y al Ministerio de Relaciones Exteriores una evaluación del intercambio comercial con Bolivia y las proyecciones del Banco Central producto de estas restricciones, a fin de contar con parámetros y antecedentes que nos permitan tomar medidas con anticipación. Si habrá restricciones que significarán desempleo en Iquique y en Arica, queremos saberlo con tiempo, porque las medidas deben ser adoptadas con mucha antelación para evitar los impactos económicos.



Arica e Iquique dependen mucho económicamente de Bolivia. El intercambio comercial de Iquique con ese país llega a 25 por ciento, y en el caso de Arica, supera el 50 por ciento. Necesitamos una buena y sana convivencia tanto con Perú como con Bolivia. Y ese es un esfuerzo geopolítico que el Gobierno debiera hacer permanentemente.



Pido también a la Cancillería que informe acerca de las gestiones realizadas en Bolivia por una delegación nacional el pasado lunes 12 de enero, que buscaba revertir la fijación del decreto en cuestión y una salida para el problema de los camiones retenidos, que beneficiaría tanto a los compradores bolivianos como a los vendedores chilenos.



He tenido la posibilidad de conversar con los Senadores señores Gastón Cornejo y Antonio Peredo, ambos del Movimiento al Socialismo (MAS), y en ellos existe la mejor de las voluntades en tal sentido. Con el MAS boliviano nos unen temas muy profundos; somos colectividades parecidas, partidos hermanos. El Movimiento Amplio Socialista (MAS) de Chile cuenta con la directiva política más joven de América Latina: su presidente, Felipe Hasbún, tiene 27 años y el promedio de edad alcanza los 29. Sentimos mucho aprecio por el MAS de Bolivia que, incluso, logró la Presidencia de la República con Evo Morales. A eso aspiramos.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
SITUACIÓN DE MÉDICOS CHILENOS TITULADOS EN CUBA. OFICIO
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero que se oficie al Ministerio de Salud, recabando información sobre la situación de un grupo de diez médicos chilenos titulados en la Universidad Latinoamericana de Ciencias de la Salud de la República de Cuba, donde estudiaron gratuitamente la carrera, y que se desempeñan en diversos centros de atención primaria y consultorios dependientes de la Corporación Municipal de Valparaíso. 



Desde mediados de 2007 que prestan servicios en establecimientos de salud municipal con excelentes resultados, lo que se refleja en la evaluación satisfactoria de los consejos locales de salud, de los directores, de la población, de los pacientes, puesto que la formación integral de médicos de familia que recibieron en Cuba sustenta innegables avances en los tratamientos.



La visión que estos médicos obtuvieron gracias a su formación en Cuba y el ejercicio laboral en Chile les ha permitido potenciar sus competencias. Se han desempeñado en el programa cardiovascular, en salas ERA-IRA (enfermedades respiratorias), en salud mental, en control del niño sano y en atención al enfermo postrado. Han realizado una diversidad de trabajos por su especial formación en salud familiar. 



Actualmente, este grupo de galenos se encuentra abocado al proceso de revalidación de su título profesional para obtener reconocimiento en Chile de sus estudios de medicina. Hasta diciembre del año pasado, y durante la vigencia del DFL 153 de 1981, esta función la realizaba la Universidad de Chile. Y, actualmente, conforme a la ley N° 20.261, rige el Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina. 



Informalmente, a estos profesionales se les ha dicho que, por disposición del Seremi de Salud, señor Fernando Olmedo, se iba a poner fin a los cargos que servían.



Esta situación es muy grave, porque los médicos chilenos no quieren trabajar en los consultorios dado el bajo nivel de las remuneraciones. Y ellos quieren continuar laborando. 



En ese sentido, la posibilidad de que estos profesionales sigan prestando sus servicios pasa por que rindan el Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina, que les permitirá revalidar sus títulos.



La reflexión y la solicitud al Ministerio…

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Tenía el asignado al Comité Independientes.

El señor NARANJO.- Ya se completó.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- ¿Señor Secretario, le queda tiempo al señor Senador?

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- No, ya concluyó el que se le había dado.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- ¿Cuántos minutos necesita para completar su intervención?



El tiempo que le corresponde a su bancada terminó.

El señor NARANJO.- ¡Ya intervino en el turno de los Independientes!

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Señor Presidente, el Honorable señor Navarro puede continuar su intervención en el tiempo del Comité Mixto.

El señor NARANJO.- Pero antes viene el Comité Socialista.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Efectivamente, el siguiente turno corresponde al Comité Socialista. 



En consecuencia, tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

NORMATIVA LEGAL PARA MEJORAMIENTO DE SITUACIÓN DE

PRODUCTORES TRIGUEROS
El señor NARANJO.- Señor Presidente, he considerado pertinente, a raíz de la situación por la que atraviesan los productores de trigo, precisar algunas cosas, ya que pareciera ser que algunos, a veces tentados por oportunismos políticos o económicos, desconocen cómo funciona actualmente la economía en nuestro país. 



Ante todo, es bueno tener muy claro que el precio que se paga por el quintal de trigo se establece en la cadena trigo-harina-pan. Sin embargo -y esto es lo que llama poderosamente la atención-, tanto las empresas molineras como panificadoras se lavan las manos y deslindan absolutas responsabilidades esperando, como es lógico, que otros asuman las culpas. Porque en esta materia hay que ser muy explícito: se está pagando un precio muy bajo por el quintal de trigo por parte de la empresa molinera, no obstante que el valor del pan -como es de público conocimiento- no ha bajado si siquiera un peso. 



Ante tal situación sorprendente e inexplicable por parte de las empresas molineras y panificadoras, los productores de trigo abrumados por el precio del quintal -el cual no cubre los costos de producción, ya que sembraron con insumos altísimos y están cosechando con precios bajísimos-, en su desesperación, han golpeado las puertas del Ministerio de Agricultura para que COTRISA salga a comprar trigo, con la consiguiente intervención del mercado, y repunten los precios, lo que es justificable y comprensible. 


Frente a tal situación, pareciera que algunos han olvidado que dicha empresa es autónoma, y que, por tanto -esto es lo más importante de resaltar-, el precio con que ella puede salir a intervenir en los mercados se encuentra en relación a la banda de precios que hoy rige en nuestro país. Con todo, igual han solicitado su intervención. 



Entonces, señor Presidente, cabría preguntarse ¿a qué precio compraría COTRISA el trigo si saliera hoy día al mercado? 



Lo importante es que la respuesta a tal interrogante la dio el 13 de enero -es decir, ayer- la Presidenta del Directorio de COTRISA en la Comisión de Agricultura del Senado, donde señaló que el precio que podrían pagar sería de alrededor de 10 mil pesos por quintal de trigo. 



Es decir, para que quede súper claro, si COTRISA saliera hoy a comprar trigo, lo haría en peores condiciones que las actualmente ofrecidas por los molineros: 12 mil pesos por quintal. 



Ante la realidad que vive el trigo a raíz de la crisis internacional, y que en la temporada 2008-2009 -que recién comienza- lo más probable es que se hará extensiva al maíz, arroz y otros cereales, hay una sola respuesta, y es la que han dado otros países ante la situación que vivimos: más intervención del Estado. Y hay que hacerlo sin vergüenza. 



Reitero: ¡más intervención del Estado! 



Por consiguiente, ¡basta de engañar a los productores con soluciones oportunistas! Para este problema puntual, y para cualquiera que a futuro viva la agricultura, tenemos que crear las herramientas legales para que el Estado pueda intervenir en los mercados, siempre y cuando sea necesario para el bien del país. 



Nosotros, como Partido Socialista, estamos disponibles para hacerlo. Sin embargo, habría que preguntar si las fuerzas políticas de Derecha pensarán lo mismo.



También, señor Presidente, resulta necesario aprobar con urgencia el proyecto de ley que establece normas sobre la importación de mercancías al país, pues ellas dicen relación justamente con la eliminación de las bandas de precios, que con su existencia, de alguna manera, hoy impiden que COTRISA pueda intervenir los mercados de otra forma. 



Lamentablemente, el respaldo para tal iniciativa no ha sido total en el Senado. 



Digámoslo con claridad, hoy, para resolver el problema del trigo y evitar mayores pérdidas a los agricultores, se requiere pagar más de 20 mil pesos por quintal de trigo. 



Si COTRISA solo puede pagar 10 mil pesos por quintal de trigo, lo que habría que preguntarse es quién pagaría los otros 10 mil en caso de que interviniera el mercado. Actualmente, dicha comercializadora no tiene atribuciones legales para hacerlo. ¡No las tiene! 



Por consiguiente, yo por lo menos no tengo ningún problema que el dinero salga del bolsillo del Estado. Sin embargo, para eso se debe crear un instrumento legal que permita a COTRISA actuar en esos términos. 



Yo estoy disponible para legislar de inmediato al respecto. En cambio, no tengo la certeza de que piensen lo mismo aquellos que dicen       -entre comillas- apoyar a los trigueros. 



Con todo, igual considero importante señalar claramente lo anterior, porque hoy día se está generando una confusión al no ser explicado el problema con claridad a los productores trigueros. 



Reitero: si hoy día COTRISA saliera a los mercados estaría solo pagando 10 mil pesos por quintal de trigo, porque ese es el precio que debería pagar de acuerdo con la banda de precios, la cual establece, conforme a la normativa legal, que no podría ser superior a la cifra mencionada. 



Pero hoy día los productores de trigo, a fin de poder enfrentar la crisis, requieren que se les pague 20 mil pesos por quintal de trigo, y los molineros están pagando 12 ó 13 mil pesos. Entonces, si COTRISA puede pagar 10 mil pesos, ¿quién va a poner los 10 mil pesos faltantes? Repito que soy partidario de que el Estado los coloque. Sin embargo, con la legislación vigente en nuestro país, ello no es factible de realizar. 



Por lo tanto, si queremos verdaderamente salir en apoyo de los agricultores, lo que debemos hacer es legislar para permitir que COTRISA pueda intervenir los mercados de otra forma. 



He dicho. 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el turno del Partido Radical Social Demócrata, tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

EVENTUAL CONCERTACIÓN DE PRECIOS CONTRA

PRODUCTORES DE TRIGO NACIONALES. OFICIO
El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, si me llegara a faltar tiempo -cosa que no espero que ocurra- el Comité Socialista me cedió la parte restante del suyo, porque voy a tocar exactamente el mismo tema. 



El problema planteado por el Senador señor Naranjo fue examinado por la Comisión de Agricultura en una sesión efectuada ayer, a la cual asistieron organizaciones de pequeños, medianos y grandes agricultores; asociaciones de molineros tanto del centro como del sur del país; uno de los gremios panificadores; además de autoridades públicas, fundamentalmente la Ministra de Agricultura, el Director de INDAP, el Director de ODEPA y la Presidenta de COTRISA; y también algunos Diputados, que incluso pudieron intervenir. 



Quiero hacer presente que de las intervenciones escuchadas sacamos algunas conclusiones importantes. 



La primera de ellas -señalada por el Honorable señor Naranjo-, se refiere a que, efectivamente, COTRISA solo puede obrar de acuerdo a lo que contienen sus estatutos cuando el precio del trigo en el mercado perfora la banda de precios en su piso, es decir, cuando el precio del trigo es inferior al mínimo fijado por dicho mecanismo. De modo que para que tal comercializadora pueda actuar debería modificarse su actual objeto social. 



Tengo mis dudas de que tal enmienda pueda realizarse por vía legal al tratarse de una sociedad anónima. Pero a lo mejor es factible de realizar por medio de la junta extraordinaria de accionistas. En todo caso, se trata de una decisión política, porque, aproximadamente, el 97 por ciento de las acciones son de la CORFO, y el 3 por ciento restante, de privados. 



Entonces, ahí existe una dificultad política, porque para poder pagar los precios correspondientes habría de determinar un aumento de capital. 



Pero lo más grave, señor Presidente -por eso que he usado la hora de Incidentes, cosa que no es usual en mí-, es lo que sin ambages, sin el menor tapujo e impúdicamente el representante de la asociación de molineros del sur señaló: que estaban pagándoles a los agricultores nacionales mil pesos menos que por el quintal de trigo importado, justificándose en que tenían gastos de comercialización, de acopio y de financiamiento. Y detalló más o menos en qué consistían los gastos.



Las preguntas, que eran obvias, las hice yo en mi intervención: ¿Acaso el trigo importado no tiene gastos de comercialización? ¿Acaso lo que se utiliza como crédito bancario para comprar el trigo importado no constituye costo de financiamiento? ¿Acaso el acopio y el bodegaje del trigo extranjero no se paga y el del trigo nacional sí?



Señor Presidente, como lo dije anoche, queda clara la existencia de  una  operación de especulación. Lo que hicieron los molineros de Chile -no son más de 50- fue adquirir trigo durante el período previo a la cosecha con el fin de abastecerse y blindarse frente a una posible presión sobre los precios del producto nacional. Eso es especulación y, sin duda alguna, constituye una señal evidente de concertación de precios. Y hoy nos encontramos con que la Ministra de Agricultura solicitó a la Fiscalía Nacional Económica una investigación en cuanto a la relación de precios de la cadena trigo-molino y pan.



Los gremios de los panaderos demostraron que a ellos no les ha bajado el precio de la harina. Sin embargo, los gremios de los productores de trigo demostraron que a ellos les había bajado el precio de adquisición de dicho cereal.



¡Está claro dónde se encuentran el meollo y el nudo del asunto, de acuerdo a las propias declaraciones de los representantes de los distintos gremios! 



Pero nótese, señor Presidente -y por eso voy a solicitar que en el oficio que pediré enviar se transcriba mi intervención-, que quien declaró “Nosotros estamos pagando por el trigo nacional mil pesos menos que por el trigo importado” no fue un molinero: fue el representante de la Asociación de Molineros del Sur. Y “Nosotros estamos pagando” implica decir “Nosotros hemos tomado la determinación como grupo, como Asociación de Molineros del Sur”. O sea, “Hemos concertado precios para pagar mil pesos menos”. Y eso se halla expresamente sancionado en el DFL N° 1, ex DFL N° 211, de 1974.



En consecuencia, señor Presidente, he usado la hora de Incidentes para solicitarle que ordene remitir a la Fiscalía Nacional Económica copias íntegras tanto del audio de la sesión celebrada ayer por la Comisión de Agricultura como de esta intervención. Porque de las declaraciones formuladas por los propios molineros aparecen al menos indicios ciertos que dan lugar a sospechar concierto o determinación de precios en contra de los productores nacionales. En jerga económica, eso se denomina “oligopolio”.



Y esa concertación de precios está reconocida implícitamente incluso por el Ministerio de Agricultura, que dice: “En Santiago se pagan 15 mil pesos; en Chillán, alrededor de 13 mil 600”.



Tal concertación de precios es absolutamente ilícita e infracciona las normas de la libre competencia.



Por consiguiente, solicito enviar el oficio pertinente a la Fiscalía Nacional Económica, con inclusión del audio de la referida sesión de la Comisión de Agricultura -no pido remitir el acta porque sé que esta no recoge textualmente lo que expresan los oradores- y de esta intervención.



Gracias, señor Presidente.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Se remitirá el oficio solicitado, en nombre de Su Señoría, conforme al Reglamento.



En todo caso, señor Senador, le hago presente que para enviar el audio habrá que contar con autorización de la Comisión de Agricultura, la que por supuesto se pedirá.



A continuación tiene la palabra, por 8 minutos, el Honorable señor Navarro.

REBAJA DE IVA AL PAN. REITERACIÓN DE OFICIO
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, a propósito del debate duro sobre el problema de la harina, quiero pedir que se reitere un oficio al Ministerio de Hacienda, al cual este Senado, a través de un acuerdo, le solicitó la rebaja del IVA al pan.



Claramente, el pan, la leche, el agua potable son bienes de primera necesidad que en muchos lugares del mundo tienen IVA diferenciado. En Brasil, en Francia, etcétera, no hay un IVA único.



Los sectores que destinan parte importante de sus ingresos a adquirir pan -en especial, los grupos C3 y D, es decir, los de menores recursos- pueden llegar a gastar anualmente por ese concepto 130 mil pesos en promedio, lo cual tiene una incidencia muy fuerte en sus entradas. Esos grupos consumen 180 a 190 kilos de pan al año (casi el doble del ABC1). La gente humilde de nuestro país come mucho más pan. Por tanto, que alguien que gana 175 mil pesos pague el mismo IVA que una persona con ingresos superiores a los 3, 4 ó 5 millones no parece justo.



En vista de ello, solicito al Ministro de Hacienda que, en estos momentos de crisis social, reevalúe lo que este Senado y múltiples sectores le han pedido con respecto a un IVA diferenciado en el caso del pan.



Para cientos de miles de familias chilenas sería un gran alivio el poder dejar de pagar un impuesto que, además, resulta ridículo: mientras por un lado el Estado subsidia, por otro impone un gravamen al que otros países le dan carácter diferenciado.



--Se anuncia el envío del oficio pertinente, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
MEDIDAS GUBERNATIVAS PARA ESTÍMULO A 

EMPLEO Y CRECIMIENTO. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, valoro ampliamente las propuestas que la Presidenta Bachelet y el Ministro de Hacienda dieron a conocer para apoyar el crecimiento e incentivar el empleo.



Frente a ello, debo hacer una reflexión: el Gobierno empieza a encarar la crisis económica de manera seria y con gasto fiscal.



Sin embargo, no puedo dejar de expresar que puede haber una crítica por lo tardío de las medidas, que deberían haberse propuesto durante la discusión del Presupuesto para el año 2009. Entonces, las valoro, pero connotando que se perdió un tiempo muy valioso. 



Ahora, todos los vaticinios del Banco Central debieran hallarse en sintonía con tales elementos y, además, con una nueva baja de la tasa de interés en la próxima reunión del Instituto Emisor, que ojalá escuche los consejos del premio Nobel Paul Krugman, quien ha estado instando a los directores de los bancos centrales del mundo a no quedarse pegados en recetas antiguas y a adoptar nuevas formas de incidir en la economía, con propuestas monetarias más atrevidas.



De las medidas dadas a conocer por la Presidenta, considero altamente destacables los 700 millones de dólares en recursos para un plan masivo de inversión pública; la implementación de una nueva línea CORFO para pequeños empresarios (espero que la plata llegue a ellos); el pago de un bono especial de 40 mil pesos por carga familiar para beneficiarios del subsidio único familiar, familias del sistema Chile Solidario y receptores de asignación familiar (esta medida debe aplicarse con la mayor brevedad); la creación de un subsidio al trabajo a los efectos de incentivar el empleo formal para trabajadores de entre 18 y 24 años con sueldos bajos (¡bienvenida!); capitalización de CODELCO (espero que dicha Corporación la aproveche y rebaje costos, sin que ello signifique desmedro para los trabajadores del cobre).



Creo sinceramente que estamos enfrentando una crisis que requiere un esfuerzo mayor. Y para eso se necesita un compromiso mucho más fuerte del Gobierno.



Si en los próximos cuatro meses las consecuencias de la crisis avanzan y los efectos de las propuestas no son los esperados, habrá que implementar un nuevo paquete de medidas.



Chile, afortunadamente, posee reservas: 19 mil a 20 mil millones de dólares. Dinero hay. Entonces, es preciso estar atentos.



A mi juicio, algunos sectores deben ser ayudados de manera más significativa.



1) El grupo poblacional que más crudamente vive la crisis, constituido por los trabajadores y trabajadoras que han perdido su empleo durante los últimos 12 meses.



En este caso se precisa una ayuda con dos acciones inmediatas.



En primer lugar, para todos los cesantes, un bono de locomoción de al menos 41 mil 800 pesos mensuales -o sea, el equivalente a 5 pasajes de transporte diario-, para que durante los 22 días hábiles de cada mes puedan salir a buscar pega. Esta medida es clave y debe ser renovable por 6 meses mientras no se encuentre trabajo. Por cierto, ello apunta a motivar la búsqueda de empleo.



En segundo término, un bono de alimentación. Ciertamente, no se trata de que los municipios den canastas familiares. Si hay desocupación, un bono adicional al seguro de cesantía no debe bajar de los 30 mil pesos, que es lo que cuesta una canasta básica decente. 



2) El Estado debe hacerse responsable por obligar a todos los chilenos a estar adscritos a un sistema previsional que solo ha entregado pérdidas en los últimos 24 meses. La crisis ha golpeado a las AFP, que llevan 27 años operando en nuestro país. Algunos afiliados han perdido la mitad de su capital. Así, en este momento, 320 mil 768 personas de carne y hueso no puedan jubilar. Son hombres y mujeres mayores de 55 años de edad que se hallan en tales condiciones.



Hay que evaluar la vuelta al INP, a un INP que pueda acoger a dichos trabajadores para hacerlos pasar la crisis durante este período (uno o dos años).



Probablemente, no serán los 320 mil, porque estamos hablando de mujeres desde los 55 años y de hombres hasta los 65.



Hay estudios respecto a cómo ir en ayuda de mujeres de 58 ó 59 años de edad y de hombres de 61 (por trabajo pesado), 64 ó 65 que en este momento no pueden ni deben jubilar, pues si lo hacen el valor de su pensión será un tercio o 40 por ciento menor. Por eso, esa gente tiene que recibir atención primordial.


3) Se requiere un aporte extraordinario de 10 mil millones de pesos para las Regiones de Valparaíso, del Biobío, de La Araucanía y de Arica y Parinacota, donde la tasa de desempleo ha superado los dos dígitos. Estamos hablando de ciudades como Valparaíso, Viña del Mar, Talcahuano, Lota, Coronel, Angol, Temuco, entre otras.



Esa medida implicaría un gasto adicional de unos 62 millones de dólares. Pero lo considero justo y necesario, porque dichas Regiones están viviendo con mayor fuerza la demanda de empleo y la presión hacia los gobiernos regionales.



4) Por último, debe haber un compromiso del Gobierno con el seguro de cesantía.



Era de cinco meses. Se amplió a siete. Pero la verdad es que siete resulta insuficiente.



El promedio para la búsqueda de empleo, según el INE, es de siete meses. Pero ese -reitero- es el promedio. Claramente, el tiempo de búsqueda es mucho mayor. Hay gente que pasa un año y más en ese trajín.



Por lo tanto, el subsidio de cesantía no puede ser ni de cinco ni de once meses.



Aspiramos a que en este período de crisis el Ministerio de Hacienda establezca un subsidio de cesantía de al menos doce meses, de acuerdo, por cierto, a una tabla regresiva que va del 50 hasta el 20 por ciento de la remuneración durante un año de desempleo, de tal manera que exista un estímulo a la búsqueda de trabajo.



La medida señalada podría costarle al Estado 13 millones de dólares. El primer mes se entregaría el 50 por ciento para una remuneración con valor superior de 194 mil 500 pesos y valor inferior de 101 mil 138, hasta llegar a la más baja el último mes de seguro, con 20 por ciento para el valor superior de 72 mil 586 pesos y el inferior de 32 mil 400.



Se trata de cifras manejables. Tan solo recordemos que el Estado ha gastado millones de dólares en otras situaciones. Traigo a colación en particular la de las cárceles concesionadas, donde ha debido pagar millones de dólares debido a actuaciones negligentes que dieron lugar a proyectos deficientes.



Al respecto, señor Presidente, solicito que se oficie al señor Ministro de Hacienda y a la Central Unitaria de Trabajadores remitiéndoles copia de mi intervención.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
IMPROCEDENCIA DE PAGO DE MULTA A CONCESIONARIAS

DE CÁRCELES PRIVADAS. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido oficiar a los Ministerios de Obras Públicas, de Hacienda y de Justicia y a Gendarmería de Chile, porque nos hemos enterado de que, por concepto de multa, deberemos pagarles alrededor de 350 millones de pesos a las concesionarias de las cárceles privadas, a las que les estamos entregando 526 mil pesos mensuales por cada reo.



Escúcheme bien, señor Presidente: ¡526 mil pesos mensuales le cuesta al Estado un reo en una cárcel concesionada!



¡Y ahora nos dicen que, por haber sobrepoblación, deberemos pagar adicionalmente una multa de más de 350 millones de pesos!



Ese es un negocio extraordinario para las empresas que construyeron los penales -particularmente BESALCO- y para quienes los administran.



Quiero saber cómo se justifica aquel nuevo cobro y qué debe hacerse para no pagar multa en un sistema cuyo costo está claramente sobredimensionado.



He dicho.



¡Patagonia sin represas!



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el tiempo de la Unión Demócrata Independiente, nadie hará uso de la palabra.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:28.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESION 82ª, ORDINARIA, EN MARTES 6 DE ENERO DE 2.009



Presidencia del Vicepresidente de la Corporación, Honorable Senador señor Prokurica; del Titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y, en calidad de Presidente accidental, del Honorable Senador señor Horvath.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurre, asimismo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones septuagésima octava y septuagésima novena, ambas ordinarias, de 10 y 16 de diciembre de 2008, respectivamente, que no han sido observadas. 



Las actas de las sesiones octogésima y octogésima primera, ambas ordinarias, de 17 y 23 de diciembre de 2008, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira la urgencia que hizo presente respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 150 del Código del Trabajo, relativo al descanso semanal de las trabajadoras de casa particular (Boletín 5.310-13).



-- Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Seis del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, remite copia autorizada de la sentencia dictada en relación con el proyecto de ley que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria (Boletín N° 3.139-05).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con el segundo, remite copia autorizada de la sentencia recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulada en contra del artículo 2° de la ley N° 8.828.



-- Se toma conocimiento.



Con los cuatro siguientes, remite copia autorizada de los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados en contra de la segunda parte del inciso primero del artículo 171 del Código Sanitario; de los artículos 124 y 125 del Código de Minería y 8°, inciso quinto, de la ley N° 18.097, Orgánica Constitucional de Concesiones Mineras; del artículo 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, y del artículo 61 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.



-- Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, con el que da respuesta a dos oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Espina, referidos a reiterados delitos de los que han sido objeto agricultores y comerciantes en la comuna de Ercilla.



Del señor Ministro del Interior, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a un aporte económico al Club Aéreo de Coyhaique, para la adquisición de un avión cuadriplaza.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, con el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Girardi, respecto de la autorización del uso y detonación de explosivos en la zona del río Baker.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, referido a la situación de los funcionarios públicos que perciben bajos ingresos.



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, con el que contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Frei, acerca de los planteamientos de la Agrupación Comunal de ex Trabajadores del PEM y POJH de Lumaco.



Siete del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Allamand, respecto de la construcción del puente San Pedro, en Osorno.



Con el segundo, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre el estado del puente colgante Manchuria, en la comuna de Curacautín.



Con el tercero, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Larraín, referido a la vía rural conocida como “Rincón de Achibueno”, en la comuna de Longaví.



Con los cuatro siguientes, da respuesta a igual número de oficios expedidos en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativos a la reparación del puente Presidente Ibáñez; a la ejecución de obras que aseguren la conectividad e integración de la comuna de O’Higgins; a las obras de muelle y rampa en Seno Gala, y a la adopción de medidas para normalizar el tránsito entre Puyuhuapi y la bifurcación a Puerto Cisnes.



Tres de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido al mal estado del camino de acceso a Villa Los Andes, comuna de Angol, y a la pésima condición de los muros de contención de sus viviendas.



Con el segundo, responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, acerca de la posibilidad de disponer recursos que permitan mantener el Subsidio de Protección del Patrimonio Familiar.



Con el tercero, contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la condonación de las deudas habitacionales de los integrantes del Comité de Viviendas Habitacoop.



Del señor Ministro de Minería, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Romero, referido a un conjunto de propuestas de organizaciones mineras, tendientes a enfrentar la grave crisis que afecta al sector.



Dos de la señora Ministra de Bienes Nacionales, con los que contesta igual número de oficios expedidos en nombre del Honorable Senador señor Girardi, respecto de la aprobación de los proyectos hidroeléctricos “Palmar Correntoso”, al interior del Parque Nacional Puyehue, y “Central Chacayes”, al interior de la Reserva Nacional Río Los Cipreses.



Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido al proyecto de instalación de la central termoeléctrica a carbón Los Robles, e iniciativas asociadas, en el sector de la desembocadura del río Loanco, Región del Maule.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, acerca de la posibilidad de establecer una Avanzada Policial en la comuna de Olmué.



Dos de la señora Superintendenta de Pensiones:



Con el primero, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a la situación que afecta a don Juan Orlando Olate.



Con el segundo, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido al rol que ha cumplido la entidad que dirige durante la actual crisis económica mundial.



Del señor Presidente del Directorio de Televisión Nacional de Chile, con el que responde un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, respecto de la instalación de antenas transmisoras de la señal de TVN red Antofagasta en las comunas de Ollagüe, San Pedro de Atacama, Taltal y Tocopilla.



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de CORFO, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto de la implementación de un programa de reducción del visón.



De la señora Directora Regional subrogante de CONAMA de la Región de Coquimbo, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Girardi, relativo a la Adenda N° 2 del Proyecto Central Termoeléctrica Barrancones.



Del señor Jefe de Gabinete de la Presidencia de BancoEstado, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Frei, acerca de la situación que afecta a don Pedro Barrientos.



Del señor Gerente Regional de Aguas Araucanía S.A., con el que contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a la contaminación por aguas servidas que afecta a los vecinos de calle Nahuelco, comuna de Purén.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que exime a la construcción de establecimientos penitenciarios del permiso de la Dirección de Obras Municipales (Boletín N° 6.075-14).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, impidiendo descuentos indebidos en las remuneraciones de los trabajadores (Boletín N° 4.663-13).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06).


-- Quedan para Tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Ominami y Naranjo, con la que inician un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, con el fin de regular el cierre de las tarjetas de crédito (Boletín N° 6.330-03).



-- Pasa a la Comisión de Economía.



Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, con la que inicia un proyecto de ley que establece un precio fijo de venta para los productos farmacéuticos que componen el Formulario Nacional de Medicamentos (Boletín N° 6.331-11).



De los Honorables Senadores señores Naranjo y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.419, que regula actividades relacionadas con el tabaco, en lo relativo al expendio de tabaco cerca de establecimientos educacionales y a su consumo en restaurantes (Boletín N° 6.348-11).



-- Pasan a la Comisión de Salud.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1) Cambiar la denominación de la “Comisión Especial de Campos de Hielo Sur” por la de “Comisión Especial Campos de Hielo Patagónico Sur”.



2) Establecer el siguiente calendario de semanas regionales, que ha sido previamente concordado con la Honorable Cámara de Diputados, para el año en curso hasta enero de 2010.



- Marzo : Desde el lunes 23 al viernes 27.



- Abril
: Desde el lunes 20 al viernes 24.



- Mayo
: Desde el lunes 25 al viernes 29.



- Junio
: Desde el lunes 22 al viernes 26.



- Julio: Desde el lunes 20 al viernes 24.



-Agosto : Desde el lunes 24 al viernes 28.



-Septiembre  : Desde el lunes 21 al viernes 25.



-Octubre : Desde el lunes 19 al viernes 23.



-Noviembre : Desde el lunes 23 al viernes 27.



-Diciembre  : Desde el miércoles 23 de diciembre al viernes 1 de enero de 2010.



Habrá sesiones los días lunes 21 y martes 22 de diciembre. El día 9 del mismo mes no habrá sesiones.



-Enero 2010 : Desde el lunes 25 al viernes 29.

- - -



A continuación, el señor Presidente señala que se han recibido varios Mensajes de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante los cuales hace presente la urgencia para el despacho de diversos proyectos de ley, de los que se dará cuenta en la sesión ordinaria de mañana. 
________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Horvath, Romero y el ex Senador señor Viera-Gallo, que modifica los artículos 15 y 18 de la Carta Fundamental, con el objeto de consagrar el sufragio como un derecho de los ciudadanos y de su inscripción automática en los Registros Electorales, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento.


El señor Presidente anuncia que corresponde continuar con la discusión en particular del proyecto de reforma constitucional de la referencia, la cual quedó pendiente en la sesión 79ª, ordinaria, del día 16 de diciembre del año 2008.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, con el objeto de consagrar el sufragio como un derecho de los ciudadanos y de su inscripción automática en los Registros Electorales, correspondiente al Boletín N° 3.544-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Añade que la relación de este proyecto y demás antecedentes constan del acta precedentemente citada y agrega que se encuentran inscritos para hacer uso de la palabra, en este orden, los Honorables Senadores señores Núñez, Bianchi, Ávila, Coloma, Larraín, Novoa, Allamand, Arancibia, Letelier, Ruiz-Esquide, Sabag, Naranjo, Pizarro y Ominami.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente propone a la Sala que se abra la votación de esta iniciativa, efectuando solamente una votación.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Larraín, quien expresa que está de acuerdo con esta proposición, en la medida que cada señor Senador disponga de 15 minutos para fundamentar su voto.



Luego, el señor Presidente hace presente que existe una petición de clausura del debate formulada por el Honorable Senador señor Romero, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 142 del Reglamento del Senado.



En relación con esta solicitud, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Romero, Letelier, Coloma y Ominami.



Sometida a votación la proposición, es rechazada por 17 votos contra 9 y una abstención.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Ominami, Orpis, Pérez Varela y Ruiz-Esquide.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Alvear y los señores Ávila, Letelier, Núñez, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Vásquez.


Luego, el señor Presidente señala que, en consecuencia, cada señor Senador dispondrá de 15 minutos para hacer uso de la palabra y a continuación, se procederá a efectuar la votación de cada una de las enmiendas a la Constitución Política de la República propuestas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -



Continuando con la discusión de este proyecto de reforma constitucional, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Núñez, Bianchi, Ávila, Coloma, Larraín y Arancibia; al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Sabag, Naranjo, Pizarro y Ominami.

- - -



A continuación, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para que pase a presidir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Honorable Senador señor Horvath. 



Así se acuerda.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar y Longueira.



Luego de estas intervenciones, el Honorable Senador señor Zaldívar retoma la Presidencia.

- - -


A continuación, el señor Presidente señala que corresponde votar la modificación contenida en el número 1) del artículo único, mediante la cual se sustituye el inciso primero del artículo 15, por el siguiente: “Artículo 15. En las votaciones populares, el sufragio será personal, igualitario, secreto y voluntario.”.



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gazmuri, quien solicita que se le autorice a fundamentar el voto.



Sobre el particular, el señor Presidente señala que no corresponde hacer uso de la palabra en este momento para fundamentar el voto, y que sólo por deferencia hacia el señor Senador se le ha permitido hacerlo, toda vez que ya se dispuso del tiempo para tal cometido, de acuerdo al procedimiento que se acordó precedentemente.



Puesta en votación la modificación contenida en el número 1) del artículo único, es aprobada por 29 votos contra 7, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Vásquez y Zaldívar.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores  Gazmuri, Longueira, Muñoz Barra, Ominami, Orpis, Ruiz-Esquide y Sabag.


Seguidamente, el Honorable Senador señor Gazmuri deja constancia de su molestia por la negativa de la Mesa a concederle la palabra para fundamentar el voto.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente somete a votación la modificación contenida en la letra a) del número 2 del artículo único, mediante la cual se elimina, en el inciso primero, la coma (,) ubicada entre la conjunción copulativa “y” y la forma verbal “garantizará”, la que es aprobada por 34 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.
- - -



Posteriormente, el señor Presidente somete a votación la enmienda contenida en la letra b) del número 2) del artículo único, que intercala un inciso segundo nuevo al artículo 18 de la Constitución Política de la República que dispone que “La ley orgánica constitucional señalada en el inciso precedente contemplará, además, un sistema de registro electoral, bajo la dirección del Servicio Electoral, al que se incorporarán, por el solo ministerio de la ley, los ciudadanos que cumplan los requisitos establecidos en los artículos 13 y siguientes.”, la que es aprobada por  29 votos contra 6 y 2 abstenciones, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Coloma, Longueira, Orpis y Pérez Varela.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Chadwick y Larraín.



Finalmente, el señor Presidente corresponde poner en votación la disposición transitoria nueva que se agrega a la Constitución Política de la República, que señala que “Las reformas introducidas a los artículos 15 y 18 sobre voluntariedad del sufragio e incorporación al registro electoral, regirán al momento de entrar en vigencia las modificaciones que, para la debida aplicación de dichas reformas, resulte necesario introducir a las leyes respectivas.”.”.


El señor Secretario General añade que dicha disposición fue aprobada en la Comisión por tres votos favor, de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz Aburto, y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina.



Puesta en votación la disposición, es aprobada por 23 votos contra 12 y una abstención, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y los señores Ávila, Bianchi, Cantero, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Prokurica, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Espina, García, Larraín, Orpis, Pérez Varela, Romero y Ruiz-Esquide.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Longueira.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


“Artículo único.- Modifícase la Constitución Política de la República, en la siguiente forma:


1.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 15, por el siguiente:


“Artículo 15. En las votaciones populares, el sufragio será personal, igualitario, secreto y voluntario.”.


2.- Modifícase el artículo 18, de la manera que sigue:


a) Elimínase, en el inciso primero, la coma (,) ubicada entre la conjunción copulativa “y” y la forma verbal “garantizará”, y


b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“La ley orgánica constitucional señalada en el inciso precedente contemplará, además, un sistema de registro electoral, bajo la dirección del Servicio Electoral, al que se incorporarán, por el solo ministerio de la ley, los ciudadanos que cumplan los requisitos establecidos en los artículos 13 y siguientes.”. 

3.- Agrégase la siguiente disposición VIGÉSIMOTERCERA transitoria, nueva:


“VIGÉSIMOTERCERA. Las reformas introducidas a los artículos 15 y 18 sobre voluntariedad del sufragio e incorporación al registro electoral, regirán al momento de entrar en vigencia las modificaciones que, para la debida aplicación de dichas reformas, resulte necesario introducir a las leyes respectivas.”.”.

______________

PETICIONES DE OFICIOS 



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que se indican a continuación, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Coloma al señor Ministro de Obras Públicas, requiriendo información en relación con la notificación de las expropiaciones que afectan a los vecinos del sector “Quesería”, de la comuna de Pelarco, VII Región.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A Su Excelencia la Presidenta de la República y al señor Subsecretario de Deportes, solicitando adoptar las medidas necesarias para dotar a la XI Región de un estadio regional con infraestructura adecuada para la realización de deportes en similares condiciones a las demás Regiones del país.



2) A los señores Ministros de Hacienda y de Obras Públicas, requiriendo disponer las medidas necesarias para realizar los ajustes de caja que permitan liquidar los estados de pago en la XI Región.



- Del Honorable Senador señor Romero al señor General Director de Carabineros de Chile, solicitando estudiar la posibilidad de entregar en comodato el inmueble institucional ubicado en la localidad de Placilla de Ligua, comuna de la Ligua, a fin de ser destinado a un hogar de ancianos.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESION 83ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 7 DE ENERO DE 2.009



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Prokurica.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurre, asimismo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de la sesiones octogésima y octogésima primera, ambas ordinarias, de 17 y 23 de diciembre de 2008, respectivamente, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensajes



Treinta y cuatro de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los catorce primeros, hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06).


2.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Girardi y Gómez, que interpreta el artículo 93 del Código Penal, excluyendo de la extinción de la responsabilidad penal, por amnistía, indulto o prescripción, a los crímenes y simples delitos que constituyen genocidio, crímenes de lesa humanidad y de guerra, contemplados en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes (Boletín N° 5.918-07).



3.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de gobierno y administración regional (Boletín N° 3.436-07).



4.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Tratado de Libre Comercio entre los Gobiernos de la República de Chile y de Australia (Boletín N° 6.220-10).


5.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, adoptado en San Salvador, el 17 de noviembre de 1988 y suscrito por Chile el 5 de junio de 2001 (Boletín N° 4.087-10).



6.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (Boletín N° 4.716-07).


7.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletín N° 5.522-07).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones en el Código Penal, en la regulación de ciertos delitos contra la Administración Pública (Boletín N° 5.725-07).



9.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, sobre pueblos indígenas (Boletín N° 4.069-07).



10.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena (Boletín N° 5.324-07).



11.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la Ley General de Educación (Boletín N° 4.970-04).


12.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 150 del Código del Trabajo, relativo al descanso semanal de las trabajadoras de casa particular (Boletín 5.310-13).



13.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



14.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la aprobación de un signo distintivo adicional para la Cruz Roja Internacional (Boletín N° 5.985-10).



Con los veinte restantes, hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que modifica el Código de Justicia Militar, alterando la competencia de los Tribunales Militares y suprimiendo la pena de muerte (Boletín N° 5.159-07).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regulariza la construcción de bienes urbanos sin recepción definitiva destinados a equipamiento de deporte y salud (Boletín Nº 4.304-14).



3.- Proyecto de ley que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República (Boletín Nº 3.937-06).



4.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (Boletín N° 3.815-07).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud (Boletín N° 4.398-11).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de permitir sufragar a los ciudadanos chilenos residentes en el extranjero en la elección del Presidente de la República (Boletín N° 268-07).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (Boletín N° 4.234-03).



9.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros (Boletín N° 5.407-05).


10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incorpora, a la ley N° 20.063, el combustible gas natural licuado y modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1978, del Ministerio de Minería (Boletín N° 6.088-05).


11.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (Boletín N° 5.012-03).



12.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (Boletín N° 5.083-04).


13.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (Boletín N° 3.875-11).



14.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de planificación urbana (Boletín N° 5.719-14).


15.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 4.808, sobre Registro Civil, estableciendo que el apellido de la madre anteceda al del padre (Boletines números 3.810-18 y 4.149-18, refundidos).


16.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, resguardando el derecho a la igualdad en las remuneraciones (Boletín Nº 4.356-13).



17.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02).



18.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.455, sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes, bebidas alcohólicas y vinagres, para adecuar sus disposiciones a compromisos internacionales adquiridos por Chile y perfeccionar sus mecanismos de fiscalización (Boletín N° 5.013-11).



19.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona el acoso sexual de menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil (Boletín N° 5.837-07).



20.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre comercio ilegal (Boletín N° 5.069-03).


-- Se tiene presente las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Del señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a la situación que afecta a don José Ramírez.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto de la creación de una beca especial de estudios para la XI Región.



Dos de la señora Ministra de Educación:



Con el primero, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a las denuncias sobre acoso al interior de los establecimientos educacionales de la VIII Región.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido al estado financiero del Departamento Administrativo de Educación Municipal de la comuna de San Pablo.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, con el que contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la necesidad de contar con una política integral respecto del territorio antártico chileno.



Del señor Director del Instituto de Normalización Previsional, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a la situación que afecta a don Camilo Alarcón.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, respecto de las circunstancias expuestas por la familia de don José Luis Soto.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, acerca de los delitos de robo en Chaitén.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Girardi y Gómez, que interpreta el artículo 93 del Código Penal, excluyendo de la extinción de la responsabilidad penal, por amnistía, indulto o prescripción, a los crímenes y simples delitos que constituyen genocidio, crímenes de lesa humanidad y de guerra, contemplados en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes (Boletín N° 5.918-07) (con urgencia calificada de “suma”).



-- Queda para Tabla.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath, Núñez, Prokurica y Orpis, con la que inician un proyecto de ley que incorpora a las Municipalidades y a los Cuerpos de Bomberos entre las instituciones exentas del impuesto a las ventas y servicios.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el número 1° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Allamand, Arancibia, Coloma, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Ominami, Pérez Varela y Vásquez, relativo a promover el cese al fuego en la Franja de Gaza y a estimular diversas acciones que terminen con la muerte de civiles de las partes en conflicto y que permitan alcanzar un acuerdo de paz definitivo (Boletín N° S 1.138-12).



En relación con este proyecto de acuerdo, el señor Presidente señala que correspondería pasarlo a la Comisión de Relaciones Exteriores, a menos que la Sala acordara que se votara en esta sesión, dado la gravedad y urgencia de los hechos a los cuales se refiere.


Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Sabag y Muñoz Barra.



Así se acuerda, ubicándolo en el primer lugar del Tiempo de Votaciones de esta sesión.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Bianchi, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para dirigir oficio a Su Excelencia la Presidenta de la República, a fin de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que contemple las ideas contenidas en la Moción que presentara para incorporar a las Municipalidades y a los Cuerpos de Bomberos entre las instituciones exentas del impuesto a las ventas y servicios, la que fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva de la señora Jefe de Estado.


Así se acuerda.

_____________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que regulariza la construcción de bienes urbanos sin recepción definitiva destinados a equipamiento de deporte y salud, con segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo 

e informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General subrogante informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regulariza la construcción de bienes urbanos sin recepción definitiva destinados a equipamiento de deporte y salud, correspondiente al Boletín N° 4.304-14, y para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Agrega que la Comisión de Vivienda y Urbanismo, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:



1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: 5°.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1, 9 y 13.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números: 3 letra a), 4, 6 y 14.



4.- Indicaciones rechazadas: números 2, 3 letra b), 5, 7, 8, 10, 11 y 12.



5.- Indicaciones retiradas: no hay.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.



El señor Secretario General subrogante añade que esa Comisión propone aprobar el texto despachado en general con las siguientes enmiendas:

Artículo 1º


Reemplazarlo por el siguiente


“Artículo 1º.- Los organismos del Estado y las organizaciones comunitarias y deportivas, a que se refieren las leyes números 19.418 y 19.712, respectivamente, que sean propietarios de bienes raíces individualizados en el artículo 2º, que hayan construido con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción definitiva podrán, dentro del plazo de cinco años, regularizar su situación, de acuerdo a las normas de edificación y al procedimiento simplificado que se señala más adelante.”.
Artículo 2º

Inciso primero


Sustituir su encabezado por el siguiente:


“Artículo 2º.- Podrán acogerse a esta ley las construcciones anteriores al 31 de diciembre de 2005, que no se encuentren emplazadas en áreas de riesgo o en áreas con declaratoria de utilidad pública, siempre que al momento de ingreso de la solicitud de regularización no hubiere reclamación escrita por incumplimiento de normas urbanísticas ante la Dirección de Obras Municipales, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo o los Juzgados de Policía Local respectivos, y sólo cuando estén destinadas a los siguientes usos:”.
Número 1


Reemplazar “Deporte” por “deporte”.

Número 2


Sustituir “Salud” por “salud”.

Inciso segundo


Sustituir la frase final “y cumplan con el procedimiento establecido en el inciso segundo y tercero del artículo 121º de la Ley General de Urbanismo y Construcciones” por “y cumpla con el procedimiento establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 121 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones”.
Artículo 3º


Reemplazar su encabezamiento por el siguiente:


“Artículo 3°.- Para su regularización, las construcciones deberán cumplir con las normas sanitarias dictadas por el Ministerio de Salud, de conformidad con las disposiciones del Código Sanitario y del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1989, del Ministerio de Salud, y con las normas de seguridad contra incendio, de evacuación y de estabilidad estructural establecidas en la presente ley, en la forma que a continuación se indica:".

Número 1

Letra a)


Sustituir “Equipamiento que contemple una carga de ocupación de hasta 250 personas en un piso:” por “Equipamiento en construcciones de un solo piso que contemple una carga de ocupación de hasta 250 personas:”.
Letra b)


Reemplazar el guarismo “1000” por “500”.

Letra c)


Sustituir “1000” por “500”.

Número 2

Letra a)


Reemplazar “Consultorios de un piso, policlínicos y postas:” por “Consultorios, policlínicos y postas de un solo piso:”.
Letra c)


Sustituirla por la siguiente:


“c) Equipamientos que contemplan hospitalización, excluyendo unidades de cuidado intensivo: deberán cumplir con las exigencias señaladas en la letra b) precedente y, además, el estudio de seguridad contra incendio deberá incluir un sistema automático de alumbrado de emergencia, independiente de la red pública para los efectos de iluminar las vías de escape, las cuales deberán cumplir con las normas técnicas sobre elementos de protección y combate contra incendio dispuestas en el artículo 4.3.2. y con las disposiciones de los artículos 4.2.16. y 4.3.7., todos de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.”.

Letra d)


Reemplazarla por la que se indica a continuación:


“d) Equipamiento que contemplan hospitalización, incluyendo unidades de cuidado intensivo: deberán cumplir con las exigencias señaladas en las letras b) y c) precedentes, y contemplar para las unidades de cuidado intensivo la división de esta área con respecto a otros recintos mediante muros y puertas de una resistencia al fuego de F-60 o superior. Además, dicha área deberá tener acceso a un pasillo o recinto protegido contra el fuego mediante elementos con una resistencia al fuego mínima de F-60.”.
Artículo 4°


En su encabezamiento, sustituir “dirección de obras  municipales” por “Dirección de Obras Municipales”.


En su letra c), reemplazar “director de obras municipales” por “Director de Obras Municipales”.

Artículo 6°


En el inciso primero, sustituir “direcciones de obras municipales” por “Direcciones de Obras Municipales”.


Reemplazar su inciso segundo por el que se indica a continuación:


“En lo referido a la aplicación de esta ley, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.”.
Artículo 7°


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 7º.- Las municipalidades podrán desarrollar programas de regularización conforme a esta ley, pudiendo contemplarse en ellos la prestación de servicios de asistencia técnica a quienes lo requieran.”.

Artículo 8°


Sustituir “director de obras municipales” por “Director de Obras Municipales”.

Artículo 9°


Reemplazar “62°” por “62”.

Artículo 10


En su inciso primero, sustituir “130°” por “130”.


En su inciso segundo, reemplazar “director de obras municipales” por “Director de Obras Municipales”.

Artículo 11


Sustituirlo por el que indica a continuación:


"Artículo 11.- Los profesionales a que se refiere esta ley, son aquellos señalados como tales en la Ley General de Urbanismo y Construcciones.".


El señor Secretario General subrogante añade que la Comisión de Hacienda, por su parte, y en complemento de lo señalado por la Comisión de Vivienda y Urbanismo, deja constancia, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, de lo siguiente:



1.- Artículos que fueron objeto de indicaciones o modificaciones: no hay.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números: no hay.


4.- Indicaciones rechazadas: no hay.


5.- Indicaciones retiradas: no hay.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.



Añade que dicha Comisión se pronunció sólo respecto del artículo 10 del proyecto, el que fue aprobado en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, declara aprobado el artículo 5° del proyecto, el cual no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones.

- - -



A continuación, el señor Secretario General subrogante señala que todas las enmiendas precedentemente transcritas fueron aprobadas por unanimidad en la Comisión de Vivienda y Urbanismo, por lo que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada. 



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores  Naranjo y Horvath.



Al hacer uso de la palabra, el Honorable Senador señor Horvath solicita al señor Presidente que recabe el acuerdo de la Sala para efectuar una enmienda al número 1) del artículo 2°, que dice “equipamientos de deporte” y señala algunos, como “gimnasios, multicanchas, canchas, piscinas cubiertas y descubiertas, pistas”, para agregar, explícitamente, a las medialunas, toda vez que, particularmente en el sur del país, una gran cantidad de esos recintos deportivos están en sectores urbanos.



Así se acuerda.



Puestas en votación las enmiendas, con la corrección señalada, son aprobadas por 18 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y los señores Ávila, Bianchi, Chadwick, Espina, García, Horvath, Kuschel, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de ley despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Los organismos del Estado y las organizaciones comunitarias y deportivas, a que se refieren las leyes números 19.418 y 19.712, respectivamente, que sean propietarios de bienes raíces individualizados en el artículo 2º, que hayan construido con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción definitiva podrán, dentro del plazo de cinco años, regularizar su situación, de acuerdo a las normas de edificación y al procedimiento simplificado que se señala más adelante.

Artículo 2º.- Podrán acogerse a esta ley las construcciones anteriores al 31 de diciembre de 2005, que no se encuentren emplazadas en áreas de riesgo o en áreas con declaratoria de utilidad pública, siempre que al momento de ingreso de la solicitud de regularización no hubiere reclamación escrita por incumplimiento de normas urbanísticas ante la Dirección de Obras Municipales, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo o los Juzgados de Policía Local respectivos, y sólo cuando estén destinadas a los siguientes usos:

1.- A equipamiento de deporte en establecimientos destinados a estadios, centros y clubes deportivos, gimnasios, multicanchas, canchas, medialunas, piscinas cubiertas y descubiertas, pistas y otras semejantes.


2.- A equipamiento de salud en establecimientos destinados a hospitales, clínicas, policlínicos, consultorios, postas u otras semejantes.


No obstante lo señalado en el inciso primero, las construcciones que estuvieren afectadas por declaratoria de utilidad pública, podrán acogerse a esta ley siempre que el propietario del inmueble renuncie por escritura pública a toda indemnización o pago de las construcciones emplazadas en dichas áreas cuando posteriormente se lleve a cabo la expropiación y cumpla con el procedimiento establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 121 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Con todo, la renuncia estará vigente conforme a los plazos de  caducidad que establece la Ley General de Urbanismo y Construcciones y ésta quedará sin efecto de pleno derecho una vez vencidos dichos plazos si no se perfecciona la expropiación respectiva. Sin perjuicio de lo anterior, si cesare la declaratoria de utilidad pública el renunciante podrá solicitar al Director de Obras Municipales la certificación respectiva para los efectos legales correspondientes. 


Artículo 3°.- Para su regularización, las construcciones deberán cumplir con las normas sanitarias dictadas por el Ministerio de Salud, de conformidad con las disposiciones del Código Sanitario y del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 1990, y con las normas de seguridad contra incendio, de evacuación y de estabilidad estructural establecidas en la presente ley, en la forma que a continuación se indica:

1. Equipamiento de deporte: 


a) Equipamiento en construcciones de un solo piso que contemple una carga de ocupación de hasta 250 personas: deberán adjuntar un plano simple suscrito por un profesional competente y un Estudio de señalizaciones de seguridad, suscrito por un profesional especialista.


b) Equipamiento que contemple una carga de ocupación superior a 250 personas y de hasta 500: deberán adjuntar un informe de estabilidad estructural suscrito por un profesional competente y un estudio de señalizaciones de seguridad, suscrito por un profesional especialista.


c) Equipamiento que contemple una carga de ocupación sobre 500 personas: seguridad contra incendio que incluya, además, las medidas de evacuación, control de accesos y deberán cumplir las exigencias establecidas en la letra b) precedente y, además, el estudio de seguridad contra incendios deberá incluir un sistema automático de alumbrado de emergencia, independiente de la red pública para los efectos de iluminar las vías de escape y cumplir con las normas técnicas sobre elementos de protección y combate contra incendio dispuestas en el artículo 4.3.2. de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


Estos equipamientos deberán cumplir, cuando corresponda, con las disposiciones del artículo 4.8.2. Nº 3, letra a), y del artículo 4.8.4., ambos de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


2. Equipamiento de salud:


a) Consultorios, policlínicos y postas de un solo piso: deberán adjuntar un plano simple suscrito por un profesional competente y un estudio de señalizaciones de seguridad, suscrito por un profesional especialista.


b) Equipamiento que no contemplan hospitalización: deberán adjuntar un informe de estabilidad estructural suscrito por un profesional competente y un estudio de seguridad contra incendio que incluya, además, las medidas de evacuación, control de accesos y señalizaciones de seguridad suscrito por un profesional especialista.


c) Equipamientos que contemplan hospitalización, excluyendo unidades de cuidado intensivo: deberán cumplir con las exigencias señaladas en la letra b) precedente y, además, el estudio de seguridad contra incendio deberá incluir un sistema automático de alumbrado de emergencia, independiente de la red pública para los efectos de iluminar las vías de escape, las cuales deberán cumplir con las normas técnicas sobre elementos de protección y combate contra incendio dispuestas en el artículo 4.3.2. y con las disposiciones de los artículos 4.2.16. y 4.3.7., todos de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

d) Equipamiento que contemplan hospitalización, incluyendo unidades de cuidado intensivo: deberán cumplir con las exigencias señaladas en las letras b) y c) precedentes, y contemplar para las unidades de cuidado intensivo la división de esta área con respecto a otros recintos mediante muros y puertas de una resistencia al fuego de F-60 o superior. Además, dicha área deberá tener acceso a un pasillo o recinto protegido contra el fuego mediante elementos con una resistencia al fuego mínima de F-60.


Artículo 4º.- Para los efectos de obtener el certificado de regularización, los interesados deberán presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva una solicitud acompañada de los siguientes documentos:


a) Croquis de ubicación a escala 1:500.


b) Plano de emplazamiento.


c) Planos de arquitectura elaborados por un profesional competente a escala 1:50, salvo que el Director de Obras Municipales autorice una escala distinta.


d) Cuadro de superficies edificadas.


e) Especificaciones técnicas resumidas: luz, agua, gas y alcantarillado.


f) Presupuesto de la obra.


g) Los antecedentes que se señalan en el artículo 3º  de la presente ley, según corresponda.


Artículo 5º.- Las remisiones a las disposiciones de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones que se realizan en el artículo 3º de esta ley, se entenderán efectuadas al texto vigente de aquélla al momento de publicarse la presente ley.


Artículo 6º.- Las Direcciones de Obras Municipales con el solo mérito de los antecedentes presentados, y acreditado el pago de los derechos municipales o la celebración de convenios de pago procederán, dentro del plazo de ciento ochenta días a contar de la fecha de presentación de la totalidad de los antecedentes exigidos por esta ley, a otorgar, si procediere, el correspondiente certificado de regularización.


En lo referido a la aplicación de esta ley, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.


Artículo 7º.- Las municipalidades podrán desarrollar programas de regularización conforme a esta ley, pudiendo contemplarse en ellos la prestación de servicios de asistencia técnica a quienes lo requieran.


Artículo 8º.- Para los efectos de esta ley se entiende por regularización el acto administrativo del Director de Obras Municipales por el cual se otorga simultáneamente el permiso de edificación y la recepción final de la construcción.


Artículo 9º.- Los municipios que en conformidad a esta ley regularicen las construcciones deberán otorgar las patentes correspondientes. En todo caso, dichas patentes quedarán sujetas a lo dispuesto en el artículo 62 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. 


Artículo 10.- Los derechos municipales que menciona el artículo 6° serán aquéllos a que se refiere el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en un porcentaje de hasta el cincuenta por ciento que será determinado para cada regularización.


Facúltese al Director de Obras Municipales para otorgar facilidades para el pago de los derechos municipales, pudiendo establecerse cuotas bimestrales o trimestrales, reajustables según el índice de precios al consumidor hasta por un plazo no superior a dieciocho meses, contado desde la fecha en que se celebre el respectivo convenio.


Artículo 11.- Los profesionales a que se refiere esta ley, son aquellos señalados como tales en la Ley General de Urbanismo y Construcciones.".
- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, quien solicita que se recabe el acuerdo unánime de la Sala para alterar el Orden del Día de esta sesión, en el sentido de que el proyecto de ley iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que establece normas sobre la actividad de lobby, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, correspondiente al Boletín N° 6.189-06, que figura en el último lugar, sea discutido a continuación.



La Sala no da su acuerdo, por oposición de los Honorables Senadores señores Pérez Varela y Orpis.
________________

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Barbados, sobre exención de visas para titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales, con informe de la Comisión de Relaciones 

Exteriores


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General subrogante informa que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Barbados, sobre exención de visas para titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales, correspondiente al Boletín N° 5.758-10.



Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular a la vez, por ser de aquéllos de artículo único, y considerando que este acuerdo es similar a otros suscritos por nuestro país y que representa una señal de confianza entre ambas naciones, lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores  Gazmuri, Larraín, Muñoz Barra y Romero, en los mismos términos como lo despachó la Honorable Cámara de Diputados.

- - -



En discusión en general y particular a la vez el proyecto, ofrecido el uso de la palabra, ningún señor Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y particular el proyecto de acuerdo, es aprobado por 18 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, García, Horvath, Larraín, Letelier, Muñoz Barra, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero y Sabag.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno  de la República de Chile y el Gobierno de Barbados sobre Exención de Visas para  Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales”, suscrito en Santiago, el 7 de noviembre de 2005.".

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que establece normas sobre importación de mercancías al país, con informe de 

la Comisión de Agricultura.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General subrogante informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas sobre importación de mercancías al país, correspondiente al Boletín N° 5.343-01.



Agrega que la Comisión de Agricultura discutió este proyecto en general y en particular, de conformidad a la autorización concedida para obrar de esta manera por la Sala, en sesión 47ª, ordinaria, de 2 de septiembre de 2008,  y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Allamand, Espina, Larraín y Naranjo.


El señor Secretario General subrogante añade que en cuanto a la discusión en particular, la Comisión aprobó en forma unánime, en los mismos términos que lo hizo  la Cámara de Diputados, el artículo 1° y rechazó el artículo 2° por tres votos, de los Senadores señores Allamand, Espina y Larraín y uno a favor del Senador señor Naranjo. 


Finalmente, hace presente que esta iniciativa en su discusión en particular debe ser analizada por la Comisión de Hacienda.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín, Espina, García, Romero, Vásquez, Naranjo, Sabag y Kuschel.



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de ley, es aprobado por 23 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag y Vásquez. 



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 12 de enero del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Sustitúyese el artículo 10 de la ley N° 18.525, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado lo fija el decreto con fuerza de ley N° 31, de 2005, del Ministerio Hacienda, por el siguiente:

“Artículo 10.-  Establécense derechos específicos en dólares de los Estados Unidos de América por unidad arancelaria y rebajas a las sumas que corresponda pagar por derechos ad valórem del Arancel Aduanero que podrán afectar la importación de azúcar y derechos específicos en dólares de los Estados Unidos de América por unidad arancelaria que afectarán a las importaciones de trigo y harina de trigo, en la forma prevista en este artículo.

En el caso de la importación de azúcar, el monto de tales derechos y rebajas será fijado en la forma establecida en este artículo por el Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, doce veces por cada período anual comprendido entre el 1 de diciembre y el 30 de noviembre del año siguiente, en términos que, aplicados a los niveles de precios que alcance en los mercados internacionales, permitan dar estabilidad al mercado nacional.

Para la determinación de los derechos y rebajas a la importación de azúcar hasta el período anual que finaliza el año 2007, se considerarán los valores piso y techo utilizados en la elaboración del decreto exento del Ministerio de Hacienda Nº 268, publicado en el Diario Oficial con fecha 16 de mayo de 2002, expresados en términos FOB en dólares de los Estados Unidos de América por tonelada.  Deberán establecerse, por una parte, derechos específicos cuando el precio de referencia sea inferior al valor piso de 310 dólares, y, por la otra, rebajas a las sumas que corresponda pagar por derechos ad valórem del Arancel Aduanero, cuando el precio de referencia sea superior al valor techo de 339 dólares.

Para la determinación de los derechos y rebajas a la importación de azúcar desde el período anual que finaliza el año 2008 y hasta el año 2014, los valores piso y techo establecidos en el inciso anterior, se ajustarán anualmente multiplicando los valores vigentes en el período anual anterior por el factor 0,980 hasta el año 2011 y por el factor 0,940 a partir del período anual que finaliza el año 2012.

Los derechos y rebajas aplicables a la importación de azúcar, corresponderán a la diferencia entre los valores piso o techo determinados en los incisos precedentes y un precio de referencia FOB, multiplicado por el factor uno (1) más el arancel ad valórem general vigente.  El precio de referencia FOB estará constituido por el promedio de los precios internacionales diarios del azúcar refinada y del azúcar cruda, registrados en los mercados de mayor relevancia durante un período de un mes calendario contado desde la fecha que para cada decreto fije el reglamento.

Los derechos y rebajas que se determinen para el azúcar refinada se aplicarán a las mercancías cuyas características cumplan con los requisitos de los grados 1 y 2 de la Norma Chilena Oficial NCh 1242 del Instituto Nacional de Normalización.  En el caso de las demás importaciones de azúcar refinada, al precio de referencia determinado de conformidad al inciso precedente, se le restará el monto correspondiente al 60% del valor de la prima de refinación vigente, la que corresponderá a la diferencia entre los precios de referencia calculados para el azúcar refinada y el azúcar cruda.

Los derechos y rebajas aplicables determinados para cada operación de importación de azúcar, serán los vigentes a la fecha del manifiesto de carga del vehículo que transporte las correspondientes mercancías.

El Presidente de la República, mediante un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda y suscrito, además, por el Ministro de Agricultura, establecerá, en conformidad a lo señalado en este artículo, las épocas de dictación y los períodos de aplicación de derechos específicos y rebajas al arancel para el azúcar.  Asimismo, establecerá los mercados de mayor relevancia, los procedimientos y fechas para el cálculo de los precios de referencia y otros factores metodológicos que sean necesarios.

En el caso de la importación de trigo y harina de trigo, clasificadas en las posiciones arancelarias 1001.9000 y 1101.0000 respectivamente, establécese un derecho específico de 30 dólares de los Estados Unidos de América por tonelada para el trigo y de 47 dólares de los Estados Unidos por tonelada para la harina de trigo.

El año 2014 el Presidente de la República evaluará las modalidades y condiciones de aplicación de este artículo, considerando las circunstancias de los mercados internacionales, las necesidades de los sectores industriales, productivos y de los consumidores, así como las obligaciones comerciales de nuestro país vigentes a esa fecha.

Los derechos que resulten de la aplicación de este artículo, sumados al derecho ad valórem, no podrán sobrepasar el nivel del arancel tipo consolidado por Chile ante la Organización Mundial del Comercio, considerando cada operación de importación individualmente y teniendo como base de cálculo el valor CIF de las mercancías comprendidas en la respectiva operación.  Las rebajas establecidas que resulten de la aplicación de este artículo, en ningún caso podrán exceder a la suma que corresponda pagar por concepto de derecho ad valórem en la importación de las mercancías.  El Servicio Nacional de Aduanas deberá adoptar las medidas necesarias para dar cumplimiento a lo señalado en este inciso.”.

_________________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que exige consentimiento de la madre para el reconocimiento de paternidad de hijos de filiación no matrimonial, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que exige consentimiento de la madre para el reconocimiento de paternidad de hijos de filiación no matrimonial, correspondiente a los Boletines números 5.706-18 y 5.812-18, refundidos.


Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, discutió este proyecto solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, efectuando al mismo tiempo la discusión en general respecto de las dos Mociones que se encuentran a continuación en el Orden del Día de esta sesión, que contienen una idea matriz muy similar, pero que no pudieron ser refundidas con este proyecto toda vez que esta iniciativa legal se encuentra en segundo trámite constitucional.


El señor Secretario General añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez y Muñoz Aburto, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.


Agrega que, como se indicó precedentemente, los dos proyectos que figuran a continuación en la Tabla son semejantes a éste. El primero, fue iniciado en una Moción del Honorable Senador señor Ominami, que modifica diversos cuerpos legales en materia de reconocimiento de la paternidad, correspondiente al Boletín N° 5.816-07, y el segundo, se inició en una Moción de los Honorable Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto, que modifica el Código Civil, estableciendo mecanismos correctivos para el caso de reconocimiento de paternidad indebidos, correspondiente al Boletín N° 5.825-07. En razón de lo anterior, solicita al señor Presidente la autorización para hacer la relación de ellos en este mismo momento.



Así se autoriza y  el señor Secretario General procede a realizar la relación de esas iniciativas, las que se consigan en esta acta más adelante.

- - -


En discusión en general el proyecto de ley, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Gómez; señora Alvear y señores Letelier, Ominami y Orpis.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Chadwick, quien consulta sobre el procedimiento de votación de esta iniciativa y sugiere, por lo que se ha expresado precedentemente, que sea votado en conjunto con los otros dos proyectos.



Así se acuerda.



Cerrado el debate y sometido a votación en general los referidos proyectos de ley, son aprobados por 26 votos a favor.



Votan por su aprobación los Honorables Senadores señores Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones para estos tres proyectos hasta las 12 horas del día 9 de marzo de 2009, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:


Artículo 1°.- Agrégase, en el inciso tercero del artículo 17 de la ley N° 4.808, sobre Registro Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, el siguiente párrafo:


“Con todo, establecida que sea la filiación no matrimonial, no podrán modificarse los apellidos de una persona mayor de catorce años sin su consentimiento.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Civil:


1.-Incorpórase el siguiente artículo 187 bis:


“Artículo 187 bis.- Transcurrido un año desde el nacimiento del hijo y hasta antes que éste cumpla la mayoría de edad, el padre no podrá efectuar el reconocimiento a que se refieren los números 2° y 3° del artículo anterior, sin el consentimiento de la madre, o en su defecto, de su representante legal. Este consentimiento deberá ser específico y otorgado por escritura pública o interviniendo expresa y directamente en el acto de que trata el número 2° del artículo 187.


Sin perjuicio de lo anterior, para el reconocimiento del hijo mayor de catorce años pero menor de edad, se deberá contar con su consentimiento, el que se otorgará en la forma establecida en el inciso precedente. Otorgado este consentimiento, el hijo no podrá repudiar el reconocimiento de que ha sido objeto.


Si no cuenta con el consentimiento de la madre o del representante legal y del hijo en su caso, el padre podrá reclamar la filiación no matrimonial, en conformidad a lo previsto en el artículo 205.”.


2.- Agrégase, en el inciso segundo del artículo 205, a continuación del punto (.) final que se reemplaza por una coma (,) el siguiente párrafo: “y también el padre que no contare con el consentimiento de la madre o del representante legal y del hijo en su caso, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 187 bis.”.


3.- Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 216, la frase “esta acción se ejercerá conforme a las reglas previstas en el artículo 214” por las siguientes locuciones: “esta acción será ejercida por su representante legal dentro de un año contado desde que aquél tomó razón del reconocimiento. Si fuere la madre quien impetre la impugnación, este plazo será de dos años, contado desde que supo del reconocimiento, salvo que ésta hubiere consentido previamente en él, en conformidad a lo señalado en el artículo 187 bis, en cuyo caso no podrá ejercer la acción de impugnación”.


Artículo transitorio.- Las acciones de impugnación establecidas en el artículo 216 del Código Civil, cuando se refieran al reconocimiento efectuado de conformidad a los números 2° y 3° del artículo 187, realizados con posterioridad al año de nacimiento del hijo y hasta antes que éste cumpliera la mayoría de edad, y que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encontraren prescritas, podrán ser igualmente interpuestas durante el plazo de 60 días contado desde dicha entrada en vigencia.”.

_________________
Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Ominami, que modifica diversos cuerpos legales en materia de reconocimiento de la paternidad, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia 

y Reglamento.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales en materia de reconocimiento de la paternidad, correspondiente al Boletín N° 5.816-07.


Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, discutió este proyecto solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, y aprobó a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez y Muñoz Aburto.

- - -



Como se señaló precedentemente, la discusión y votación en general de esta iniciativa se realizó en conjunto con la que figura precedentemente y fue aprobada en los términos en que se consignó anteriormente.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:


Artículo 1.- Agréguese al libro I, título VII, del Código Civil, el siguiente artículo 188 bis: “ No obstante lo dispuesto en el inciso primero del artículo 188, el presunto padre podrá manifestar su intención de reconocer a un hijo en los términos del artículo 187, después de un año contado de la fecha de nacimiento, pero para que el reconocimiento surta efectos de derecho, deberá ser confirmado por la madre. 


El presunto padre expresará la intención de reconocer la paternidad de un hijo de filiación no matrimonial, ante el Oficial de registro Civil del domicilio del padre, madre o hijo, a su elección,  quien además deberá notificar a la madre,  por cualquier medio idóneo que fije un reglamento dictado al efecto.


Si puesta en conocimiento de la mujer la intención referida en el inciso primero, no compareciere dentro de los 30 días hábiles siguientes expresando su confirmación o rechazo se tendrá por reconocida la paternidad.


Si compareciendo la madre, ratifica se tendrá por reconocido al hijo.


En caso contrario, el presunto padre podrá recurrir ante el Juez del domicilio del hijo a fin de que resuelva la cuestión, previa citación de la madre y evacuado el informe parcial por el Servicio Médico Legal a que hace alusión el artículo 199.


Artículo 2.- Agréguense al  Título VII sobre delitos contra el estado civil de las personas, del Código Penal, los siguientes artículos 354 bis nuevo y 354 ter nuevo:


1.- “Artículo 354 bis.- El que, con el objeto de alterar o constituir maliciosamente la filiación de un menor de edad, o para impedir que ésta se constituya, simulare la posesión de un estado civil de otro y reconozca al hijo como suyo, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.


No incurrirán en las penas previstas en este artículo, quienes hayan efectuado el reconocimiento con el consentimiento de la madre y sin la finalidad de afectar derechos de terceros.”.


2.- “Artículo 354 ter.- El que suplante a otro con el objeto de alterar resultados de pruebas biológicas solicitadas por el Tribunal, sufrirá la pena de presidio menor en su grado medio a máximo. Si la suplantación se realizare concertadamente con el suplantado con el objeto de alterar efectos de la filiación de un menor de edad, la pena será de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo.”.


Artículo 3.- Todo persona tiene derecho a preservar su identidad y nadie podrá ser privado de ella. 


El reconocimiento de una  persona mayor de catorce  años, podrá modificar su nombre patronímico si cuenta con su consentimiento.”.

__________________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorable Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto, que modifica el Código Civil, estableciendo mecanismos correctivos para el caso de reconocimiento de paternidad indebidos, con informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Civil, estableciendo mecanismos correctivos para el caso de reconocimiento de paternidad indebidos, correspondiente al Boletín N° 5.825-07.


Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, discutió este proyecto solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, y aprobó a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez y Muñoz Aburto.

- - -



Cómo se señaló precedentemente, la discusión y votación en general de esta iniciativa se realizó en conjunto con las que figuran precedentemente y fue aprobada en los términos en que se consignó anteriormente.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:


Artículo único.- Agréguese el siguiente inciso quinto  al artículo 191 del Código Civil, pasando los actuales incisos quinto, sexto y séptimo, a ser sexto, séptimo y octavo, respectivamente:


“El padre o madre que ha reconocido al hijo menor podrá, extraordinariamente, repudiar en su nombre la nueva filiación que pretenda establecerse conforme al artículo 187, invocando la ausencia de vínculo biológico de quién hace el nuevo reconocimiento con el niño o niña reconocido. Esta repudiación deberá efectuarse dentro de un año contado desde que el padre o madre que repudia haya tenido conocimiento del reconocimiento. En tal caso, la filiación repudiada podrá ser reclamada por el padre o madre que había reconocido voluntariamente al hijo, aplicándose las disposiciones contenidas en las acciones de reclamación previstas en el párrafo 2 del Título VIII de este Libro Primero del Código Civil. El ejercicio manifiestamente abusivo o injustificado de esta repudiación hará responsable al padre o madre que repudió de los perjuicios que de ello se deriven.”.”.

__________________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica el Código Procesal Penal y otros cuerpos legales en lo relativo al procedimiento y ejecución de medidas de seguridad, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Procesal Penal y otros cuerpos legales en lo relativo al procedimiento y ejecución de medidas de seguridad, correspondiente al Boletín N° 5.078-07.


Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, discutió este proyecto solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, y aprobó la idea de legislar por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez y Muñoz Aburto, y la abstención del Honorable señor Espina.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Alvear y señor Kuschel.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por  19 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Chadwick, Coloma, Flores, García, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Orpis, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas de día 9 de marzo de 2009, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:


Artículo 1°.- Modifícase el Código Procesal Penal de la siguiente forma:


1. Sustitúyese el Título VII del Libro Cuarto, por el siguiente:

"Título VII

Procedimiento para la aplicación exclusiva de medidas de seguridad


Párrafo 1°. Disposiciones generales


Artículo 455.- Procedencia de la aplicación de medidas de seguridad. Sólo procederá la aplicación de las medidas de seguridad, de conformidad con el procedimiento regulado en el presente Título, al que hubiere realizado un hecho típico y antijurídico, que fuere declarado inimputable como consecuencia de una enfermedad mental, y siempre que existan antecedentes calificados que hagan presumir la probabilidad de un riesgo para terceros.


Al evaluar la probabilidad del riesgo para terceros, el juez deberá considerar, entre otros antecedentes, un informe médico de un especialista en psiquiatría, sin que pueda sustentarse exclusivamente en la gravedad y naturaleza del hecho típico y antijurídico realizado por el imputado.


Artículo 456.- Supletoriedad de las normas del Libro Segundo para la aplicación de medidas de seguridad. El procedimiento para la aplicación de medidas de seguridad se rige por las reglas contenidas en este Título y en lo que éste no prevea expresamente, por las disposiciones del Libro Segundo, en cuanto no fueren contradictorias con éstas.


Artículo 457.- Clases de medidas de seguridad. Concurriendo los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 455, encontrándose ejecutoriada la sentencia y tomando en consideración la complejidad y evolución de la enfermedad mental del sentenciado, el juez, con un informe pericial o del equipo tratante, podrá determinar la medida de seguridad a aplicarse, conforme a los límites dispuestos en el artículo 481:


a) Custodia y tratamiento del sentenciado, quien quedará bajo la responsabilidad de su familia, de su guardador, o de alguna institución pública o particular de beneficencia, socorro o caridad.


b) Internación del sentenciado en establecimientos psiquiátricos que cuenten con atención de alta o mediana complejidad forense.


El juez, con un informe pericial o del equipo tratante, podrá determinar que la medida de seguridad sea cumplida en aquellas residencias forenses de baja complejidad que disponga la red asistencial respectiva.


En ningún caso la medida de seguridad podrá llevarse a cabo en un recinto penitenciario. Si la persona se encontrare recluida, el tribunal deberá ordenar su traslado inmediato a la institución encargada de su custodia, tratamiento o internación, o la entregará bajo el cuidado de la persona que la tendrá a su cargo.


La internación se efectuará en la forma y condiciones que se establecieren en la sentencia que impone la medida.


Párrafo 2°. Medidas cautelares especiales


Artículo 458.- Imputado con indicios de enfermedad mental. Si al momento de practicar la detención o dentro del plazo establecido en el inciso segundo del artículo 131, los agentes policiales o el defensor que hubiere tomado contacto con el imputado, percibieren indicios que permitieren suponer la existencia de algún tipo de enfermedad mental que impida al detenido comprender su situación o que pueda significar un riesgo para la integridad de terceros, se comunicarán en el plazo señalado en el citado artículo y por la vía más expedita con el Ministerio Público, para que, si lo estimare procedente, disponga previa autorización del juez de garantía, que antes de la audiencia de control de detención, se practiquen en forma ambulatoria exámenes mentales preliminares al detenido. Igual comunicación deberá realizarse a la Defensoría Penal Pública.


Los exámenes señalados en el inciso precedente tendrán por objeto determinar la necesidad de realizar un informe pericial psiquiátrico al imputado, respecto del cual existan indicios que pudiese padecer de una enfermedad mental que excluya su imputabilidad. Dichos exámenes deberán ser practicados por médicos psiquiatras y no podrán tener mérito probatorio alguno. 


Si no pudieren ser practicados los exámenes mentales preliminares con antelación a la audiencia de control de detención, el fiscal, o cualquiera de los intervinientes, podrá solicitar la ampliación de la detención conforme lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 132, para el solo efecto de que se practiquen los exámenes preliminares al detenido en el más breve plazo posible, no pudiendo extenderse su duración más allá del tiempo necesario para su realización y del plazo previsto en el mismo artículo. El juez accederá a la ampliación del plazo de detención cuando estimare que los antecedentes justifican esta medida. Dicha ampliación deberá cumplirse en los recintos penales correspondientes, sin perjuicio del traslado ambulatorio al lugar en que deba realizarse el examen.


Artículo 458 bis.- Solicitud de realización de informe pericial psiquiátrico. En cualquier etapa del procedimiento, cualquiera de los intervinientes podrá solicitar al juez de garantía que disponga la práctica del informe pericial psiquiátrico al imputado, respecto del cual existan indicios de enfermedad mental que pudiere excluir su imputabilidad.


Los informes periciales psiquiátricos serán practicados en las Unidades de Psiquiatría Forense Transitoria, o en el Servicio Médico Legal o establecimientos de salud, según corresponda. Sin perjuicio de lo anterior, podrán presentarse por cualquiera de los intervinientes, informes practicados por otros profesionales en la materia. En todo caso, las pericias deberán ser realizadas por un médico psiquiatra debidamente acreditado.


Artículo 458 ter.- Internación provisional del imputado. Durante el procedimiento el tribunal podrá ordenar, a petición de alguno de los intervinientes, la internación provisional del imputado, cuando concurrieren los requisitos señalados en las letras a) y b) de los artículos 140 y 141, existan antecedentes calificados que permitan considerar que la libertad del imputado es peligrosa para la seguridad de la sociedad o del ofendido y se cuente con antecedentes médicos que justifiquen la necesidad de aplicar esta medida. Dichos antecedentes deberán consistir, al menos, en los resultados del examen preliminar practicado conforme al artículo 458, o, en los datos proporcionados por la historia clínica psiquiátrica del imputado.


Si se decretare la internación provisional y se ordenare la realización del informe pericial psiquiátrico, éste deberá realizarse en un plazo que no podrá exceder de quince días. Con todo, si por razones fundadas, el informe no pudiera evacuarse en el plazo señalado, y antes que éste expire, se deberá comunicar dicha situación al juez de garantía, quien podrá autorizar su ampliación, el que en caso alguno podrá exceder de treinta días contados desde que se ordenó la realización de la pericia.


Para la realización del mencionado informe pericial, la internación provisional sólo se llevará a cabo en las Unidades de Psiquiatría Forense Transitoria, donde el imputado será sometido a evaluación, con el objeto de determinar la presencia de una enfermedad mental que pudiere excluir su imputabilidad. Además, podrá iniciarse el tratamiento médico del imputado si lo requiriere. El profesional a cargo de la unidad o quien éste designe, deberá evacuar un informe al tenor de lo señalado en el inciso anterior, el que deberá remitirse al juez, al Ministerio Público y al defensor de la causa. Recibido dicho informe, y dentro de las veinticuatro horas siguientes, el juez deberá citar a audiencia de revisión de la internación provisional y de las pericias practicadas, para dentro de quinto día.


En la audiencia de revisión de la medida de internación provisional, se podrá decretar la mantención de la misma, sólo en cuanto se mantuvieren los requisitos establecidos en el inciso primero del presente artículo. En estos casos, la internación provisional sólo podrá cumplirse en los establecimientos asistenciales de alta o mediana complejidad forense, que se encuentren fuera del perímetro de los recintos penitenciarios, de acuerdo a lo que disponga el juez, previo informe del perito tratante.


En los demás casos en que no sea necesaria la aplicación de la internación provisional, podrán aplicarse otras medidas cautelares personales de aquellas contempladas en el artículo 155. Si se aplicara lo dispuesto en la letra b) del citado artículo, para la derivación del imputado a un establecimiento asistencial, se deberá contar con un informe al tenor de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 458.


En lo no previsto en el presente artículo se aplicarán, en lo que fueren pertinentes, las normas contenidas en los párrafos 4°, 5° y 6° del Título V del Libro Primero.


Párrafo 3°. Reglas relativas a la solicitud de sobreseimiento por inimputabilidad y requerimiento de medidas de seguridad


Artículo 459.- Designación de curador. Existiendo antecedentes acerca de la enfermedad mental del imputado, sus derechos serán ejercidos por un curador ad litem designado al efecto.


Artículo 460.- Actuación del Ministerio Público. Si el fiscal hallare mérito para sobreseer temporal o definitivamente la causa, efectuará la solicitud respectiva en la oportunidad señalada en el artículo 248, caso en el cual procederá de acuerdo a las reglas generales, debiendo presentar en dichas audiencias los informes periciales psiquiátricos practicados al imputado.


En el evento que se decretase el sobreseimiento definitivo o temporal en virtud de la enfermedad mental del imputado, el juez de garantía podrá informar a la autoridad sanitaria correspondiente.


Con todo, si al concluir su investigación, el fiscal estimare concurrente la causal de extinción de responsabilidad criminal prevista en el número 1º del artículo 10 del Código Penal y, además, considerare aplicable una medida de seguridad, deberá, en el plazo contemplado en el artículo 248, formular el requerimiento del artículo 461 y solicitar que se proceda conforme a las reglas previstas en este Título.


Artículo 461.- Requerimiento de medidas de seguridad. Concurriendo los requisitos previstos en el artículo 455, el fiscal requerirá la medida de seguridad, mediante solicitud escrita, que deberá contener, en lo pertinente, las menciones exigidas en el escrito de acusación. En el caso de la letra g) del artículo 259, deberá indicar la medida de seguridad cuya aplicación se solicitare y la duración de la misma, debiendo considerar en dicha solicitud lo dispuesto en el artículo 481.


En los casos previstos en este artículo, el querellante podrá acompañar al escrito a que se refiere el artículo 261, los antecedentes que considerare demostrativos de la imputabilidad de la persona requerida.


Artículo 462.- Resolución del requerimiento. Formulado el requerimiento, corresponderá al juez de garantía declarar que el sujeto requerido se encuentra en la situación prevista en el artículo 10, número 1°, del Código Penal. Si el juez apreciare que los antecedentes no permiten establecer con certeza la inimputabiilidad, rechazará el requerimiento.


Al mismo tiempo, dispondrá que la acusación se formule por el querellante, siempre que éste se hubiere opuesto al requerimiento del fiscal, en el plazo de cinco días, para que la sostenga en lo sucesivo en los mismos términos que este Código establece para el Ministerio Público. En caso contrario, ordenará al Ministerio Público la formulación de la acusación en el plazo de diez días conforme al trámite ordinario.


Artículo 463.- Reglas especiales relativas a la aplicación de medidas de seguridad. Cuando se proceda en conformidad a las normas de este párrafo, se aplicarán las siguientes reglas especiales:


a) El procedimiento no se podrá seguir conjuntamente  contra sujetos enfermos mentales y otros que no lo fueren.


b) El juicio se realizará a puerta cerrada o sin la presencia del enfermo mental, cuando por las características particulares de su enfermedad no pueda desarrollarse normalmente la audiencia.


c) La sentencia absolverá si no se constatare la existencia de un hecho típico y antijurídico o la participación del imputado en él, o, en caso contrario, podrá imponer al inimputable una medida de seguridad.


d) Cuando se pronunciare una sentencia que imponga una medida de seguridad, el juez deberá, a petición de alguno de los intervinientes, proceder a la revisión de la medida cautelar de internación provisional u otra medida cautelar que hubiese sido impuesta, atendidos los antecedentes clínicos con que se contaren y lo dispuesto en el inciso primero del artículo 481.


Párrafo 4°. Imputado que sufre enfermedad mental sobreviniente durante el procedimiento


Artículo 464.- Imputado que sufre enfermedad mental sobreviniente. Si, después de cometido el delito, el imputado cayere en enajenación mental, cualquiera de los intervinientes, previo informe psiquiátrico, podrá solicitar al juez de garantía la realización de una audiencia, a fin de discutir y decidir sobre la procedencia del sobreseimiento temporal del procedimiento, hasta que desapareciere la incapacidad del imputado, o el sobreseimiento definitivo, si se tratare de una enfermedad mental incurable. En lo pertinente, se estará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 460.


La regla anterior sólo se aplicará cuando no procediere la terminación del procedimiento por cualquier otra causa.


Si en el momento de declararse la enfermedad mental del imputado, se hubiere formalizado la investigación, o se hubiere deducido acusación en su contra, y se estimare que corresponde adoptar una medida de seguridad, se aplicará lo dispuesto en los párrafos 2° y 3° de este Título.".


2. Derógase el artículo 465.


3. Sustitúyense los artículos 481 y 482, por los siguientes:


"Artículo 481.- Duración y control de las medidas de seguridad. Las medidas de seguridad impuestas a la persona con enfermedad mental sólo podrán durar mientras subsistieren las condiciones que las hubieren hecho necesarias, y en ningún caso podrán extenderse más allá de la pena restrictiva o privativa de libertad que hubiere podido imponérsele o del tiempo que correspondiere a  la pena mínima probable, el que será señalado por el tribunal en su fallo.


Se entiende por pena mínima probable para estos efectos, el tiempo mínimo de privación o restricción de libertad que la ley prescribiere para el delito o delitos por los cuales se hubiere dirigido el procedimiento en contra de la persona con enfermedad mental, formalizada la investigación o acusada, según correspondiere.


Quien tuviere a su cargo a la persona con enfermedad mental, deberá informar semestralmente sobre la evolución de su condición al juez de garantía y a su curador o familiares, en el orden de prelación mencionado en el artículo 108.


El Ministerio Público, el defensor, su curador o sus familiares, podrán solicitar al juez de garantía que hubiere impuesto la medida, su modificación o cesación, cuando los antecedentes lo ameriten.


El juez de garantía, con el solo mérito de los antecedentes que se le proporcionaren, citará a una audiencia al Ministerio Público, al defensor, al curador o familiar respectivo de la persona con enfermedad mental, para discutir y decidir la mantención o la cesación de la medida, o la modificación de las condiciones de aquella o del establecimiento en el cual se llevare a efecto, la que se deberá llevar a cabo en un plazo no mayor a los quince días contados desde la presentación de la solicitud indicada en el inciso anterior.


El juez de garantía deberá inspeccionar, cada seis meses, los establecimientos psiquiátricos o instituciones donde se encontraren internadas las personas con enfermedad mental sujetas a medidas de seguridad, pudiendo adoptar de inmediato las medidas de carácter urgente, necesarias para corregir los errores, abusos o deficiencias que observare en la ejecución de estas medidas.


Artículo 482.- Condenado con enfermedad mental sobreviniente. Si después de dictada la sentencia y durante la ejecución de la pena, el condenado sufriere una enfermedad mental que pudiere afectar su capacidad de comprender los fines de la pena impuesta, cualquiera de los intervinientes podrá solicitar al juez de garantía competente que se ingrese al condenado a la Unidad de Psiquiatría Forense Transitoria correspondiente, para que se evalúe su condición de salud mental, debiendo estarse, en lo relativo a los plazos, a lo dispuesto en el artículo 458 ter. Dicha evaluación deberá informarse al juez de garantía correspondiente. Lo anterior, sin perjuicio que se inicie el tratamiento médico al condenado si lo requiriere y su posterior control ambulatorio si fuese necesario.


Una vez emitido el informe, el juez de garantía citará a una audiencia dentro del plazo de 15 días de recepcionados los antecedentes, en la cual oyendo al fiscal y al defensor, podrá, si lo estimare procedente, dictar una resolución fundada declarando que no se deberá cumplir la pena restrictiva o privativa de libertad y dispondrá, según el caso, la medida de seguridad que correspondiere.


El tribunal velará por el inmediato cumplimiento de su resolución. En lo demás, regirán las disposiciones de este párrafo.".


Artículo 2°.- Las Unidades de Psiquiatría Forense transitoria serán establecimientos de carácter asistencial que dependerán del Servicio de Salud respectivo y que se encontrarán ubicadas al interior de los recintos penitenciarios, para el solo efecto de contar con la custodia y resguardo perimetral a cargo de Gendarmería de Chile.


Serán funciones de las Unidades de Psiquiatría Forense transitoria:


a) Realizar las evaluaciones y emitir los informes periciales psiquiátricos que les ordene el juez de garantía, tanto respecto de imputados internados provisionalmente, como de condenados, respecto de los cuales, conforme al artículo 482, pueda reemplazarse el cumplimiento de la pena privativa o restrictiva de la libertad por una medida de seguridad. Asimismo, podrá iniciarse el tratamiento médico de aquellos que lo requirieren.


b) Prestar atención médica ambulatoria de carácter psiquiátrico y psicológico, en general, a la población penal que se encuentre privada de libertad en el recinto penitenciario respectivo.


En aquellos casos en que la atención comprenda la hospitalización del interno, y previa indicación médica, éste será trasladado al Servicio de Psiquiatría de mediana o alta complejidad más cercano, para la atención y tratamiento que corresponda.


Artículo 3°.- Modifícase el artículo 3° del decreto ley N° 2.859, de 1979, que contiene la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, en la forma siguiente:


1. Denomínanse las letras que siguen a la primera letra d), como e), f), g), h) e i).


2. Intercálase a continuación de la letra  h) que pasó a ser i), la siguiente letra j):


“j) Realizar, respecto de los establecimientos asistenciales denominados Unidades de Psiquiatría Forense Transitoria, las siguientes funciones:


1. Ejercer la vigilancia y custodia perimetral de dichos establecimientos.


2. Controlar el ingreso de personas.


3. Intervenir en caso de conflicto crítico al interior del establecimiento a solicitud del profesional a cargo de él.


4. Realizar los traslados a los tribunales, establecimientos de salud de la red asistencial, y, en general, a otras instituciones externas que determine la autoridad previa orden judicial.".


Artículo 4°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley será financiado con los recursos contemplados en los presupuestos de los Ministerios de Justicia y de Salud, según corresponda.


Artículo transitorio.- En aquellas regiones en que no se encontraren habilitadas las Unidades de Psiquiatría Forense Transitoria, las funciones establecidas en el artículo 4° deberán realizarse en los establecimientos asistenciales que cuenten con Unidades de Psiquiatría Forense pertenecientes y determinados por el Ministerio de Salud para estos efectos.


El Ministerio de Salud deberá comunicar a la Corte Suprema, dentro del primer trimestre de cada año, la ubicación, ámbito de competencias y capacidad instalada de las Unidades mencionadas en el inciso anterior.”.

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Letelier y Muñoz Aburto, que regula los actos y contratos que se pueden celebrar respecto de viviendas adquiridas con respaldo de los programas habitacionales estatales, con informe de la Comisión de Vivienda 

y Urbanismo.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula los actos y contratos que se pueden celebrar respecto de viviendas adquiridas con respaldo de los programas habitacionales estatales, correspondiente al Boletín N° 5.784-14.


Agrega que la Comisión de Vivienda y Urbanismo, discutió este proyecto en general y en particular, de conformidad a la autorización otorgada por la Sala, en sesión 23ª, ordinaria, de 3 de junio de 2008, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Orpis y Pérez Varela.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier, Horvath, Orpis, Sabag y Navarro.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por  19 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Chadwick, Espina, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag y Vásquez.


A continuación, el señor Presidente consulta a la Sala fijar respecto del plazo para formular indicaciones y concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores  Espina y Vásquez.



Seguidamente, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo  hasta las 12 horas de día 19 de enero de 2009, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Cualquiera de los cónyuges, sin importar el régimen patrimonial del matrimonio, estará facultado para renegociar los créditos obtenidos para el financiamiento de las viviendas cuya adquisición o construcción haya sido financiada, en todo o en parte, por el Estado mediante sus programas habitacionales. Para estos efectos, no se requerirá la comparecencia del otro cónyuge, ni su autorización ni la de la justicia, para la constitución o extinción de hipotecas y gravámenes destinados a caucionar las obligaciones que se convengan en virtud de la renegociación.

Artículo 2°.- La inscripción de los gravámenes que se constituyan en tales actos o contratos, no requerirá que se consignen las menciones a que se refiere el número 3° del artículo 2.432 del Código Civil, el número 4° del artículo 78 y el número 3° del artículo 81, ambas normas del Reglamento del Registro Conservatorio de Bienes Raíces, supliéndose la referencia a los deslindes del inmueble por la cita del número o letra con que se singularice la vivienda o sitio de que se trata en el plano de loteo o subdivisión respectivo, que se encuentre debidamente archivado en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente.

El Conservador de Bienes Raíces practicará las inscripciones a que se refiere este artículo o agregará al registro respectivo copia del acto o contrato que de cuenta de la renegociación y de la constitución de los gravámenes y prohibiciones aludidos, efectuando las anotaciones pertinentes al final o al reverso de los mismos.”.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Allamand, Arancibia, Coloma, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Ominami, Pérez Varela, Sabag y Vásquez, relativo a promover el cese al fuego en la Franja de Gaza y a estimular diversas acciones que terminen con la muerte de civiles de las partes en conflicto y que permitan alcanzar un acuerdo de 

paz definitivo



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Allamand, Arancibia, Coloma, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Ominami, Pérez Varela, Sabag y Vásquez, correspondiente al Boletín Nº S 1.138-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 13 votos a favor y una abstención.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, García, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Ominami, Sabag y Vásquez.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Gazmuri.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:


Los acontecimientos conocidos mundialmente, referidos al conflicto palestino-israelí, cuyas dolorosas consecuencias impactan a todo nivel.


El Senado acuerda:


1) Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva promover, utilizando las vías diplomáticas pertinentes, un pronto cese al fuego en la Franja de Gaza, y realizar acciones que pongan fin a la muerte de civiles pertenecientes a ambas partes del conflicto. Al efecto, se estima indispensable que la Organización de las Naciones Unidas envíe tropas, de inmediato, a la zona en que se producen las hostilidades.


2) Hacer un llamado a todos los involucrados, en orden a evitar que el conflicto armado se constituya en instrumento o medio para alcanzar la paz entre estos pueblos.


3) Solicitar a todos los sectores que intervienen en el conflicto palestino-israelí, incluida la comunidad internacional, que protejan el derecho a la vida de toda persona.


4) Requerir a las comunidades palestina y judía en Chile abstenerse de cualquier actividad destinada a propiciar la importación del conflicto a nuestro país.


5) Hacer presente la urgencia de coordinar, ahora, la remisión de ayuda humanitaria a favor de los habitantes de la Franja de Gaza, en especial de medicamentos y alimentos.”.

__________________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Horvath, Bianchi y Kuschel, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidente de la República la adopción de diversas medidas de apoyo a la acuicultura, con informe de la Comisión de 

Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Horvath, Bianchi y Kuschel correspondiente al Boletín Nº S 1.126-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.



Añade que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura estimó, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath, que este proyecto de acuerdo en nada se opone al ordenamiento jurídico, ni tampoco se invaden competencias o facultades atribuidas a otras autoridades.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 14 votos a favor.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores Arancibia, García, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Orpis, Prokurica, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la acuicultura constituye una fuente productiva y laboral, para la cual el litoral de Chile y, en especial, los fiordos y canales de la zona austral, ofrecen las mejores condiciones;
2. Que esta actividad, que ha tenido un desarrollo creciente, implicó ingresos por casi US$2.200 millones en 2007;
3. Que genera 30.000 empleos directos y, aproximadamente, 15.000 indirectos en la cadena de servicios vinculados, que involucra a 1.200 empresas proveedoras. La industria acuícola incluye la participación de pescadores artesanales y trabajadores de las plantas pesqueras;
4. Que se requieren instrumentos de planificación sobre uso del borde costero y del mar interior, similares a la Declaración de Áreas de Usos Preferentes Específicos (llamada Zonificación del Borde Costero) establecida mediante el decreto supremo N° 153, del Ministerio de Defensa Nacional-Subsecretaría de Marina, de 2005, para la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo;
5. Que, por la naturaleza de esta actividad, al igual que en el caso de la agricultura y la ganadería, son necesarias medidas de seguridad biológica;
6. Que han aparecido en nuestro país enfermedades contagiosas de difícil manejo que afectan a algunas especies hidrobiológicas, como el salmón y la trucha. Tal es el caso de la caligidosis o caligus y de la anemia infecciosa del salmón o virus ISA. Estos males hacen necesario aplicar medidas de seguridad biológica de carácter radical, como, por ejemplo, el sacrificio de las especies infectadas. El cuadro siguiente muestra la evolución de la cantidad de sitios infectados:
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7. Que si bien existe una campaña internacional en contra de la salmonicultura, que la perjudica, cuando esta actividad económica cumple las normas ambientales, laborales y de planificación puede desarrollarse en forma armónica con otras industrias que se realizan en el medio natural;
8. Que la crisis financiera internacional ha afectado a la salmonicultura, en términos de acceso al crédito, en materia de factoring y en relación con otros apoyos financieros y económicos, aun cuando se ha reducido el costo de algunos insumos e incrementado el tipo de cambio, y
9. Que se requiere un apoyo mínimo del Estado para sostener y acrecentar la acuicultura en Chile.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva adoptar las siguientes medidas:


a) Establecer mesas de negociación regionales entre las autoridades competentes y los representantes de la industria acuícola (que comprenda a empresarios, profesionales y trabajadores) y del sector pesquero artesanal.

b) Permitir que tanto las empresas dedicadas directamente a la acuicultura, cuanto las relacionadas, accedan a fondos de garantía y avales del Estado contra el respaldo del patrimonio de aquéllas, incluidas las concesiones.


c) Otorgar garantías, aval y apoyo estatal para el acceso a financiamiento, factoring y otros instrumentos financieros, a favor de todos los actores que participen del encadenamiento productivo o “clúster del salmón”.


d) Disponer que el BancoEstado conceda líneas especiales de capital de trabajo que permitan recuperar y normalizar el nivel operacional de las empresas.

e) Apoyar mociones e iniciativas legales destinadas a establecer barreras sanitarias y estrictas normas de seguridad biológica, así como proyectos de zonificación del borde costero.”.
________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que se indican a continuación, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Horvath a los señores Ministros de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción, solicitando considerar los planteamientos que formula en relación con el plan de estímulo fiscal, anunciado por Su Excelencia la Presidenta de la República, en especial, lo relativo a la aplicación del subsidio para forestación y la inclusión en aquél de empresas con diversas deudas.



- Del Honorable Senador señor Romero, a los señores Presidente de la COREMA y Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la V Región y Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Puchuncaví, requiriendo información respecto de las medidas administrativas que se han adoptado en relación con la construcción de obras fluviales en la ribera norte del estero Campiche, por parte de la empresa AES Gener S.A.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.
________________



En el tiempo del Comité Mixto Partido por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata e Independientes, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a los siguientes temas, solicitando dirigir oficio a la autoridad que se señala y con el objeto que se indica en cada caso:



1) A los señores Director del Servicio Nacional del Consumidor y Presidente del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, solicitando su pronunciamiento respecto de la decisión de la empresa internacional Wal-Mart de prohibir la venta de determinados productos en Chile.



2) A Su Excelencia la Presidenta de la República y al señor Ministro de Relaciones Exteriores, para que se cite a la señora embajadora de Chile en Israel a informar respecto de la situación existente en la Franja de Gaza y para que se solicite a la Organización de las Naciones Unidas el envío de fuerzas de paz a esa zona de conflicto.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.


Finalmente, el Honorable Senador señor Navarro efectúa diversos alcances en relación con las medidas anunciadas por Su Excelencia la Presidenta de la República para enfrentar la crisis económica.

________________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Kuschel, quien se refiere al incendio ocurrido en la sede del SENAME en Puerto Montt, Tiempo de Crecer, en el mes de octubre del año 2007 y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Justicia, requiriendo información respecto de la investigación de esos hechos.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



Se deja testimonio que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Unión Demócrata Independiente; Independientes; Partido Socialista  y Partido Demócrata Cristiano.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL DFL. Nº 1 (G),  DE 1997, Y ESTABLECE NORMAS DE AJUSTE REMUNERACIONAL PARA PERSONAL DE LAS FUERZAS ARMADAS QUE INDICA

(6358-05)





Con motivo del Mensaje, Certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, de la Subsecretaría de Guerra, que fija el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas:


1) Sustitúyese la letra d) del artículo 151 por la siguiente: 


“d) Como jefes de misión o miembros de misiones en el marco de las Naciones Unidas o de misiones establecidas en conformidad a tratados internacionales vigentes de los que Chile sea parte. Estas comisiones se podrán cumplir formando parte de una unidad o contingente, en calidad de experto u observador individual, o en otra categoría que el sistema de Naciones Unidas o los tratados establezcan.”.


2) Incorpórase en el artículo 151 la siguiente letra e) nueva, pasando la actual a ser letra f):


“e) Como jefes de misión o miembros de misiones solicitadas por los respectivos gobiernos, universidades, fundaciones u organismos extranjeros o internacionales.”.


3) Reemplázase en la letra n) del artículo 185 el guarismo “16,5%” por el guarismo “55,4%”.

4) Agréganse en el artículo 189 las siguientes letras h) e i), nuevas: 


“h) Efectiva de Piloto: El personal de grado de teniente a teniente coronel en el Ejército y su equivalente en la Armada y Fuerza Aérea, que se encontrare en posesión del título de Piloto de Ejército o de Aviación Naval o de Piloto de Guerra y que desempeñare en forma efectiva y principal esta especialidad, percibirá una gratificación ascendente al 50% del sueldo base en posesión, es decir, de su sueldo base y el sueldo superior.


Esta gratificación no se considerará para el cálculo de la asignación de zona y será compatible con los sobresueldos establecidos en el artículo 186, letras e) y f), cuando correspondiere, y con todas las gratificaciones de este artículo.


i) De Especialistas en Montaña, Comandos y Buzos: El personal que teniendo la especialidad de Montaña, Comandos o Buzo, y que desempeñaren en forma efectiva y principal esta especialización en Unidades de empleo efectivo de la fuerza, percibirá una gratificación ascendente al 30% del sueldo en posesión, es decir, de su sueldo base y el sueldo superior.


El pago de la presente gratificación se materializará mediante la dictación anual de un decreto del Ministerio de Defensa, estableciendo las Unidades, dotación y el número de beneficiarios. Dicho decreto deberá contar, además, con la firma del Ministro de Hacienda.


Esta asignación no se considerará para el cálculo de Asignación de Zona, será compatible con todos los sobresueldos establecidos en las letras b) y c) del artículo 186 y con todas las gratificaciones de este artículo.”.


5) Reemplázase la letra b) del artículo 198 por la siguiente:


“b) El personal embarcado en buques de la Armada a que se refiere la letra e) del artículo 151, fuera de sus remuneraciones en moneda nacional a que tiene derecho en el país, gozará de una asignación mensual en dólares equivalente al 35% de la remuneración que le correspondería percibir en el extranjero conforme al artículo 196. 


Adicionalmente, y durante los días que el buque permanezca en puerto extranjero, dicho personal percibirá el 75% de la asignación de costo de vida contemplada en el artículo 197 correspondiente, calculada para estos efectos sobre la base del 35% antes mencionado.".


6) Incorpórase en el artículo 198 la siguiente letra e) nueva, pasando la actual a ser letra f):


“e) El personal comisionado al extranjero para participar en operaciones de paz en los términos descritos por la ley Nº 19.067, y sus modificaciones posteriores, y que cumpla dicha comisión de servicio, formando parte de una unidad o contingente que cubra todos los gastos necesarios para su mantención en el extranjero, percibirá durante el período que sirva fuera del territorio nacional, el sueldo mensual en dólares que le corresponda conforme al artículo 196 y, adicionalmente, el equivalente al 75% de la asignación mensual de costo de vida establecida en el artículo 197.”.

Artículo 2°.- La asignación mensual de carácter permanente, establecida en el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 19.467, únicamente, respecto de los profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076 de las Fuerzas Armadas que desempeñan jornadas diurnas de 11, 22, 33 y 44 horas semanales, será de 18,6%. 


La asignación del inciso anterior, será de 13,6% para los profesionales funcionarios de las Fuerzas Armadas que en iguales calidades jurídicas desempeñen cargos de 28 horas semanales bajo la modalidad establecida en el inciso séptimo del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, en los Hospitales dependientes de las mismas, sólo en la medida que dichos profesionales funcionarios no se encuentren acogidos al beneficio establecido en el artículo 44 del citado decreto con fuerza de ley.


En todo caso, para los efectos de determinar el monto de la asignación que pudiere corresponder a los profesionales funcionarios citados en los incisos anteriores, el total de remuneraciones y beneficios sobre los que se aplicará el 18,6% o el 13,6%, incluirá, además, las horas extraordinarias y el recargo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley mencionado en el inciso anterior, la asignación del artículo 2° de la ley N° 19.432 y las asignaciones de los artículos 1° y 2° de la 19.230, todas cuando corresponda.

Artículo 3°.- La presente ley no será aplicable al personal perteneciente a las Subsecretarías de Guerra, Marina y Aviación, y a la Dirección General de Aeronáutica Civil, sea en calidad de planta o a contrata asimilado a la misma.


No obstante lo anterior, el personal señalado en el inciso precedente que corresponda, continuará percibiendo la asignación especial no imponible a que se refiere la letra n) del artículo 185, del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, de la Subsecretaría de Guerra, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, en un porcentaje ascendente al 16,5% de su sueldo en posesión.


Artículo 4º.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2009, se financiará con cargo a los recursos contemplados en la Partida Tesoro Público y en los años posteriores, los recursos se consultarán en los respectivos presupuestos.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo Primero Transitorio.- El nuevo monto de la asignación especial no imponible establecida en el número 3) del artículo 1º se hará efectiva en dos etapas. A partir del primer día del mes siguiente de la fecha de publicación de la presente ley, se pagará la mitad del incremento de dicha asignación, es decir, la asignación especial no imponible ascenderá al 36% del sueldo en posesión; y en una segunda etapa, a partir del 1 de enero de 2010, se pagará el aumento completo, esto es, el 55,4% del sueldo en posesión, en conformidad a la letra n) del artículo 185 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1997, de la Subsecretaría de Guerra, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas. 


Artículo Segundo Transitorio.- El porcentaje establecido en el número 5) del artículo 1° de esta ley, comenzará a regir a partir del primer día del mes siguiente de la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo Tercero Transitorio.- El porcentaje establecido en el número 6) del artículo 1° de esta ley, comenzará a regir a partir del primer día del mes siguiente de la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo Cuarto Transitorio.- La gratificación y el porcentaje establecido en la letra h) incorporada por el número 4) del artículo 1° de esta ley, comenzará a regir a partir del primer día del mes siguiente de la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo Quinto Transitorio.- La gratificación y el porcentaje establecido en la letra i) incorporada por el número 4) del artículo 1º de esta ley, comenzará a regir a partir del primer día del mes siguiente de la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo Sexto Transitorio.- Los porcentajes correspondientes a la asignación a que se refiere el artículo 2° de esta ley, se sujetarán a la progresión que a continuación se indica para cada uno de los años que se señalan, aplicados sobre la base correspondiente, comenzando su aplicación a partir del primer día del mes siguiente de la fecha de publicación de la presente ley:


a) Profesionales funcionarios que desempeñan jornadas de 11, 22, 33 y 44 horas semanales:

Año 2009:  11,8%

Año 2010:  18,6%


b) Profesionales funcionarios que desempeñan jornadas de 28 horas semanales:

Año 2009:  6,8%

Año 2010:  13,6%


Artículo Séptimo Transitorio.- El número 6) del artículo 1º de la presente ley no se aplicará al personal que, a la fecha de su entrada en vigencia, se encuentre desplegado como unidad o contingente en operaciones de paz o misiones equivalentes en ejecución.


La asignación del costo de vida será aplicada al personal de las Fuerzas Armadas que haya sido comisionado en el exterior en el segundo semestre de 2004, en misiones de una duración mayor a 31 días, en conformidad a lo dispuesto en el decreto N° 4, de 20 enero de 2005, de la Subsecretaría de Guerra. El reajuste de dicha asignación operará con efecto retroactivo al 1 de julio de 2004 y hasta el 31 de diciembre de ese año, por el periodo que corresponda a la comisión de servicios.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Franciso Encina Moriamez, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE INCENTIVOS TRIBUTARIOS TRANSITORIOS, CONCEDE BONO EXTRAORDINARIO PARA FAMILIAS DE MENORES INGRESOS Y ESTABLECE OTRAS MEDIDAS DE APOYO A LA INVERSIÓN Y AL EMPLEO

(6350-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Allamand, Longueira y Sabag.

Asimismo concurrieron, en calidad de invitados, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Andrés Velasco; la Subsecretaria, señora María Olivia Recart; el Director de Presupuestos, señor Alberto Arenas; y los asesores, señora Macarena Lobos y señores Luis Felipe Céspedes y Héctor Lehuedé.

Del Servicio de Impuestos Internos, el Director, señor Ricardo Escobar.

- - -

  Se hace presente que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

El proyecto de ley establece incentivos tributarios transitorios, concede un bono extraordinario para las familias de menores ingresos y establece otras medidas de apoyo a la inversión y al empleo.

- - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:


A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

· Ley Nº 18.020, establece subsidio familiar para personas de escasos recursos y modifica normas que indica.

· Decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas sobre sistema único de prestaciones familiares y sistema de subsidios de cesantía para los trabajadores de los sectores privado y público, contenidas en los decretos leyes Nº 307 y 603, ambos de 1974.

· Ley Nº 18.987, incrementa asignaciones, subsidio y pensiones que indica.

· Ley Nº 19.949, establece un sistema de protección social para familias en situación de extrema pobreza denominado “Chile Solidario”.

· Ley Nº 18.611, crea fondos nacionales de subsidio familiar y pensiones asistenciales.

· Decreto Ley Nº 824, de 1974, Ley sobre Impuesto a la Renta.

· Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1994, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado y actualizado del Estatuto Orgánico del Servicio de Tesorerías.

· Decreto ley Nº 3.475, de 1980, modifica la ley de timbres y estampillas contenida en el decreto ley Nº 619, de 1974.

· Código Tributario, contenido en el artículo primero del Decreto Ley N° 830, de 1974.
· Decreto Ley Nº 2.565, de 1979, del Ministerio de Agricultura, sustituye decreto ley 701, de 1974, que somete los terrenos forestales a las disposiciones que señala.

· Ley Nº 19.518, fija nuevo estatuto de capacitación y empleo.

· Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior.

· Ley Nº 20.314, de Presupuestos del Sector Público para el año 2009.


B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, reseña el dramático cambio experimentado por el panorama económico mundial en los últimos meses, que ha visto la forma en que los mercados financieros internacionales se han remecido, como pocas veces en la historia, y como incluso los países avanzados ya se encuentran en recesión. Los precios del cobre y el petróleo, a modo de ejemplo, han sufrido fuertes caídas en pocas semanas. 

Este escenario, agrega, si bien hace para Chile más difícil la tarea, no lo obliga a retroceder, pues ha sabido ser precavido y cuenta con los medios para seguir avanzando, gracias la firmeza y prudencia en el ahorro para un año complejo como el presente, que permiten presentar un plan de estímulo fiscal de apoyo a la actividad económica. Dicho plan busca crear las condiciones para estimular el crecimiento económico y, de esta forma, defender el empleo, a través de una estrategia fiscal que considera apoyos directos para las personas y familias, impulso a la inversión pública, rebajas tributarias transitorias y otros estímulos a la inversión privada, fortalecimiento del acceso al financiamiento para pequeñas y medianas empresas, así como medidas pro empleo. En su conjunto, alcanza a más de cuatro mil millones de dólares, constituyendo un plan potente e innovador, que combina medidas de corto plazo con reformas estructurales, como el subsidio al trabajo, y por cuya aplicación se estima se crearán más de 100 mil puestos de trabajo, directa e indirectamente.

En el presente proyecto de ley se plasman gran parte de las medidas contenidas en el plan, a saber:

- Tomando en cuenta que marzo es un mes de muchos gastos para las familias, se propone pagar un bono especial de cuarenta mil pesos por carga familiar, que beneficie a más de un millón setecientas mil familias, entre otras, las del programa Chile Solidario, aquellas que reciben subsidio familiar (SUF) y las beneficiarias de asignación familiar. De esta forma, una familia con más hijos podrá recibir un aporte más grande, que compense sus mayores gastos. 

- Adelantar, en forma transitoria, para septiembre del 2009 la devolución de impuestos a las personas que normalmente correspondería realizar el 2010. La devolución a la cual los contribuyentes del impuesto global complementario tendrán acceso, equivale a un 50% de la devolución recibida en promedio en los años 2007, 2008 y 2009, con un tope máximo de $ 250.000. Los beneficiarios de esta medida son más de 1.000.000 de personas.

- Eliminar, también transitoriamente, el impuesto de timbres y estampillas que se paga con cada préstamo. Esta medida reduce el costo del crédito y facilita que una familia de clase media pueda cumplir en el 2009 el sueño de la casa propia, o que una empresa pequeña o mediana pueda financiar una inversión que le permite volverse más productiva y crear empleo.

- Perfeccionar los incentivos a la actividad forestal para ampliar las actividades bonificables, lo que permitirá crear miles de empleos en las zonas forestales ya afectadas por la crisis. 

- Contribuir a la liquidez financiera de empresas de todos los tamaños, para lo que se propone disminuir en 15% los Pagos Provisionales Mensuales que efectúan las empresas de menor tamaño por concepto de impuesto a la renta, y en 7% los que hacen las empresas más grandes. Esta medida permite, especialmente a las empresas más pequeñas, tener disponibles los recursos para invertir y realizar nuevas contrataciones.

- Ampliar los mecanismos de capacitación, a través de la implementación de medidas administrativas que permitan mejorar la calidad de los cursos de capacitación, reconociendo los estudios en centros de formación técnica. Esto, pues debe tenerse en cuenta que la capacitación de los trabajadores es un medio relevante para proteger el empleo o para reducir esa contingencia. Por ello, cuando la actividad de las empresas es más lenta, en vez de despedir a los trabajadores, los empresarios deben aprovechar la oportunidad para capacitarlos. Con este mismo fin, se plantea facilitar el uso de la franquicia tributaria, permitiendo que los gastos en capacitación se descuenten mes a mes de los pagos provisionales mensuales, acogiendo una antigua aspiración de las pequeñas y medianas empresas.

- Realizar un aporte extraordinario al Fondo Común Municipal de $26.000 millones, de manera de apoyar la gestión y proteger las inversiones de los municipios. 

El referido plan de estímulo fiscal de apoyo a la actividad económica implica mayores inversiones y gastos para el año 2009, por un total de US$1.485 millones, lo que equivale a un 1% del Producto Interno Bruto (PIB). A su vez, el total de las reducciones transitorias de ingresos fiscales producto del alivio tributario asciende a US$1.455 millones, equivalente también a un 1% del PIB. Como consecuencia de lo anterior, la meta del superávit estructural se reducirá temporalmente a cero por el año 2009, aplicando una política fiscal fuertemente contracíclica.

La Presidenta de la República, prosigue el Mensaje, al proponer las medidas asume un compromiso personal de trabajar para que cada peso de las nuevas inversiones se ejecute oportuna y eficientemente. Cuando en el mundo se habla de contracción, Chile cuenta con los medios y la determinación de fijarse tareas para el crecimiento, porque se estima que con estas medidas el crecimiento económico de 2009 será entre de entre un 2% y un 3%.

En el mismo sentido, se continuará trabajando por contar con un Estado más moderno y más ágil, de modo que los proyectos de inversión públicos o privados se aprueben oportunamente, procurando, además, hacerlo en un clima de unidad que permita trabajar unidos tras un objetivo común. Con ese fin, en el diseño del plan de estímulo fiscal han sido incorporados aportes de parlamentarios y expertos de todos los sectores.

En concreto, sintetiza el Mensaje, las medidas propuestas son las siguientes:

1.
Bono Extraordinario para las Familias de Menores Ingresos, de cargo fiscal, que no constituye remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no es imponible ni tributable ni está afecto a descuento alguno. Será pagado en una sola cuota en el mes de marzo de 2009, y tendrán derecho a él los beneficiarios de subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020 y  los beneficiarios de asignación familiar señalados en el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, y de la asignación maternal a que se refiere el artículo 4° del referido decreto con fuerza de ley, que perciban las antedichas asignaciones y cuyo ingreso mensual a diciembre de 2008 sea igual o inferior a $441.274.- El bono será de $40.000 por cada causante acreditado como tal al 31 de diciembre de 2008.

Igualmente, tendrán derecho a este bono las familias registradas en el Sistema de Protección Social “Chile Solidario”  al 31 de diciembre de 2008. En este caso cada familia tendrá derecho a un bono.

2.
Devolución Anticipada del Impuesto a la Renta. Se autoriza a los contribuyentes del Impuesto Global Complementario que cumplan con los requisitos establecidos en el proyecto, a percibir un anticipo de la devolución del impuesto a la renta que pudiere corresponderles por el año tributario 2010. Dicho anticipo tendrá un valor máximo de $250.000 y se pagará en el mes de septiembre del presente año. 

3.
Beneficios en materia de Impuesto de Timbres y Estampillas. Se eliminan transitoriamente, por el año 2009, las tasas establecidas en los artículos 1° numeral 3), 2° y 3° del decreto ley N° 3475, de 1980, sobre Impuesto de Timbres y Estampillas, y se autoriza su rebaja a la mitad durante el primer semestre de 2010.

4.
Modificaciones a los Incentivos a la Forestación. Se modifica el artículo 15 del decreto ley N° 2565, de 1979, del Ministerio de Agricultura, que reemplaza el decreto ley N° 701, sobre fomento forestal, con el objeto de ampliar las actividades sujetas a los incentivos de forestación y facultar a la Corporación Nacional Forestal para modificar, por los años 2009 y 2010, el valor de los costos de las actividades bonificables. Por esta vía se hace más atractiva la forestación, permitiendo la creación de mayor empleo en toda la cadena de producción de plantas.

5.
Rebaja Transitoria de los Pagos Provisionales Mensuales (PPM). Se autoriza una rebaja transitoria por el año 2009 de los PPM, respecto de los contribuyentes de primera categoría que ajusten anualmente sus tasas. Dicha rebaja será de un 15% respecto de las empresas pequeñas y medianas, y de un 7% para las de mayor tamaño. La categorización de las empresas se efectuará en función de los ingresos totales brutos que hubieren obtenido durante 2008.

6.
Fomento de la Capacitación de los Trabajadores. Con el fin de estimular la capacitación de los trabajadores en la actual coyuntura, el proyecto de ley permite que de manera transitoria las empresas de mayor tamaño descuenten los gastos incurridos en financiamiento de programas de capacitación a favor de los trabajadores contra los pagos provisionales mensuales. Tratándose de las pequeñas y medianas empresas, dicha autorización es de carácter permanente. 

7.
Aporte Extraordinario al Fondo Común Municipal. En el marco del proceso de modernización de los municipios, se contempla un aporte extraordinario al Fondo Común Municipal de $26.000 millones, destinados a apoyar la gestión de las municipalidades y a proteger sus inversiones a favor de las comunidades locales.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 

El Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco, efectuó una presentación del siguiente tenor:

“Plan de estímulo fiscal

Gobierno de Chile

Escenario internacional

- Para 2009 se espera un fuerte descenso en el ritmo de actividad económica mundial. 

- En 2009 el mundo podría experimentar el menor crecimiento en 50 años. 

- Consistente con este escenario, se ha producido una caída de golpe en los precios de los bienes commodities. 
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La crisis financiera internacional y nuestra economía

- Chile es una economía abierta. Lo que sucede en el mundo nos afecta directamente.

- La caída en el crecimiento mundial reduce la demanda por nuestras exportaciones.

- El deterioro en las condiciones financieras internacionales reduce las posibilidades de financiamiento de nuestras empresas.

- Todo esto determina que el shock que nuestra economía está enfrentando es de magnitudes inéditas.
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Algunas buenas noticias
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Medidas para reactivar la economía y proteger el empleo

Objetivos del plan

- Conjunto de medidas propuestas y su focalización apuntan a generar un rápido impacto en la economía nacional de forma tal de amortiguar los efectos de la crisis financiera internacional sobre nuestra economía.

- Lograr un crecimiento económico para Chile entre 2 y 3%. 

- Lograr que el empleo siga creciendo a tasas positivas. 

Pilares del plan

- Estímulos a la inversión y al consumo.

- Fortalecimiento del acceso al financiamiento de empresas.

- Apoyo a las personas.

- Fortalecimiento empleo y capacitación.
Contenido del proyecto de ley

Apoyo a las personas

- Pago de un bono especial de $40 mil por carga familiar para los beneficiarios del Subsidio Único Familiar (SUF y los receptores de la asignación familiar, y un bono para las familias del sistema Chile Solidario.

Este bono se pagará por una sola vez durante el mes de marzo para apoyar los gastos de uniformes, útiles escolares y otros desembolsos de inicio del año.

El bono se pagará para todos los beneficiarios a través del INP directamente o a través de las entidades bancarias con las cuales celebre convenios. 

Beneficiará a más de 3 millones 500 mil personas (1.700.000 familias).

Costo fiscal: US$ 224 millones.

- El plan contempla la devolución anticipada en septiembre del impuesto a la renta correspondiente al año tributario 2010 para contribuyentes personas naturales que en los años tributarios anteriores hayan obtenido una devolución a su favor.

Beneficiará a más de 1.000.000 de personas.

Equivaldrá a un 50% de la devolución recibida en promedio en los años antes indicados, con un tope máximo de $ 250.000.

Esta medida implicará una menor recaudación transitoria en 2009 de US$ 220 millones.

Estímulos a la inversión y al consumo

- Eliminar el impuesto de timbres y estampillas en todas las operaciones de crédito en 2009 y reducción de la tasa a la mitad (0.6% del capital) en el primer semestre de 2010. 

Costo fiscal: US$ 628 millones en 2009. 

- Incrementar transitoriamente los beneficios del DL 701 de incentivo a la forestación aumentando las superficies sujetas a la bonificación e incluyendo especies aptas para la producción de biomasa. 

Costo fiscal: US$ 20 millones en 2009. 

- Aportar extraordinariamente US $41 millones al Fondo Común Municipal, que serán destinados a apoyar su tarea de servicio e inversión en las comunidades locales.
Fortalecimiento financiamiento de empresas y del empleo

- Reducir transitoriamente el PPM en 15% para pequeñas y medianas empresas, y en 7% para las de mayor tamaño durante 2009. 

Menor recaudación en 2009 de US$ 460 millones.

- Permitir descontar el gasto mensual en capacitación del PPM de las grandes empresas transitoriamente, y permanentemente para pequeñas y medianas empresas. 

Menor recaudación transitoria en 2009: US$147 millones en 2009.

Resumen situación fiscal 2009

- Fuentes de financiamiento mayor gasto público:

Mayores ingresos producto de la depreciación del tipo de cambio (equivalente a 0,5% del PIB) y la reducción transitoria de la meta de superávit estructural de 0,5% a 0% del PIB el año 2009.

- Por tratarse de reducciones transitorias de ingreso, las bajas tributarias no inciden en los ingresos estructurales. 

- La estrategia fiscal contracíclica para estimular el empleo y el crecimiento compromete recursos por más US$ 4.000 millones equivalentes al 2,8% del PIB.

- Con el plan el gobierno proyecta un equilibrio estructural para las cuentas públicas el año 2009, un crecimiento del gasto público de 10,7% real y un déficit fiscal efectivo de 2,9% del PIB. 

- Este plan será financiado con la utilización de recursos del Fondo de Estabilización Económica y Social y la utilización de la facultad de emisión de bonos autorizada en la Ley de Presupuestos 2009.”.

Finalizó su exposición señalando que, a modo de ejemplo, en el caso de Estados Unidos el déficit fiscal efectivo proyectado para el año 2009 asciende al 11% del PIB.

Enseguida, resaltó que otras materias, no incluidas en el presente proyecto de ley, que también forman parte del plan de estímulo fiscal anunciado por S.E. la señora Presidenta de la República, son las relativas al subsidio al trabajo, por una parte, y a la capitalización de Codelco, por otra.

La Subsecretaria de Hacienda, señora María Olivia Recart, precisó, respecto de las medidas de fomento forestal contenidas en la iniciativa, que los  objetivos son que el Gobierno pueda fijar, de manera transitoria durante los próximos dos años, la tabla de costos que por ley debe fijar en el mes de julio de cada año; incorporar dentro de las actividades bonificables la reparación de cercas, que hasta el día de hoy no se encuentran incluidas; e incluir como parte del costo de forestación la prima de los seguros que al efecto se contratan.

Dichas medidas permitirán efectuar modificaciones reglamentarias que, a la postre, harán menos restrictiva la aplicación de la ley sobre los beneficiarios. 

Ante una consulta del Honorable Senador señor Ominami, los representantes del Ejecutivo expresaron que los beneficiarios del bono especial que la iniciativa consulta equivalen, aproximadamente, al 40% de la población más pobre del país.

Por otra parte, el Honorable Senador señor García hizo ver a los representantes del Ejecutivo su inquietud respecto de las siguientes materias: la falta de pago, a nivel nacional, a los contratistas del Ministerio de Obras Públicas (MOP), a los profesionales o funcionarios de los Servicios de Salud y el Servicio Nacional de Menores, y de las prestaciones correspondientes al denominado bono post laboral; así como sobre la falta de ejecución de los programas de vivienda contemplados en la ley de presupuestos.

El Honorable Senador señor Ominami manifestó sus aprehensiones acerca de dos aspectos, el primero de ellos abordado en el presente proyecto: 

- Conocer la información precisa sobre la recaudación del impuesto de timbres y estampillas, que normalmente ha sido mayoritariamente asociada a las grandes empresas. Los recursos por esta vía percibidos, indicó, deberían ser objeto de inversiones más focalizadas.   

- La situación de las empresas de factoring no bancario que, a su juicio, muchas veces realizan operaciones más cercanas a la usura que a las operaciones de créditos normales del mercado. Su profunda preocupación a estos efectos, hizo ver, lo ha llevado a presentar una moción que busca abordar el problema.

El señor Ministro de Hacienda señaló que respecto del atraso en los pagos aludidos por el Honorable Senador señor García, el Ejecutivo se encuentra próximo a emitir un instructivo en pos de la regularización de las situaciones de mora existentes. Sobre la ejecución de los programas de vivienda, en particular, ratificó la gran importancia que connotan en materia de impacto social, empleo y fomento a las pequeñas y medianas empresas, por lo que su implementación es un asunto en el que el Gobierno actuará en consecuencia.   

Por otro lado, compartió la aprehensión dada a conocer por el Honorable Senador señor Ominami en relación a las empresas de factoring no bancario. Ante ello, la decisión que se ha tomado es que el acceso a las líneas de crédito sólo será permitido para aquellas empresas de factoring que se encuentren inscritas en la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

Finalmente, comprometió el envío de la información solicitada.

En votación, en general, el proyecto de ley fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

- - -
DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación se transcriben los artículos del proyecto y se deja constancia de los acuerdos adoptados sobre cada uno de ellos, así como de las indicaciones formuladas a su respecto.

Artículo 1º


Dispone lo siguiente:

“Artículo 1°.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario a los beneficiarios de subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020 y a los beneficiarios de asignación familiar señalados en el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, y de la asignación maternal a que se refiere el artículo 4° del referido decreto con fuerza de ley, que perciban las referidas asignaciones por tener ingresos iguales o inferiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.987. El bono será de $ 40.000 por cada causante que el beneficiario tenga acreditado como tal al 31 de diciembre de 2008. Cada causante sólo dará derecho a un bono, aun cuando el beneficiario estuviere acogido a diversos regímenes previsionales y desempeñare trabajos diferentes y aun cuando pudiere ser invocado en dicha calidad por más de un beneficiario. En este último evento se preferirá siempre a la madre beneficiaria.

En las situaciones previstas en los incisos segundo y tercero del artículo 7° del citado decreto con fuerza de ley N° 150, el beneficiario que perciba el bono a que se refiere el inciso anterior estará obligado, en un plazo máximo de 30 días contados desde que lo reciba, a entregarlo a quien al 31 de diciembre de 2008 se encuentre recibiendo el pago efectivo de las respectivas asignaciones. 

Igualmente, tendrán derecho a un bono de $40.000 por familia, aquellas que, al 31 de diciembre de 2008, estén registradas en el Sistema de Protección Social “Chile Solidario”, y no se encuentren en el supuesto del artículo 7° de la ley N° 19.949, las que, en cuanto al monto del bono, se regirán por el inciso anterior. 

El referido bono no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno. 

El bono establecido en este artículo será de cargo fiscal y se pagará en una sola cuota en el mes de marzo de 2009 por el Instituto de Normalización Previsional. Al efecto, el Instituto de Normalización Previsional podrá celebrar convenios directos con una o más entidades bancarias que cuenten con una red de sucursales que garantice la cobertura nacional. 

A quienes perciban indebidamente el bono extraordinario que otorga este artículo, ocultando datos o proporcionando datos falsos u omitiendo la obligación prevista en el inciso segundo, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles. Además, el infractor deberá restituir las sumas indebidamente percibidas, reajustadas de conformidad a la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución. 

Para efectos de la adecuada implementación del bono extraordinario a que se refiere este artículo respecto de los beneficiarios señalados en el inciso primero, la Superintendencia de Seguridad Social tendrá las facultades concedidas en el artículo 26 del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y en el artículo 2° de la ley N° 18.611. Tratándose de los beneficiarios del inciso tercero, el Ministerio de Planificación tendrá las facultades concedidas en la ley N° 19.949.”.

En votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

Artículo 2º





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 2°.- Autorízase a los contribuyentes del Impuesto Global Complementario a percibir un anticipo de la devolución de impuesto a la renta que pudiere corresponderles por el año tributario 2010, el que será pagado en el mes de septiembre de 2009, con sujeción a los requisitos que a continuación se indican: 

a) Que en el año tributario 2009 les haya correspondido la devolución del saldo que resultó a su favor conforme a lo establecido en el artículo 97 de la Ley sobre Impuesto a la Renta y que hayan presentado ese año su declaración anual de impuestos.

b) Que lo soliciten por medios electrónicos con anterioridad al 15 de septiembre de 2009, en la forma y plazo que establecerá el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, la que deberá dictarse en un plazo no superior a seis meses contados desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

El anticipo será por el equivalente al 50% de la tercera parte de la suma de las devoluciones del saldo a que se refiere el artículo 97 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, a que tenga o haya tenido derecho el contribuyente por los años tributarios 2007, 2008 y 2009. Para estos efectos, las devoluciones se convertirán a unidades tributarias mensuales, considerando el valor de la unidad del mes de marzo del año tributario respectivo, y reconvirtiéndolas a pesos considerando el valor de la unidad tributaria del mes de agosto de 2009. En ningún caso, el monto del anticipo será superior a $ 250.000 por cada contribuyente, ni procederá si la suma resultante conforme a las disposiciones de este artículo fuese inferior a $ 20.000. 

No tendrán derecho al anticipo los contribuyentes que: 

a) Al 31 de julio de 2009 no hayan concurrido a uno o más requerimientos del Servicio de Impuestos Internos, o

b) Se encuentren denunciados, querellados o cumpliendo la pena correspondiente por delitos tributarios. 

Los contribuyentes que perciban el anticipo deberán incluirlo en su declaración de impuestos anuales a la renta del año tributario 2010, reajustado de acuerdo con el porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la fecha de pago del anticipo y el mes anterior al de dicha declaración. Para todos los efectos, este anticipo tendrá el carácter de Impuesto Global Complementario de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

La obligación de pago del anticipo a que se refiere este artículo, no será compensada por el Tesorero General de la República conforme a lo dispuesto por el artículo 6° del decreto con fuerza de ley N°1, de 1994, de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado del Estatuto Orgánico del Servicio de Tesorerías, pero será objeto de las retenciones judiciales que procedan.”.

En votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

Artículo 3º





Dispone, de modo literal, lo siguiente:

“Artículo 3°.- Disminúyense transitoriamente las tasas establecidas en los artículos 1°, numeral 3), 2° y 3° del decreto ley N°3.475, de 1980, que contiene la ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas, de la siguiente manera: 

a) A cero (0), respecto de los impuestos que se devenguen a contar del día 1 de enero de 2009 y hasta el día 31 de diciembre de 2009, ambos incluidos, y

b) A la mitad, respecto de los impuestos que se devenguen a contar del día 1 de enero de 2010 y hasta el día 30 de junio de 2010, ambos incluidos.

En el caso del impuesto establecido en el artículo 3° precitado, la reducción de tasas se aplicará aun cuando su devengo se produzca con posterioridad al período indicado en el inciso anterior, siempre que la aceptación del respectivo documento de destinación aduanera o de ingreso a zona franca de la mercadería, se realice dentro de los períodos señalados.  

Para los efectos de determinar el tributo que corresponda conforme al artículo 24 N°17 del citado decreto ley, se considerará que las operaciones o documentos objeto de refinanciamiento, cuyos impuestos se hayan devengado durante la vigencia de las tasas rebajadas a que se refiere este artículo, se vieron afectados por las tasas que hubiese correspondido aplicar de no mediar la disminución de tasas establecida por este artículo. Asimismo, para efectos de lo dispuesto en el artículo 2° bis del referido decreto ley, las líneas de emisión de bonos o de títulos de deuda de corto plazo cuya primera colocación tenga lugar dentro de los períodos indicados en las letras a) y b) del inciso primero, mantendrán la determinación de los impuestos aplicables a las colocaciones acogidas a la línea hasta completar la tasa de 1,2%, sin perjuicio que las colocaciones efectuadas en los períodos señalados se beneficien con las tasas rebajadas correspondientes.

No procederá el cobro de los impuestos establecidos en los artículos a que se refiere el inciso primero de este artículo, que se hayan devengado entre el 1 de enero de 2009 y la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial, como tampoco de los respectivos intereses y multas que correspondan a tales tributos. Asimismo, de haberse efectuado durante tal período el recargo o retención de los tributos, ellos no deberán enterarse en arcas fiscales, en cuanto se hayan restituido por el sujeto, responsable o agente retenedor, a las personas que soportaron el gravamen, circunstancia que deberá acreditarse ante el Servicio de Impuestos Internos, cuando éste lo solicite. En caso que dichos impuestos hayan sido declarados y pagados por los sujetos, responsables de su pago o agentes de retención, procederá su devolución al declarante sin más antecedentes que la acreditación de que los impuestos pagados corresponden a los tributos beneficiados por la rebaja de tasas a que se refiere este artículo, lo cual deberá solicitarse conforme a lo dispuesto por el artículo 126 N°3, del Código Tributario. Las sumas así restituidas deberán ser reembolsadas por el solicitante a las personas que efectivamente soportaron el gravamen antes del vencimiento del mes siguiente a aquél en que ha tenido lugar la devolución.”.

En votación este artículo, fue aprobado por cuatro votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei y García, y se abstuvo el Honorable Senador señor Ominami.

Artículo 4º

“Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 15 del decreto ley N° 2.565, de 1979, del Ministerio de Agricultura  que reemplazó el texto del decreto ley N° 701, sobre Fomento Forestal:

a) Agrégase en su inciso primero, a continuación de la frase “actividades de preparación y cercado de terreno” la siguiente “mediante cercos nuevos y,o reparados,”

b) Intercálase en su inciso primero entre las frases “labores de protección” y “y los gastos generales asociados a las actividades bonificables” la siguiente “, costo de primas de seguros forestales”.

c) Agrégase el siguiente inciso final:

“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero, facúltase a la Corporación Nacional Forestal para que, durante los años 2009 y 2010,  pueda modificar en el transcurso de dichos años el valor de los costos de las actividades bonificables fijados para cada temporada. Dichas modificaciones deberán contar siempre con la aprobación previa de los Ministerios de Agricultura y Hacienda.”.”.

Sobre este artículo recayó una indicación, del Honorable Senador señor Horvath, para agregar, en la letra c), entre las palabras “actividades bonificables” y “fijados para”, la siguiente frase: “directamente relacionadas con la forestación”.

La indicación fue rechazada por tres votos en contra y dos abstenciones. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Ominami, y se abstuvieron los Honorables Senadores señora Matthei y señor García.

En votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

Artículo 5º





Su tenor literal es el que sigue:

“Artículo 5°.- Rebájanse transitoriamente los pagos provisionales mensuales del Impuesto de Primera Categoría cuyas tasas se ajusten anualmente, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 84 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974, que deban declararse y pagarse por los ingresos brutos percibidos o devengados a partir del mes de enero de 2009 y hasta el mes de diciembre de 2009, ambos incluidos, de la siguiente forma:

a) En 15%, respecto de la cantidad que corresponda pagar a los contribuyentes que en el año calendario 2008 hubiesen obtenido ingresos brutos totales iguales o inferiores al equivalente a 100.000 unidades de fomento, y

b) En 7%, respecto de la cantidad que corresponda pagar a los contribuyentes que en el año calendario 2008 hubiesen obtenido ingresos brutos totales superiores al equivalente a 100.000 unidades de fomento o que hayan iniciado actividades a partir del 1 de enero de 2008.

Para los efectos de lo establecido en este artículo, los ingresos brutos de cada mes se expresarán en unidades de fomento según el valor que haya tenido dicha unidad el último día del mes a que correspondan. 

La rebaja transitoria del monto de los pagos provisionales mensuales dispuesta en este artículo, no se considerará para los efectos de fijar las tasas de pagos provisionales mensuales que deban aplicarse a partir del mes de mayo de 2010, las que se determinarán conforme a las reglas generales del artículo 84 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

La rebaja transitoria de pagos provisionales dispuesta en este artículo, será incompatible con la aplicación de cualquier otra disposición legal o reglamentaria que permita rebajar las tasas determinadas conforme al referido artículo 84, ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 90, ambos de la Ley sobre Impuesto a la Renta.”.

En votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

Artículo 6º





Dispone lo que sigue:

“Artículo 6°.- Autorízase por el año 2009 a los contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que conforme a lo dispuesto por la ley N° 19.518, tengan derecho a deducir, como crédito contra el referido impuesto, los gastos incurridos en el financiamiento de programas de capacitación desarrollados en el territorio nacional a favor de sus trabajadores, para efectuar tal deducción contra los pagos provisionales mensuales, de acuerdo a las siguientes reglas:

a) El monto a deducir como crédito en la declaración de cada mes, será el menor entre:

i) El de los gastos de capacitación que el contribuyente haya efectuado en el mes que corresponda a la declaración en que se lleve a cabo la deducción, que cumplan con los requisitos dispuestos por la ley N° 19.518, y sus normas reglamentarias;

ii) El equivalente al 1% de las remuneraciones imponibles a que se refiere la ley N° 19.518, y sus normas reglamentarias, del mes que corresponda a la declaración en que se efectúa la deducción. Dichas remuneraciones deberán acreditarse, a solicitud del Servicio de Impuestos Internos, mediante los libros de remuneraciones del contribuyente, planillas de pagos de cotizaciones u otros antecedentes, en la forma y plazo que éste determine, y

iii) El que resulte de dividir, el crédito por gastos de capacitación de la ley N° 19.518 imputado por el contribuyente al Impuesto de Primera Categoría en el año tributario anterior, por doce, o por el número menor de meses en que el contribuyente hubiese efectuado actividades en el año comercial respectivo. Para estos efectos, el crédito imputado en el año anterior se reajustará en el porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el mes de noviembre del año anterior a la declaración anual que corresponda y el mes anterior a la declaración mensual en que se efectúe la deducción. En el caso que en el año tributario anterior, el contribuyente no hubiese imputado crédito por gastos de capacitación, este monto será el equivalente a 5% de los pagos provisionales que deban pagarse en la declaración respectiva.

b) El crédito determinado conforme a lo dispuesto en la letra anterior se imputará a los pagos provisionales mensuales que deban declararse y pagarse en el mes respectivo. Si de esta imputación resultare un remanente, éste podrá deducirse de la misma forma en el período mensual inmediatamente siguiente, conjuntamente con el crédito de ese mes, de haberlo, y así sucesivamente, hasta los pagos provisionales mensuales que correspondan al mes de diciembre de ese mismo año comercial. El remanente se reajustará en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes respecto del cual se generó dicho remanente y el mes a que correspondan los pagos provisionales a los que se imputa. Si al efectuar la imputación señalada respecto de los pagos provisionales mensuales que correspondan al mes de diciembre del año comercial respectivo resulta un remanente, éste podrá imputarse en la declaración anual en los términos del artículo 88 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Con todo, la suma de los créditos imputados en el año conforme a este artículo y reajustados de acuerdo a lo establecido en el literal b) del inciso anterior, no podrá exceder del monto del beneficio que se determine conforme a lo dispuesto por la ley N° 19.518, por lo que, de producirse un exceso, el contribuyente deberá restituirlo en su declaración anual de impuestos respectiva. La suma que se deba reintegrar conforme a lo dispuesto precedentemente, debidamente reajustada en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al de su declaración y pago y el de la referida declaración anual, se considerará para tales efectos, y para la aplicación de sanciones, como un impuesto sujeto a retención o recargo. Si de la comparación entre la suma de los créditos imputados mensualmente en el año y el crédito determinado conforme a la ley N° 19.518, resulta una diferencia a favor del contribuyente, ésta se imputará en la declaración anual respectiva de acuerdo a lo dispuesto por la referida ley. 

Lo dispuesto en este artículo regirá respecto de los pagos provisionales que deban declararse y pagarse a partir del mes subsiguiente al de la publicación de esta ley en el Diario Oficial, por los contribuyentes que tengan la calidad de facturadores electrónicos, utilicen el portal para micro, pequeñas y medianas empresas habilitado por el Servicio de Impuestos Internos en Internet y, en todo caso, deban presentar sus declaraciones mensuales de impuestos por Internet, quienes podrán efectuar la deducción a que se refiere este artículo respecto de los pagos provisionales obligatorios que deban declararse y pagarse a contar de dicho mes. Respecto de los demás contribuyentes, lo dispuesto en este artículo regirá a contar de la declaración que corresponda al mes siguiente al de publicación en el Diario Oficial de la resolución del Servicio de Impuestos Internos que comunique la disponibilidad del mecanismo de deducción para las declaraciones efectuadas mediante formularios impresos, la que deberá dictarse en un plazo no superior a tres meses contados desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Los gastos de capacitación en que el contribuyente haya incurrido entre el 1 de enero de 2009 y la fecha en que pueda acceder a la deducción autorizada en este artículo, conforme a la vigencia establecida en este inciso, podrán deducirse, reajustados de la forma prevista en el literal b) del inciso primero para los remanentes, a contar de la primera declaración mensual en que se autoricen tales deducciones. 

No obstante la vigencia transitoria dispuesta en el inciso primero, los contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta podrán efectuar la deducción autorizada en este artículo, en los años 2010 y siguientes, siempre que, en el respectivo año tributario anterior, hubiesen obtenido ingresos brutos totales iguales o inferiores al equivalente a 100.000 unidades de fomento. Para estos efectos, los ingresos brutos de cada mes se expresarán en unidades de fomento según el valor que haya tenido dicha unidad el último día del mes a que correspondan.”.

En votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

Artículo 7º





Su tenor literal es el que sigue:

“Artículo 7º.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, a contar del primer día del mes siguiente al de entrada en vigencia de la presente ley, mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, efectúe durante el año 2009 y por una sola vez, un aporte extraordinario al Fondo Común Municipal a que se refiere el artículo 14 de ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, por un monto de $ 26.000 millones.”.

La Honorable Senadora señora Matthei manifestó su aprehensión respecto de la forma en que serán gastados estos recursos, pues al ser entregados a los municipios existe el riesgo, en algunos de ellos, de que sean mal usados para fines completamente ajenos al interés comunal, como, por ejemplo, alguna campaña política.

El Director de Presupuestos, señor Alberto Arenas, indicó que el Ejecutivo, durante bastante tiempo, ha recibido solicitudes de mayores recursos por parte de la Asociación Chilena de Municipalidades. Acogiendo dichas solicitudes, ya en los años 2007 y 2008 ha hecho entrega de fondos en este sentido, los que para el presente año 2009, en mérito de la crisis financiera y por medio del presente proyecto, se plantea puedan ser adelantados, y aumentados, para el primer semestre.

El posterior gasto de estos recursos, que pasan a formar parte del Fondo Común Municipal, añadió, se encuentra sujeto a lo prescrito por la Ley de Rentas Municipales, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 14 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

Sin perjuicio de lo expuesto, dejó expresa constancia que con el objeto de cautelar la adecuada inversión de los aportes que, en virtud de lo establecido en este artículo 7º, efectúe al Fondo Común Municipal, el Ejecutivo asume el compromiso de que el Ministerio de Hacienda, en conjunto con el Ministerio del Interior, emitirán, previo a su entrega y vía oficio, un instructivo a los municipios en orden a que los recursos que hayan sido aportados por el Gobierno deberán ser debidamente utilizados y, en consecuencia, preferentemente gastados en aquellas necesidades que la ley dispone sean satisfechas con estos recursos. De todo ello el respectivo municipio deberá enviar información al Ministerio del Interior, la que, a su vez, será remitida a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional.

El Honorable Senador señor García destacó lo relevante que sería contar con la presencia del señor Contralor General de la República, a fin de conocer su mirada respecto de la forma en que es llevada a cabo la inversión de los recursos por parte de las municipalidades a lo largo del país. 

En votación este artículo, fue aprobado por tres votos a favor y dos abstenciones. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona, Frei y García, y se abstuvieron los Honorables Senadores señora Matthei y señor Ominami.

Artículo transitorio

Dispone, de modo literal, lo siguiente:

“Artículo único transitorio.- El mayor gasto que represente durante el año 2009 la aplicación de los artículos 1º y 7° de esta ley, incrementará en el monto que resulte, la suma del valor neto correspondiente a que se refiere el artículo 4º de la ley Nº 20.314, y se financiará con cargo al producto de la venta de activos financieros del Tesoro Público.

Para la aplicación de lo dispuesto en el artículo 2º, créase la asignación 007 “Anticipo Impuesto Global Complementario Año 2010”, en el ítem 50-01-01-09-007 del Programa Ingresos Generales de la Nación de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos vigente.”. 

En votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.


Finalmente, la Comisión conoció una indicación del Honorable Senador señor Horvath, para agregar el siguiente artículo, nuevo:


“Art…- Los beneficios de esta ley incluirán a las personas naturales y PYMES que tengan deudas tributarias, previsionales, financieras, comerciales, bancarias y que estén en DICOM, con el compromiso formal que permita resolver su situación.”.


El Honorable Senador señor García comentó que, en su opinión, esta indicación no se justificaría, por cuanto el presente proyecto no contempla, para acceder a sus beneficios, requisitos como hallarse un contribuyente al día en DICOM o en sus obligaciones financieras o comerciales, sino que basta con cumplir con las exigencias que a lo largo del articulado se detallan. De esta forma, la inquietud del autor de la indicación se encontraría perfectamente a salvo.


La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión. 

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 6 de enero de 2009,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“El presente Proyecto de Ley establece medidas transitorias de incentivo tributario, concede un bono extraordinario para las familias de menores ingresos y establece un conjunto de medidas de apoyo a la inversión y al empleo. En particular, el proyecto:

1. Concede, por una sola vez, un bono extraordinario a los beneficiarios de subsidio familiar establecido en la Ley N°18.020 y a los beneficiarios de asignación familiar señalados en el artículo 2° del DFL N°150, de 1982, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, y de la asignación maternal a que se refiere el artículo 4° del referido DFL, que al 31 de diciembre de 2008 perciban el subsidio o las asignaciones ya mencionadas. El bono será de $40.000 por cada causante que el beneficiario tenga acreditado como tal al 31 de diciembre de 2008. Igualmente, tendrán derecho a un bono por familia, las registradas en el Sistema de Protección Social “Chile Solidario” al 31 de diciembre de 2008. 

Esta medida tiene un costo fiscal de $138.946 millones en 2009. 

2. Autoriza a los contribuyentes del Impuesto Global Complementario a percibir un anticipo de la devolución de impuesto a la renta que pudiere corresponderles por el año tributario 2010, el que será pagado en el mes de septiembre de 2009. El anticipo será por el equivalente al 50% de la tercera parte de la suma de las devoluciones del saldo a que se refiere el artículo 97 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, a que tenga o haya tenido derecho el contribuyente por los años tributarios 2007, 2008 y 2009. En ningún caso, el monto del anticipo será superior a $250.000 por cada contribuyente, ni procederá si la suma resultante conforme a las disposiciones de este número fuese inferior a $20.000.

Esto implicará menores ingresos fiscales en 2009 por aproximadamente $139.000 millones, los que se registrarán en la asignación 007 "Anticipo Impuesto Global Complementario Año 2010", en el ítem 50-01-01-09-007 del Programa Ingresos Generales de la Nación de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos vigente.

3. Disminuye las tasas establecidas en los artículos 1°, número 3), 2° y 3°, del Decreto Ley N°3.475, de 1980, que contiene la ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas, de la siguiente manera:

a) A cero, respecto de los impuestos que se devenguen a contar del día 1° de enero de 2009 y hasta el día 31 de diciembre de 2009, ambos incluidos, y

b) A la mitad, respecto de los impuestos que se devenguen a contar del día 1° de enero de 2010 y hasta el día 30 de junio de 2010, ambos incluidos.

Esto implicará menores ingresos fiscales en 2009 por aproximadamente $396.000 millones.

4. Introduce modificaciones al artículo 15 del DL N° 2565, de 1979, del Ministerio de Agricultura, que reemplaza el texto del DL N°701 sobre fomento forestal con el objeto de ampliar las actividades sujetas a los incentivos de forestación y facultar a la Corporación Nacional Forestal para que durante los años 2009 y 2010 pueda modificar el valor de los costos de las actividades bonificables para cada temporada.

Se estima que esta medida implique un costo fiscal aproximado de $12.600 millones en 2009.

5. Rebaja transitoriamente los pagos provisionales mensuales del Impuesto de Primera Categoría cuyas tasas se ajustan anualmente, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 84 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del Decreto Ley N° 824, de 1974, que deban declararse y pagarse por los ingresos brutos percibidos o devengados a partir del mes de enero de 2009 y hasta el mes de diciembre de 2009, ambos incluidos. 

Esto implicará menores ingresos fiscales en 2009 por aproximadamente $290.000 millones. 

6. Autoriza a los contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que conforme a lo dispuesto por la Ley N°19.518, tengan derecho a deducir, como crédito contra el referido impuesto, los gastos incurridos en el financiamiento de programas de capacitación desarrollados en el territorio nacional a favor de sus trabajadores, para efectuar tal deducción contra los pagos provisionales mensuales.

Esto implicará menores ingresos fiscales en 2009 por aproximadamente $93.000 millones.

7. Faculta al Ministro de Hacienda para hacer un aporte extraordinario al Fondo Común Municipal a que se refiere el artículo 14 de Ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, durante 2009 y por una sola vez, por un monto de $26.000 millones.”. 

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación  del proyecto de ley en informe, en general y en particular, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario a los beneficiarios de subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020 y a los beneficiarios de asignación familiar señalados en el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, y de la asignación maternal a que se refiere el artículo 4° del referido decreto con fuerza de ley, que perciban las referidas asignaciones por tener ingresos iguales o inferiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.987. El bono será de $ 40.000 por cada causante que el beneficiario tenga acreditado como tal al 31 de diciembre de 2008. Cada causante sólo dará derecho a un bono, aun cuando el beneficiario estuviere acogido a diversos regímenes previsionales y desempeñare trabajos diferentes y aun cuando pudiere ser invocado en dicha calidad por más de un beneficiario. En este último evento se preferirá siempre a la madre beneficiaria.

En las situaciones previstas en los incisos segundo y tercero del artículo 7° del citado decreto con fuerza de ley N° 150, el beneficiario que perciba el bono a que se refiere el inciso anterior estará obligado, en un plazo máximo de 30 días contados desde que lo reciba, a entregarlo a quien al 31 de diciembre de 2008 se encuentre recibiendo el pago efectivo de las respectivas asignaciones. 

Igualmente, tendrán derecho a un bono de $40.000 por familia, aquellas que, al 31 de diciembre de 2008, estén registradas en el Sistema de Protección Social “Chile Solidario”, y no se encuentren en el supuesto del artículo 7° de la ley N° 19.949, las que, en cuanto al monto del bono, se regirán por el inciso anterior. 

El referido bono no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno. 

El bono establecido en este artículo será de cargo fiscal y se pagará en una sola cuota en el mes de marzo de 2009 por el Instituto de Normalización Previsional. Al efecto, el Instituto de Normalización Previsional podrá celebrar convenios directos con una o más entidades bancarias que cuenten con una red de sucursales que garantice la cobertura nacional. 

A quienes perciban indebidamente el bono extraordinario que otorga este artículo, ocultando datos o proporcionando datos falsos u omitiendo la obligación prevista en el inciso segundo, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles. Además, el infractor deberá restituir las sumas indebidamente percibidas, reajustadas de conformidad a la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución. 

Para efectos de la adecuada implementación del bono extraordinario a que se refiere este artículo respecto de los beneficiarios señalados en el inciso primero, la Superintendencia de Seguridad Social tendrá las facultades concedidas en el artículo 26 del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y en el artículo 2° de la ley N° 18.611. Tratándose de los beneficiarios del inciso tercero, el Ministerio de Planificación tendrá las facultades concedidas en la ley N° 19.949.

Artículo 2°.- Autorízase a los contribuyentes del Impuesto Global Complementario a percibir un anticipo de la devolución de impuesto a la renta que pudiere corresponderles por el año tributario 2010, el que será pagado en el mes de septiembre de 2009, con sujeción a los requisitos que a continuación se indican: 

a) Que en el año tributario 2009 les haya correspondido la devolución del saldo que resultó a su favor conforme a lo establecido en el artículo 97 de la Ley sobre Impuesto a la Renta y que hayan presentado ese año su declaración anual de impuestos.

b) Que lo soliciten por medios electrónicos con anterioridad al 15 de septiembre de 2009, en la forma y plazo que establecerá el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, la que deberá dictarse en un plazo no superior a seis meses contados desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

El anticipo será por el equivalente al 50% de la tercera parte de la suma de las devoluciones del saldo a que se refiere el artículo 97 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, a que tenga o haya tenido derecho el contribuyente por los años tributarios 2007, 2008 y 2009. Para estos efectos, las devoluciones se convertirán a unidades tributarias mensuales, considerando el valor de la unidad del mes de marzo del año tributario respectivo, y reconvirtiéndolas a pesos considerando el valor de la unidad tributaria del mes de agosto de 2009. En ningún caso, el monto del anticipo será superior a $ 250.000 por cada contribuyente, ni procederá si la suma resultante conforme a las disposiciones de este artículo fuese inferior a $ 20.000. 

No tendrán derecho al anticipo los contribuyentes que: 

a) Al 31 de julio de 2009 no hayan concurrido a uno o más requerimientos del Servicio de Impuestos Internos, o

b) Se encuentren denunciados, querellados o cumpliendo la pena correspondiente por delitos tributarios. 

Los contribuyentes que perciban el anticipo deberán incluirlo en su declaración de impuestos anuales a la renta del año tributario 2010, reajustado de acuerdo con el porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la fecha de pago del anticipo y el mes anterior al de dicha declaración. Para todos los efectos, este anticipo tendrá el carácter de Impuesto Global Complementario de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

La obligación de pago del anticipo a que se refiere este artículo, no será compensada por el Tesorero General de la República conforme a lo dispuesto por el artículo 6° del decreto con fuerza de ley N°1, de 1994, de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado del Estatuto Orgánico del Servicio de Tesorerías, pero será objeto de las retenciones judiciales que procedan.

Artículo 3°.- Disminúyense transitoriamente las tasas establecidas en los artículos 1°, numeral 3), 2° y 3° del decreto ley N°3.475, de 1980, que contiene la ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas, de la siguiente manera: 

a) A cero (0), respecto de los impuestos que se devenguen a contar del día 1 de enero de 2009 y hasta el día 31 de diciembre de 2009, ambos incluidos, y

b) A la mitad, respecto de los impuestos que se devenguen a contar del día 1 de enero de 2010 y hasta el día 30 de junio de 2010, ambos incluidos.

En el caso del impuesto establecido en el artículo 3° precitado, la reducción de tasas se aplicará aun cuando su devengo se produzca con posterioridad al período indicado en el inciso anterior, siempre que la aceptación del respectivo documento de destinación aduanera o de ingreso a zona franca de la mercadería, se realice dentro de los períodos señalados.  

Para los efectos de determinar el tributo que corresponda conforme al artículo 24 N°17 del citado decreto ley, se considerará que las operaciones o documentos objeto de refinanciamiento, cuyos impuestos se hayan devengado durante la vigencia de las tasas rebajadas a que se refiere este artículo, se vieron afectados por las tasas que hubiese correspondido aplicar de no mediar la disminución de tasas establecida por este artículo. Asimismo, para efectos de lo dispuesto en el artículo 2° bis del referido decreto ley, las líneas de emisión de bonos o de títulos de deuda de corto plazo cuya primera colocación tenga lugar dentro de los períodos indicados en las letras a) y b) del inciso primero, mantendrán la determinación de los impuestos aplicables a las colocaciones acogidas a la línea hasta completar la tasa de 1,2%, sin perjuicio que las colocaciones efectuadas en los períodos señalados se beneficien con las tasas rebajadas correspondientes.

No procederá el cobro de los impuestos establecidos en los artículos a que se refiere el inciso primero de este artículo, que se hayan devengado entre el 1 de enero de 2009 y la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial, como tampoco de los respectivos intereses y multas que correspondan a tales tributos. Asimismo, de haberse efectuado durante tal período el recargo o retención de los tributos, ellos no deberán enterarse en arcas fiscales, en cuanto se hayan restituido por el sujeto, responsable o agente retenedor, a las personas que soportaron el gravamen, circunstancia que deberá acreditarse ante el Servicio de Impuestos Internos, cuando éste lo solicite. En caso que dichos impuestos hayan sido declarados y pagados por los sujetos, responsables de su pago o agentes de retención, procederá su devolución al declarante sin más antecedentes que la acreditación de que los impuestos pagados corresponden a los tributos beneficiados por la rebaja de tasas a que se refiere este artículo, lo cual deberá solicitarse conforme a lo dispuesto por el artículo 126 N°3, del Código Tributario. Las sumas así restituidas deberán ser reembolsadas por el solicitante a las personas que efectivamente soportaron el gravamen antes del vencimiento del mes siguiente a aquél en que ha tenido lugar la devolución. 

Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 15 del decreto ley N° 2.565, de 1979, del Ministerio de Agricultura  que reemplazó el texto del decreto ley N° 701, sobre Fomento Forestal:

a) Agrégase en su inciso primero, a continuación de la frase “actividades de preparación y cercado de terreno” la siguiente “mediante cercos nuevos y,o reparados,”

b) Intercálase en su inciso primero entre las frases “labores de protección” y “y los gastos generales asociados a las actividades bonificables” la siguiente “, costo de primas de seguros forestales”.

c) Agrégase el siguiente inciso final:

“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero, facúltase a la Corporación Nacional Forestal para que, durante los años 2009 y 2010,  pueda modificar en el transcurso de dichos años el valor de los costos de las actividades bonificables fijados para cada temporada. Dichas modificaciones deberán contar siempre con la aprobación previa de los Ministerios de Agricultura y Hacienda.”.

Artículo 5°.- Rebájanse transitoriamente los pagos provisionales mensuales del Impuesto de Primera Categoría cuyas tasas se ajusten anualmente, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 84 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974, que deban declararse y pagarse por los ingresos brutos percibidos o devengados a partir del mes de enero de 2009 y hasta el mes de diciembre de 2009, ambos incluidos, de la siguiente forma:

a) En 15%, respecto de la cantidad que corresponda pagar a los contribuyentes que en el año calendario 2008 hubiesen obtenido ingresos brutos totales iguales o inferiores al equivalente a 100.000 unidades de fomento, y

b) En 7%, respecto de la cantidad que corresponda pagar a los contribuyentes que en el año calendario 2008 hubiesen obtenido ingresos brutos totales superiores al equivalente a 100.000 unidades de fomento o que hayan iniciado actividades a partir del 1 de enero de 2008.

Para los efectos de lo establecido en este artículo, los ingresos brutos de cada mes se expresarán en unidades de fomento según el valor que haya tenido dicha unidad el último día del mes a que correspondan. 

La rebaja transitoria del monto de los pagos provisionales mensuales dispuesta en este artículo, no se considerará para los efectos de fijar las tasas de pagos provisionales mensuales que deban aplicarse a partir del mes de mayo de 2010, las que se determinarán conforme a las reglas generales del artículo 84 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

La rebaja transitoria de pagos provisionales dispuesta en este artículo, será incompatible con la aplicación de cualquier otra disposición legal o reglamentaria que permita rebajar las tasas determinadas conforme al referido artículo 84, ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 90, ambos de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Artículo 6°.- Autorízase por el año 2009 a los contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que conforme a lo dispuesto por la ley N° 19.518, tengan derecho a deducir, como crédito contra el referido impuesto, los gastos incurridos en el financiamiento de programas de capacitación desarrollados en el territorio nacional a favor de sus trabajadores, para efectuar tal deducción contra los pagos provisionales mensuales, de acuerdo a las siguientes reglas:

a) El monto a deducir como crédito en la declaración de cada mes, será el menor entre:

i) El de los gastos de capacitación que el contribuyente haya efectuado en el mes que corresponda a la declaración en que se lleve a cabo la deducción, que cumplan con los requisitos dispuestos por la ley N° 19.518, y sus normas reglamentarias;

ii) El equivalente al 1% de las remuneraciones imponibles a que se refiere la ley N° 19.518, y sus normas reglamentarias, del mes que corresponda a la declaración en que se efectúa la deducción. Dichas remuneraciones deberán acreditarse, a solicitud del Servicio de Impuestos Internos, mediante los libros de remuneraciones del contribuyente, planillas de pagos de cotizaciones u otros antecedentes, en la forma y plazo que éste determine, y

iii) El que resulte de dividir, el crédito por gastos de capacitación de la ley N° 19.518 imputado por el contribuyente al Impuesto de Primera Categoría en el año tributario anterior, por doce, o por el número menor de meses en que el contribuyente hubiese efectuado actividades en el año comercial respectivo. Para estos efectos, el crédito imputado en el año anterior se reajustará en el porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el mes de noviembre del año anterior a la declaración anual que corresponda y el mes anterior a la declaración mensual en que se efectúe la deducción. En el caso que en el año tributario anterior, el contribuyente no hubiese imputado crédito por gastos de capacitación, este monto será el equivalente a 5% de los pagos provisionales que deban pagarse en la declaración respectiva.

b) El crédito determinado conforme a lo dispuesto en la letra anterior se imputará a los pagos provisionales mensuales que deban declararse y pagarse en el mes respectivo. Si de esta imputación resultare un remanente, éste podrá deducirse de la misma forma en el período mensual inmediatamente siguiente, conjuntamente con el crédito de ese mes, de haberlo, y así sucesivamente, hasta los pagos provisionales mensuales que correspondan al mes de diciembre de ese mismo año comercial. El remanente se reajustará en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes respecto del cual se generó dicho remanente y el mes a que correspondan los pagos provisionales a los que se imputa. Si al efectuar la imputación señalada respecto de los pagos provisionales mensuales que correspondan al mes de diciembre del año comercial respectivo resulta un remanente, éste podrá imputarse en la declaración anual en los términos del artículo 88 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Con todo, la suma de los créditos imputados en el año conforme a este artículo y reajustados de acuerdo a lo establecido en el literal b) del inciso anterior, no podrá exceder del monto del beneficio que se determine conforme a lo dispuesto por la ley N° 19.518, por lo que, de producirse un exceso, el contribuyente deberá restituirlo en su declaración anual de impuestos respectiva. La suma que se deba reintegrar conforme a lo dispuesto precedentemente, debidamente reajustada en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al de su declaración y pago y el de la referida declaración anual, se considerará para tales efectos, y para la aplicación de sanciones, como un impuesto sujeto a retención o recargo. Si de la comparación entre la suma de los créditos imputados mensualmente en el año y el crédito determinado conforme a la ley N° 19.518, resulta una diferencia a favor del contribuyente, ésta se imputará en la declaración anual respectiva de acuerdo a lo dispuesto por la referida ley. 

Lo dispuesto en este artículo regirá respecto de los pagos provisionales que deban declararse y pagarse a partir del mes subsiguiente al de la publicación de esta ley en el Diario Oficial, por los contribuyentes que tengan la calidad de facturadores electrónicos, utilicen el portal para micro, pequeñas y medianas empresas habilitado por el Servicio de Impuestos Internos en Internet y, en todo caso, deban presentar sus declaraciones mensuales de impuestos por Internet, quienes podrán efectuar la deducción a que se refiere este artículo respecto de los pagos provisionales obligatorios que deban declararse y pagarse a contar de dicho mes. Respecto de los demás contribuyentes, lo dispuesto en este artículo regirá a contar de la declaración que corresponda al mes siguiente al de publicación en el Diario Oficial de la resolución del Servicio de Impuestos Internos que comunique la disponibilidad del mecanismo de deducción para las declaraciones efectuadas mediante formularios impresos, la que deberá dictarse en un plazo no superior a tres meses contados desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Los gastos de capacitación en que el contribuyente haya incurrido entre el 1 de enero de 2009 y la fecha en que pueda acceder a la deducción autorizada en este artículo, conforme a la vigencia establecida en este inciso, podrán deducirse, reajustados de la forma prevista en el literal b) del inciso primero para los remanentes, a contar de la primera declaración mensual en que se autoricen tales deducciones. 

No obstante la vigencia transitoria dispuesta en el inciso primero, los contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta podrán efectuar la deducción autorizada en este artículo, en los años 2010 y siguientes, siempre que, en el respectivo año tributario anterior, hubiesen obtenido ingresos brutos totales iguales o inferiores al equivalente a 100.000 unidades de fomento. Para estos efectos, los ingresos brutos de cada mes se expresarán en unidades de fomento según el valor que haya tenido dicha unidad el último día del mes a que correspondan. 

Artículo 7º.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, a contar del primer día del mes siguiente al de entrada en vigencia de la presente ley, mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, efectúe durante el año 2009 y por una sola vez, un aporte extraordinario al Fondo Común Municipal a que se refiere el artículo 14 de ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, por un monto de $ 26.000 millones.

Artículo único transitorio.- El mayor gasto que represente durante el año 2009 la aplicación de los artículos 1º y 7° de esta ley, incrementará en el monto que resulte, la suma del valor neto correspondiente a que se refiere el artículo 4º de la ley Nº 20.314, y se financiará con cargo al producto de la venta de activos financieros del Tesoro Público.

Para la aplicación de lo dispuesto en el artículo 2º, créase la asignación 007 “Anticipo Impuesto Global Complementario Año 2010”, en el ítem 50-01-01-09-007 del Programa Ingresos Generales de la Nación de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos vigente.”. 

- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 13 de enero de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, señora Evelyn Matthei Fornet y señor Carlos Ominami Pascual. 


Sala de la Comisión, a 14 de enero de 2009.

 (Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE INTRODUCE DIVERSAS MODIFICACIONES EN LEYES Nº 19.175, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL SOBRE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN REGIONAL; Nº 18.695, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES; Nº 18.700, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL SOBRE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS, Y Nº 18.556, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL SOBRE SISTEMA DE INSCRIPCIONES ELECTORALES Y SERVICIO ELECTORAL

(6349-06)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe respecto del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


A la sesión en que la Comisión se abocó a este asunto concurrieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Carlos Cantero; el Subsecretario del Interior (S), señor Jorge Claissac; el Jefe de la División Jurídico Legislativa de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativa, señor Rodrigo Cabello; el Asesor Jurídico de esa División, señor Alvaro Villanueva, y el Asesor Jurídico del Ministerio del Interior, señor Nicolás Torrealba.

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Establecer un procedimiento permanente para regular los efectos a que den lugar la declaración de nulidad de una elección de alcalde y concejales, con respecto a la subrogación de estas autoridades y la facultad para elegir a los miembros del consejo regional.


Transitoriamente, dictar normas para superar los problemas derivados con ocasión de la declaración de nulidad de la elección de las autoridades municipales de la comuna de Sierra Gorda y la constitución del Consejo Regional de Antofagasta.

II. CUESTIÓN PREVIA


1. Prevenimos que este proyecto de ley, de aprobarse, debe serlo con rango de ley orgánica constitucional, pues modifica cuerpos legales de esa naturaleza, como son la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional; la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades; la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, y la Ley Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral.


2. Igualmente, hacemos presente que esta iniciativa debe ser debatida en general y en particular, a la vez, en virtud del artículo 127 del Reglamento de la Corporación, por haber sido calificada su urgencia de “discusión inmediata”.

III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


1. Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.


2. Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades; N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.


3. Ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral.

3.2. De Hecho


El mensaje con que S.E. la señora Presidenta de la República inició la tramitación de esta iniciativa, señala que el Tribunal Electoral Regional de Antofagasta declaró la nulidad del acto eleccionario que se llevó a cabo el día 26 de octubre pasado para la elección de alcaldes y concejales en la comuna de Sierra Gorda, disponiendo su repetición con los mismos candidatos, pero con mesas y vocales nuevos, con inscripciones que correspondan a personas verdaderamente domiciliadas en la comuna. Destaca el mensaje el contenido del considerando número 12° de la sentencia, que señala: “en el acto eleccionario llevado a cabo el 26 de octubre pasado, y principalmente, en la etapa previa de formación de los registros electorales mediante la inscripción de los ciudadanos, se produjo una serie de vicios que de una u otra forma provocaron grave distorsión en la expresión de la voluntad ciudadana, impidiendo que esta se manifestara en los términos libres y fidedignos que nuestra institucionalidad exige, como consecuencia de lo cual se produjo una grave distorsión de la voluntad del electorado, en la medida en que aquella no encontró expresión exclusivamente en la manifestación del sentir que se concretiza mediante la emisión del voto efectuado por quienes real y efectivamente tienen su domicilio en la comuna, sino que por personas que notoriamente no han cumplido con el referido requisito, a lo que cabe agregar la existencia de diversas irregularidades que contaminaron el acto electoral propiamente tal”.


La referida sentencia fue confirmada por el Tribunal Calificador de Elecciones con fecha catorce de noviembre de 2008, cuyo fundamento radica, precisamente, en el haberse confeccionado el padrón electoral de acuerdo a domicilios irreales.


De esta forma -continúa el mensaje-, el Tribunal Electoral Regional de Antofagasta, al declarar la nulidad de la elección, limitó su competencia, pues el artículo 96 de de la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios dispone que ésta comprende la declaración de nulidad de los actos eleccionarios y de los plebiscitos, más no las inscripciones electorales. A este respecto, corresponde señalar que el artículo 51 de la ley número 18.556 (Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral) faculta a los jueces de garantía para que autoricen eliminar de los Registros Electorales a las personas que hayan sido inscritas contraviniendo la ley.


Esta declaración de nulidad motivó que el día seis de diciembre de 2008 -fecha en la cual asumieron las nuevas autoridades edilicias-, no pudo llevarse a efecto la investidura de los mismos en la comuna de Sierra Gorda, situación que se mantiene hasta la fecha, por lo que en dicho territorio no existe alcalde ni concejo municipal.


Recuerda el mensaje que los artículos 29 y 82 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, disponen que los consejeros regionales son elegidos en colegios electorales compuestos por los concejales de la región, los que deberán constituirse quince días después de la instalación de todos los concejos municipales.  Al declararse la nulidad de la elección municipal de la comuna de Sierra Gorda, no han podido constituirse los colegios electorales de ninguna de las provincias de la región de Antofagasta, ni menos celebrarse la elección de los consejeros regionales.


Por lo expresado, el mensaje destaca la necesidad de legislar, no sólo para la solución del conflicto puntual, sino, también, para la previsión de posibles hechos futuros, por lo que el proyecto de ley en informe fija normas permanentes que permiten un mejor funcionamiento de la institucionalidad frente a casos de declaración de nulidad de actos eleccionarios.

IV. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL PROYECTO


El proyecto en informe se estructura con tres artículos permanentes y dos transitorios. Los primeros proponen modificaciones a la leyes orgánicas constitucionales sobre Gobierno y Administración Regional; de Municipalidades; sobre Votaciones Populares y Escrutinios, y de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral.


El primero de los preceptos permanentes incorpora un nuevo artículo 84 bis a la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, que establece que cuando se declara anulada una elección de concejales, el consejo regional se integrará transitoriamente con consejeros elegidos por los concejales de las provincias de la región, con exclusión de las provincias en que existiere una o más comunas cuya elección de concejales fue anulada.


El inciso segundo de esta norma prevé que a estas últimas provincias las representarán en el consejo regional los consejeros elegidos en la elección anterior, los que permanecerán en sus cargos hasta la investidura de aquellos que resulten electos en una nueva elección por los nuevos concejales elegidos en reemplazo de aquellos cuya elección fue declarada nula.


Finalmente, este precepto dispone que los consejeros así elegidos durarán hasta cumplir el plazo de duración del cargo de consejero regional establecida en esta ley.


El artículo 2° del proyecto agrega dos nuevas normas a la Ley Orgánica de Municipalidades.


La primera, nuevo artículo 62 bis, previene que en caso de nulidad de la elección de alcalde, sus funciones serán desempeñadas por el secretario municipal hasta la investidura del nuevo alcalde.


El segundo precepto, artículo 78 bis, dispone que en caso de que se haya declarado la nulidad de la elección de concejales, las funciones de estos últimos serán desempeñadas de consuno por las cuatro jerarquías que sigan al alcalde, con exclusión del juez de policía local, hasta la instalación del nuevo concejo.


El inciso siguiente de este precepto responde a la hipótesis de que se declare la nulidad de la elección del alcalde y de los concejales, caso en el cual las atribuciones a que se refiere el inciso precedente se desempeñarán por los cuatro funcionarios que sigan al alcalde en orden de jerarquía, excluidos el secretario municipal y el juez de policía local, hasta la instalación del nuevo concejo.


El artículo 3° de la iniciativa en informe, junto con una modificación formal, propone incluir en el artículo 93 de la ley sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, una nueva atribución para el Director del Servicio Electoral (letra m)), que lo faculta para establecer el calendario del proceso electoral que corresponda en el caso que se hubiere declarado nula una elección por sentencia firme del Tribunal Electoral, con la modalidad de que dicho calendario debe consignar plazos inferiores a los señalados en esta ley.

Artículos Transitorios

El primero de estos preceptos dispone que el Consejo Regional de Antofagasta, por el período de los años 2009 a 2013, será elegido por los concejales de las comunas que integran las provincias de El Loa y Tocopilla, quince días después de la publicación de esta ley. Agrega que el procedimiento para esta elección será el establecido en el Capítulo VI de la ley N° 19.175, pero los plazos a que se refiere este capítulo se reducirán de acuerdo con la resolución que al efecto dicte el Director del Servicio Electoral.


El inciso segundo del artículo primero transitorio en examen previene que también integrarán el consejo regional, transitoriamente, los consejeros regionales elegidos para el período 2005-2009 en representación de la provincia de Antofagasta. Estos se mantendrán en sus cargos hasta la investidura de los consejeros que resulten elegidos de conformidad con el artículo segundo transitorio siguiente de este proyecto.


El tercer inciso de esta primera norma transitoria dispone que la instalación del Consejo Regional de Antofagasta para el período 2009-2013, se efectuará a más tardar el 19 de febrero del año 2009.


La segunda disposición transitoria prescribe que una vez practicada la nueva elección de concejales de la comuna de Sierra Gorda, e instalado el respectivo concejo, se llevará a efecto, dentro de los quince días siguientes, la elección de los consejeros regionales que correspondan a la provincia de Antofagasta.


El inciso segundo de este artículo, al igual que en otro caso precedente, dispone que el mandato de los consejeros mencionados en el inciso anterior se extenderá hasta completar el período que reste para cumplir el plazo de cuatro años consignado en la ley N° 19.175.

V. IDEA DE LEGISLAR Y ACUERDO



En sesión de fecha 13 de enero de 2009, atendida las razones del mensaje, complementadas con las explicaciones que en esa misma oportunidad dieron los representantes del Ejecutivo, en cuanto a la urgencia de resolver la situación planteada con ocasión de la nulidad de la elección municipal de la comuna de Sierra Gorda, la unanimidad de los miembros de esta Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag, prestó su aprobación en general y en particular, a la vez, a este proyecto de ley, en los mismos términos consignados en el texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


El texto del proyecto aprobado es del siguiente tenor:


PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Incorpórase en la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio del Interior, el siguiente artículo 84 bis: 


“Artículo 84 bis.- Cuando el tribunal electoral competente hubiese declarado, mediante sentencia firme o ejecutoriada, la nulidad de una elección municipal de concejales, el consejo regional se integrará transitoriamente por consejeros elegidos por los concejales de la región, constituidos en colegio electoral por cada una de las provincias respectivas, excluyéndose aquellas provincias en las cuales existiere una o más comunas cuya elección de concejales hubiere sido anulada.


Para el caso de estas últimas provincias, continuarán en ejercicio aquellos consejeros regionales que hayan sido elegidos en la anterior elección en representación de las mismas. Estos consejeros permanecerán en sus cargos hasta la fecha de investidura de quienes resultaren electos, según lo dispuesto en el inciso siguiente.


Realizada la nueva elección de concejales en aquellas comunas afectadas por la situación descrita en el inciso primero, y una vez instalados el o los concejos municipales respectivos, se llevará a cabo la elección de consejeros regionales que correspondan a la o las provincias excluidas en virtud de dicho inciso.


El mandato de los consejeros regionales elegidos de conformidad al inciso anterior se extenderá hasta completar el período que reste para cumplir el plazo de cuatro años establecido en el artículo 30 de la presente ley.”.


Artículo 2°.- Incorpóranse en la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado mediante decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, las siguientes modificaciones:


1.- Introdúcese el siguiente artículo 62 bis:



“Artículo 62 bis.- En caso de nulidad del acto eleccionario de alcalde, declarada por sentencia firme o ejecutoriada por el tribunal electoral competente, las funciones correspondientes serán desempeñadas por el secretario municipal, hasta la investidura del nuevo alcalde.”.


2.- Agrégase el siguiente artículo 78 bis:


“Artículo 78 bis.- En caso de nulidad del acto eleccionario de concejales, declarada por sentencia firme o ejecutoriada por el tribunal electoral competente, las funciones a que se refieren los artículos 64 y 65 serán desempeñadas, en conjunto y de consuno, por los cuatro funcionarios en ejercicio que sigan al alcalde en orden de jerarquía, con exclusión del juez de policía local, hasta la instalación del nuevo concejo.


Con todo, cuando el tribunal electoral competente hubiese declarado la nulidad de una elección de alcalde y concejales, mediante sentencia firme o ejecutoriada, las atribuciones a que se refiere el inciso anterior serán desempeñadas, en conjunto y de consuno, por los cuatro funcionarios en ejercicio que sigan al alcalde en orden de jerarquía, con exclusión del secretario municipal y del juez de policía local, hasta la instalación del nuevo concejo.


Artículo 3°.- Incorpóranse en el artículo 93 de la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, las siguientes modificaciones:


1.- Sustitúyense en la letra l) la conjunción “y” y la coma “(,)” que la antecede, por un punto y coma “(;)”; y en la letra ll) el punto aparte (.) por la conjunción “y”, precedida de una coma (,).


2.- Introdúcese la siguiente letra m):



“m) Dictar una resolución que fije el calendario con las fechas del proceso electoral correspondiente, en caso de haber sido declarada nula una elección mediante sentencia firme o ejecutoriada del tribunal electoral competente. Este calendario deberá comprender plazos inferiores a los señalados por la ley.”.


ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- El Consejo Regional de Antofagasta correspondiente al período 2009-2013 será elegido por los concejales de las comunas que conforman las Provincias de El Loa y Tocopilla, constituidos en colegios electorales, quince días después de la publicación de la presente ley. La elección de dicho Consejo se regirá por el procedimiento y el sistema establecidos en el Capítulo VI de la ley N° 19.175. No obstante, los plazos a que se refiere el párrafo 2° del capítulo mencionado de dicha ley deberán reducirse, conforme a la resolución que dicte al efecto el Director del Servicio Electoral.

Además integrarán dicho Consejo, transitoriamente, los consejeros regionales en ejercicio que fueron elegidos para el período 2005-2009 en representación de la Provincia de Antofagasta, quienes permanecerán en sus cargos sólo hasta la fecha de investidura de los consejeros regionales a que se refiere el artículo siguiente.


Con todo, la instalación del Consejo Regional de Antofagasta para el período 2009-2013 deberá efectuarse a más tardar el día 19 de febrero de 2009.


Artículo Segundo.- Realizada la nueva elección de concejales en la comuna de Sierra Gorda, y una vez instalado el respectivo concejo municipal, se llevará a cabo, dentro de los quince días siguientes, la elección de los consejeros regionales que correspondan a la Provincia de Antofagasta.


El mandato de los consejeros electos de conformidad al inciso precedente, se extenderá hasta completar el período que reste para cumplir el plazo de cuatro años establecido en el artículo 30 de la ley N° 19.175.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día de hoy, 13 de enero de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag.


Sala de la Comisión, a 13 de enero de 2009.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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NUEVO INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS EN MATERIA DE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN REGIONAL

(3436-07)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir un nuevo informe respecto del proyecto de reforma constitucional señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A las sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Alejandro Navarro y el Honorable Diputado señor Jorge Sabag.


Asimismo, concurrieron del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro, señor José Antonio Viera-Gallo, y el Asesor Legislativo, señor Marcos Opazo.


De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: el Subsecretario, señor Francisco Aleuy; la ex Subsecretaria, señora Claudia Serrano; el Jefe de la División Jurídica, señor Rodrigo Cabello; el Jefe de la División Municipalidades, señor Samuel Garrido; el Jefe de la División de Estudios, señor Osvaldo Henríquez; el Jefe de Gabinete, señor Axel Callis, y los asesores, señora Claudia Donaire y señores Juan Carlos Anabalón y Alvaro Villanueva.


El ex Contralor General de la República y profesor de Derecho Administrativo, señor Arturo Aylwin Azócar.


Del Consejo Nacional para la Regionalización y Descentralización de Chile (CONAREDE): el Presidente, señor Heinrich von Baer; la Vicepresidenta, señora Carolina Muñoz, y el Director Ejecutivo, señor Miguel Cellino.


De la Asociación Nacional de Consejeros Regionales (ANCORE): el Presidente, señor Mauricio Morales; el Presidente, Vicepresidente y el Secretario Nacional de la Comisión Jurídica, señores Manuel Millones, Gustavo Paulsen y César Pérez, respectivamente; la Consejera Regional de la Araucanía, señora Lieselotte Meier; el Consejero Regional de la Región Metropolitana, señor Manuel Urrutia, y la periodista, señora Margarita Urzúa.


De la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda: el Subdirector de Racionalización, señor Julio Valladares y la asesora, señora Macarena Lobos.


De la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso: los profesores de Derecho Administrativo, señores Jorge Bermúdez y Eduardo Cordero, y de Derecho Constitucional, señor Eduardo Aldunate.


De la Universidad de Chile: el profesor del Departamento de Sociología de la Facultad de Ciencias Sociales, señor Manuel Antonio Garretón.


El profesor de Derecho Constitucional: señor Francisco Zúñiga.


Del Instituto Libertad y Desarrollo: la analista, señora Bettina Horst.


De la Corporación Independientes en Red: el Director de Proyectos, señor Javier Sajuria y los asesores, señores Alex Godoy y Cristóbal Mahn.


El Consejero Regional: señor Manuel Tobar.

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Introducir las siguientes enmiendas a la Constitución Política: Al Capítulo V, Congreso Nacional, con el fin de establecer que cada región constituirá, al menos, una circunscripción senatorial, y declarar que los senadores se renovarán alternadamente en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva; al Capítulo XIV, Gobierno y Administración del Estado, con el propósito de establecer la elección popular de los consejeros regionales; facultar a la ley orgánica constitucional para determinar la forma y modo de transferir competencias a los gobiernos regionales, y proponer otras adecuaciones formales vinculadas a estas enmiendas.
- - -

II. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Hacemos presente que las modificaciones que este proyecto propone al texto de la Constitución Política, Capítulo V, Congreso Nacional, y Capítulo XIV, Gobierno y Administración Interior del Estado, de aprobarse, deben serlo con el voto conforme de las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio, por disposición del artículo 127 de la Carta Fundamental.
III. CUESTIÓN PREVIA


En sesión de 10 de diciembre de 2008, la Sala rechazó la proposición que le había formulado esta Comisión para que este proyecto de reforma constitucional fuera debatido en general y en particular, a la vez.


Previamente, durante la discusión en general de la iniciativa tomó cuerpo la idea de que una descentralización y regionalización efectivas requerían fortalecer la participación directa de la ciudadanía regional, y por ende del régimen democrático, siendo este proyecto de reforma la oportunidad para hacerlo pues su inspiración primitiva -ideas matrices- prestaba el respaldo necesario para ello. Por la razón expresada, se estimó pertinente formular la proposición de que la iniciativa fuera examinada en general y en particular, opción que permitía considerar otras cuestiones en beneficio de la regionalización y que no obstaba ni restringía el derecho de los señores Senadores que no habían participado en esta discusión para formular sus propias observaciones al texto del proyecto.


De este modo, la Comisión enfocó su estudio y recibió el aporte del mundo académico y de personas vinculadas a la regionalización que orientaron la discusión a la consideración de otras materias que las contenidas en el proyecto de la Honorable Cámara de Diputados. Básicamente, las nuevas instituciones decían relación con la creación del cargo de presidente del consejo regional como una autoridad distinta del intendente regional legitimada por la elección de los consejeros; el reconocimiento constitucional de que determinados asuntos son de competencia de las autoridades regionales por su identificación con las regiones; la existencia de un organismo del más alto nivel constitucional, distinto del Ejecutivo, para dirimir las cuestiones de competencias que se susciten entre los gobiernos regionales y el Gobierno Central; nuevas garantías para el cumplimiento de los convenios de programación y la creación de las áreas metropolitanas.


La relación precedente sirve para explicar que no obstante que en el presente informe esta Comisión se pronunciará sólo en general respecto de la iniciativa, conforme fue el acuerdo de la Sala, incluiremos también las intervenciones de las personas invitadas, pues ellas, además de formar parte del debate habido, contribuyen  a fijar el sentido que esta Comisión le da al acuerdo de aprobar la idea de legislar respecto de este proyecto. Lo propio ha de decirse de las observaciones de los señores Senadores, que han de considerarse como meras propuestas para ser examinadas en la correspondiente oportunidad reglamentaria.

IV. ANTECEDENTES

4.1. De Derecho


1. Constitución Política del Estado, Capítulos V, Congreso Nacional; VIII, Tribunal Constitucional; XIV, Gobierno y Administración Interior del Estado, y XV, Reforma de la Constitución.


2. Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.

4.2. De Hecho


El mensaje con que se inició este proyecto en la Honorable Cámara recuerda, primeramente, la historia del sistema de administración regional desde 1991, año en que se reformó la Constitución Política para instituir los “gobiernos regionales” como instancias con personalidad jurídica de derecho público, integrados con el intendente y con el consejo regional.


Como efecto de la reforma, continúa, en el año 1992 se dictó la ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, que regula las competencias y atribuciones de estos órganos, el mecanismo de elección de los integrantes del consejo, y el presupuesto y el patrimonio de estas entidades (los gobiernos regionales).


Agrega que el tiempo transcurrido (diciembre de 2003, fecha del mensaje) ha evidenciado la necesidad de introducir adecuaciones al sistema y nuevos avances al proceso de descentralización; innovaciones que no sólo afectan a la Ley Orgánica del Gobierno Regional sino, también, a la Constitución Política, en aspectos propios de la regionalización.


Expresa el mensaje que el presente proyecto propone suprimir la referencia al número de regiones, trasladando esta determinación a una ley de quórum calificado. De este modo, se suprime del artículo 45 (hoy artículo 49) de la Constitución la palabra “trece” y, complementariamente, se modifica el artículo 99 (110) estableciendo que será materia de quórum especial la creación, supresión y denominación de las regiones, provincias y comunas.


Agrega que esta fórmula incluye otra remisión a la ley orgánica (de iniciativa exclusiva del Ejecutivo), con el propósito de establecer en ella un procedimiento específico que regule el estudio y evaluación de las modificaciones a la estructura política administrativa, para disponer de un mecanismo más expedito en el contexto del proceso de descentralización.


Concluye el mensaje, en esta parte, comentando que los cambios que ha experimentado el país con el desarrollo económico y social y con el esfuerzo descentralizador, han convertido el componente geográfico en un elemento sustantivo de este proceso que no ha resultado necesariamente armónico con esta nueva forma de administración, pues la actual división geográfica y la puesta en marcha de la descentralización nacieron en un entorno político e institucional distinto.


En el contexto señalado, continúa el mensaje, esta reforma propone un reencuentro armónico entre los criterios y objetivos de ambos procesos: regionalización y descentralización.


El segundo acápite del mensaje denominado “Estatuto Especial”, se refiere a la particularidad de algunos territorios insulares para los que la organización de gobierno regional y local no ha resultado adecuada, razón por la cual el proyecto también incorpora la noción de “estatuto especial” aplicable, excepcionalmente, a la administración de determinados territorios insulares.

- - -


(La reforma constitucional del año 2007, contenida en la ley Nº 20.193, posterior al mensaje de la iniciativa en informe, incorporó un nuevo artículo 126 bis a la Constitución Política, precepto que declara territorios especiales a los de Isla de Pascua y del Archipiélago de Juan Fernández. El gobierno y administración de estos territorios se regirán por los estatutos especiales que establezcan las respectivas leyes orgánicas constitucionales. En la misma oportunidad se incorporó al texto constitucional la disposición vigésimo segunda transitoria que dispone que los señalados territorios continuarán rigiéndose por las normas comunes mientras no entren en vigor los estatutos precedentemente señalados.).

- - -


El tercer párrafo del mensaje “Potestad Reglamentaria del Intendente”, se ocupa del reconocimiento constitucional de una potestad reglamentaria propia del intendente, en su condición de representante natural e inmediato del Presidente de la República en la región.


Para este efecto, incorpora un nuevo inciso segundo al artículo 100 -hoy artículo 111- de la Constitución que entrega al intendente la facultad de dictar las normas que estime necesarias para la ejecución de las leyes en la región, con sujeción a las regulaciones reglamentarias nacionales. Esta nueva facultad, en correspondencia con la normativa nacional, queda sometida al control de legalidad de la Contraloría General de la República.


El cuarto apartado del mensaje se refiere al órgano ejecutivo del gobierno regional, con el propósito de reforzar y perfeccionar la actual regulación constitucional aplicable al intendente, autoridad a la que también se instituye como agente prioritario en la promoción del desarrollo en la región.


Junto con expresar que esta autoridad conserva la presidencia del consejo regional y la atribución de coordinar, supervigilar y fiscalizar los recursos públicos de la región, el mensaje expresa que para afianzar las potestades mencionadas el intendente queda facultado para delegar su ejercicio en los gobernadores, cuando las características del territorio así lo aconsejen.


Concluye el mensaje, en este aspecto, señalando que la reforma aspira a que el intendente tenga una especial dedicación por la administración orientada al desarrollo de la región mediante el ejercicio de sus potestades, de la ejecución de los acuerdos del consejo regional y de la coordinación de los servicios públicos, todo ello dentro de la concepción del Estado unitario y la opción descentralizadora de su administración.


En el siguiente párrafo el mensaje se ocupa de la elección del consejo regional, proponiendo una reforma sustantiva que consiste en la elección popular de los consejeros regionales mediante sufragio universal. Para este efecto, se incorpora al artículo 102 de la Constitución Política (actual artículo 113) un nuevo inciso que consagra ese mecanismo de elección y remite a la ley orgánica constitucional la determinación del sistema electoral correspondiente.


Como fundamento de esta reforma, el mensaje aduce que los años de funcionamiento de los gobiernos regionales han demostrado la necesidad de comprometer a la ciudadanía en los asuntos de su región para su plena participación en el desarrollo de sus territorios.


Lo anterior, continúa el mensaje, impone mayor responsabilidad política a estos representantes y afianza su legitimidad para enfrentar los desafíos que hagan crecer la región.


Destaca, también, la necesidad de determinar las delimitaciones de competencias en la representación de los consejeros regionales y en la de los parlamentarios, con el fin de evitar confusiones por disputa de atribuciones o superposición de roles, a riesgo de socavar uno y otro ámbito de representación.


El sexto aspecto que aborda el mensaje de este proyecto de reforma constitucional, transferencia de competencias, dice relación con una enmienda al artículo 103 de la Constitución Política -hoy artículo 114- que permite incorporar a esa preceptiva un mecanismo que le entregue al Jefe del Estado la potestad de transferir competencias a los gobiernos regionales desde el nivel central o desde los servicios públicos que operen en la región. Advierte que para el buen ejercicio de las competencias transferidas el gobierno regional habrá de disponer de los recursos y personal necesarios. En todo caso, dichas nuevas atribuciones deberán atemperarse a las instrucciones del intendente como órgano ejecutivo del gobierno regional.


Estas nuevas competencias, concluye el mensaje en este acápite, potenciarán las capacidades de gestión permitiendo a los gobiernos regionales disponer de nuevos instrumentos de planificación y ejecución de políticas públicas; y por su importancia para el desarrollo de la región, la decisión que facilite la transferencia deberá ser fundada y justificable y exigirá que los gobiernos regionales demuestren, previamente, su real capacidad para ejercer las atribuciones traspasadas.


En el séptimo párrafo del mensaje, el Ejecutivo anuncia enmiendas al artículo 104 de la Constitución Política (actual artículo 115) con el propósito de ampliar el ámbito de los convenios de programación de la inversión pública regional, es decir, extender a los municipios la posibilidad de celebrar dichos convenios y repactar con los gobiernos regionales.


El octavo acápite del mensaje, relativo al gobierno interior, propone enmiendas al artículo 105 del texto político (hoy artículo 116) para reforzar las funciones de los gobernadores, especialmente en lo que concierne al orden público y a la seguridad de la provincia. Reconocer constitucionalmente como preferente esta función, habilitará el establecimiento de reglas que definan competencias específicas para los gobernadores en el ámbito del gobierno interior.


La siguiente sección del mensaje -la novena- trata acerca de la participación intrarregional.


Expresa el mensaje que la supresión del consejo económico y social fue la respuesta a la realidad de estos cuerpos intermedios: entorpecimientos para su instalación y dificultades de funcionamiento. Con todo, se ha estimado que mediante una ley orgánica constitucional se institucionalicen espacios de discusión y participación provinciales sin que sea necesario que éstos se erijan en instancias formales, sino que, en un marco legal que permita cierta flexibilidad, constituyan instancias intrarregionales definidas por los gobiernos regionales.


El décimo parágrafo del mensaje explica la institucionalidad que propone el proyecto para las áreas metropolitanas.


Para este efecto plantea instituir administraciones especiales, encargadas de la prevención y solución de los problemas comunes que afecten a las comunas comprendidas en aquéllas. Lo anterior, continúa el mensaje, supone la incorporación al artículo 112 de la Constitución Política, actual artículo 123, de una norma que encargue a la ley orgánica constitucional la regulación de estas administraciones especiales.


Agrega el mensaje, en abono de esta enmienda, que la experiencia ha demostrado el surgimiento de problemas típicos en estos territorios que superan las competencias municipales, obligando a los gobiernos locales a coordinar acciones para afrontarlos, lo cual es difícil o, en algunos casos, imposible de lograr. Lo propio ocurre, también, con los gobiernos regionales.


En este contexto, la iniciativa pretende una regulación que recoja la especificidad en el tratamiento de las áreas metropolitanas, entregando su administración a los gobiernos regionales con atribuciones especiales y excluyentes de las que se reconocen a los municipios y a los servicios públicos de la región.


El último apartado del mensaje -el undécimo- consigna tres modificaciones más al texto constitucional con propósitos de actualización o concordancia.


En primer término innova respecto de la normativa sobre requisitos para ejercer los cargos de intendente, gobernadores, consejero regional, acalde y concejal, estableciendo exigencias comunes para todos ellos.


Enseguida suprime el requisito de residencia para intendentes y gobernadores y, finalmente, propone adecuaciones respecto de algunas de las denominaciones de los cargos comentados.

- - -

V. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL PROYECTO DESPACHADO

POR LA HONORABLE CÁMARA


El proyecto de ley aprobado en primer trámite constitucional por la Honorable Cámara de Diputados está estructurado en un artículo único conformado por cinco números que se describen a continuación:

Nº 1


Este número propone dos modificaciones al artículo 49 de la Constitución Política.


La primera recae en el inciso primero de esa norma, cuyo texto actual, en lo pertinente a este informe, dispone que el Senado se integra con Senadores elegidos “por circunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del país.”.


La letra a) del numeral 1 agrega a continuación de la palabra “país” sustituyendo el punto seguido (.) por una coma (,) la frase: “cada una de las cuales constituirá, a lo menos, una circunscripción.”.


La letra b) del numeral en examen reemplaza el inciso segundo del artículo 49. El texto actual dispone que los Senadores duran ocho años en sus cargos y se renuevan alternadamente cada cuatro años, correspondiendo en un período a los representantes de las regiones de número impar y en el siguiente a los de las regiones pares y la Región Metropolitana.


La norma sustitutiva expresa que los Senadores durarán ocho años y se renovarán alternadamente cada cuatro años, “en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva.”.

Nº 2


En los dos literales que lo conforman, este número introduce enmiendas en el artículo 113 de la Ley Fundamental.


La letra a) se ocupa del inciso primero de este artículo, que define al consejo regional como un órgano de carácter normativo, resolutivo y fiscalizador, dentro del ámbito propio de competencia del gobierno regional, encargado de hacer efectiva la participación de la ciudadanía regional y ejercer las atribuciones que la ley orgánica constitucional respectiva le encomienda, la que regulará además su integración y organización.


El literal a) suprime la frase subrayada.


La letra b) intercala dos nuevos incisos segundo y tercero, pasando el actual inciso segundo a ser inciso cuarto.


El nuevo inciso segundo declara que el consejo regional se integra con consejeros elegidos por sufragio universal con arreglo a la ley orgánica constitucional respectiva. Durarán cuatro años en sus cargos pudiendo ser reelegidos. Concluye expresando que esa misma ley regulará la organización del consejo y determinará el número de consejeros que lo integrarán.


Por su parte, el nuevo inciso tercero preceptúa que los consejeros podrán renunciar a sus cargos por enfermedad grave que les impida desempeñarlo, calificada por el Tribunal Constitucional.

Nº 3


Sustituye el artículo 114 de la Carta Política.


La norma vigente remite a la ley la determinación de las formas en que se descentralizará la Administración y la transferencia de competencias a los gobiernos regionales.


Agrega que también la ley, con las excepciones que procedan, dispondrá la desconcentración regional de los ministerios y servicios públicos.


Finalmente, preceptúa que la referida ley regulará los procedimientos para la debida coordinación de los órganos de la Administración de modo de facilitar el ejercicio de las facultades de las autoridades regionales.


La norma de reemplazo contenida en este número estatuye que la ley orgánica constitucional determinará la forma y modo en que el Presidente de la República podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, temporal o definitivamente, una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, en materia de ordenamiento territorial, fomento de actividades productivas y desarrollo social y cultural.

Nº 4


Reemplaza en el inciso segundo del artículo 124 las expresiones “miembro del consejo regional” por “consejero regional, alcalde”.


El actual precepto declara incompatibles entre sí los cargos de intendente, gobernador, miembro del consejo regional, y concejal.

Nº 5


Finalmente, este número del artículo único del proyecto de ley recae en el artículo 125 de la Constitución, que encarga a las leyes orgánicas constitucionales respectivas establecer las causales de cesación en los cargos de alcalde, de miembro del consejo regional y de concejal.


La modificación de este número consiste en reemplazar la oración subrayada por “alcalde, consejero regional y concejal.”.

- - -

VI. IDEA DE LEGISLAR


En sesión del día 8 de abril de 2008, la Comisión escuchó la exposición de la ex Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Claudia Serrano, quien señaló que el texto original de esta reforma constitucional fue modificado en razón de que algunos temas fueron incorporados en la reforma constitucional promulgada en agosto del año 2005, como la flexibilización de la cantidad de regiones y la facultad para crear nuevas regiones, o bien fueron desglosados para ser estudiados en un proyecto separado, referido especialmente a la creación de territorios especiales insulares. Por ello, con fecha 12 de abril de 2007, el Ejecutivo formuló una indicación sustitutiva a este proyecto que tuvo por objeto reactivarlo y focalizarlo en aquellas materias que forman parte de los compromisos contraídos por el Gobierno.


Sobre el contenido del proyecto, la señora Subsecretaria señaló que este se basa en los siguientes aspectos:


a) Eliminación de la referencia a regiones “pares” e “impares”.


Se propone la eliminación de la disposición que establece que la renovación alternada de los cargos de senadores deba hacerse de acuerdo a las numeraciones, pares o impares, de las respectivas regiones, según lo dispone el artículo 49, inciso segundo, de la Constitución, norma que obliga a que las regiones del país se individualicen con un número, independiente del nombre propio que ellas tienen. Es por ello que la reciente creación de las dos nuevas regiones impuso al legislador la obligación de tener que asignarles a éstas nominaciones mediante nuevos números, los que, a su vez, y dada la directa relación con las circunscripciones senatoriales y la futura renovación de Senadores, han debido corresponder, respectivamente, a un número impar y a otro par, mediante guarismos  distintos a  los  ya existentes -específicamente XIV y XV- los cuales, sin embargo, no dicen relación lógica con el ordenamiento numérico de las actuales regiones del país según su distribución geográfica en sentido norte a sur, produciendo confusión en la ciudadanía.


Teniendo presente que cada una de las regiones de nuestro país, incluyendo las dos nuevas, además de su respectiva numeración posee un nombre propio identificatorio que dice relación con alguna característica relevante de su naturaleza, geografía, historia o toponimia del lugar, se estimó apropiado eliminar del texto de la Constitución Política la obligatoriedad de tener que asignarles numeración para  individualizadas.


Por consiguiente, la modificación propuesta consiste en reemplazar el inciso segundo del artículo 49 de la Constitución, estableciendo que dicha renovación alternada se hará en la forma que determine la Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios. 


b) Cada región del país debe constituir, a lo menos, una circunscripción senatorial.


La señora Subsecretaria manifestó, a este respecto, que una de las modificaciones más relevantes contenidas en la reforma constitucional del año 2005, fue la exclusión en el texto constitucional de las normas referidas al sistema electoral aplicable a las elecciones parlamentarias y al número de Senadores, como asimismo, la conformación de circunscripciones senatoriales, encomendando dichas materias a la Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, que, en su artículo 180, dispone que “Para la elección de los miembros del Senado, cada región constituirá una circunscripción senatorial, excepto las regiones V, de Valparaíso; Metropolitana de Santiago; VII, del Maule; VIII, del Biobío y IX, de La Araucanía, que se dividirán en dos circunscripciones senatoriales, respectivamente”.


Con todo, con el objeto de no dejar a la nueva región de Arica y Parinacota en una situación de desigualdad respecto de las catorce restantes, la señora Subsecretaria indicó que el Ejecutivo envió al Congreso Nacional un proyecto de ley que, entre otras materias, crea la 20 Circunscripción Senatorial correspondiente a la nueva Región de Arica y Parinacota, el que actualmente se encuentra en segundo trámite constitucional en el Senado.


c) Elección de consejeros regionales por votación popular.


El proyecto en debate introduce una reforma sustantiva al artículo 113 de la Constitución (que fija la composición y atribuciones del consejo regional), estableciendo la elección popular de los consejeros regionales mediante votación directa.

El origen ciudadano de estos consejeros, agregó la señora Subsecretaria, fortalecerá la identidad regional y promoverá la generación de actores locales, haciendo efectiva su responsabilidad política al constituirse en reales mandatarios de la ciudadanía. En suma, la participación ciudadana en la generación directa de sus representantes regionales otorga mayor legitimidad, fortaleza y autenticidad a esas autoridades, incorporando mayores compromisos y responsabilidades en el desafío de ir creando identidad regional. Afirmó que todo ello constituye una expresión concreta de la influencia de la democracia en el proceso de descentralización.


Asimismo, destacó la diversa naturaleza de la representación y funciones de los consejeros regionales, alcaldes y concejales y de senadores y diputados. El sentido de cada una de éstas representaciones está definido en nuestro ordenamiento jurídico-institucional, razón por la cual, aún compartiendo estos distintos tipos de representantes similitudes de espacio territorial, corresponde a cada uno desempeñar diferentes roles institucionales, lo que se traduce en que dichas representaciones no pueden ser sino complementarias en un esfuerzo común, cual es el pleno desarrollo de los habitantes y de los territorios que representan.


En razón de lo expuesto, el proyecto de reforma constitucional en el nuevo inciso segundo propuesto para este precepto constitucional (artículo 113 de la Constitución), establecía inicialmente la elección de los consejeros regionales por votación directa, con una duración de 4 años, pudiendo ser reelegidos. Sin embargo, por una indicación formulada en la Cámara de Diputados, se reemplazó en el proyecto la expresión consejeros “elegidos por votación directa” por “elegidos por sufragio universal”. Esto último, señaló, se debe a dos motivos: el primero es guardar concordancia con la norma constitucional que regula la elección de concejales, que indica que su elección se efectúa por “sufragio universal”, y, en segundo lugar, la modificación persigue la apertura de la definición del sistema electoral que regirá la elección de consejeros regionales. Con la redacción inicial propuesta (“por votación directa”), la señora Subsecretaria precisó que ésta restringiría la elección nominal. Con el texto aprobado en la Cámara de Diputados se desea abrir también la definición, por ejemplo, a sistemas de votos por listas, en los cuales se atenúa el elemento personal diferenciador del candidato. En todo caso, la presente iniciativa deja entregada a la ley la definición del sistema electoral a aplicar, así como también la organización del consejo y el número de consejeros.


Junto a lo anterior, manifestó que la Cámara de Diputados incorporó una norma que reconoce la posibilidad de renunciar al cargo de consejero regional sólo por graves motivos de salud y previa aprobación por parte del Tribunal Constitucional, asimilando, en esta materia, el estatuto del consejero regional al de un parlamentario.


d) Regulación de la transferencia de competencias a los Gobiernos Regionales.


En este acápite, se mandata a la ley orgánica constitucional respectiva determinar la forma y el modo en que el Presidente de la República podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural.


Señaló que con esta enmienda se procura profundizar el proceso de descentralización, al generarse un mecanismo efectivo para transferir funciones y atribuciones desde el nivel central al regional. Asimismo, se refuerzan las capacidades de gestión de los gobiernos regionales, otorgándoles nuevos instrumentos de planificación y ejecución de las políticas públicas que a dichas instancias les corresponde formular y aplicar regionalmente.


e) Adecuaciones formales de concordancia constitucional.


Finalmente, expresó que se introducen en el proyecto dos modificaciones meramente formales a los artículos 124 y 125 de la Constitución Política, que sólo tienen por objeto mantener en las distintas disposiciones del texto constitucional la debida concordancia y uniformidad en la denominación de los consejeros regionales.

- - -


En una sesión siguiente, la Comisión atendió la exposición del Presidente de la Comisión Jurídica de la Asociación Nacional de Consejeros Regionales (ANCORE), señor Manuel Millones, quien expresó que las propuestas presentadas al proyecto de ley en debate, referidas a la elección directa de los consejeros regionales y a la transferencia de competencias desde el Gobierno Central hacia los gobiernos regionales, representan asuntos de marcada relevancia en el avance y desarrollo del proceso de regionalización.


Respecto de la elección directa de los consejeros regionales, manifestó su total acuerdo con la propuesta, toda vez que ello constituye un paso fundamental y decisivo para fortalecer la representatividad y legitimidad de las autoridades regionales avanzando en la consolidación del proceso de descentralización 


Manifestó enseguida que el mensaje fija una condición que, a juicio de sus representantes, es inconstitucional, políticamente injusta y éticamente inaceptable, como es la inhabilidad de los consejeros regionales electos para postular a un cargo de elección popular durante los cuatro años siguientes al término de su mandato. En efecto, de concretarse esta situación, afirmó que se afectaría el principio de igualdad ante la ley y, de paso, se vulnerarían los fines mismos de las normas constitucionales que sientan las bases institucionales que son de aplicación general. Por ello, sostuvo que no deben existir más restricciones en la ley para los consejeros que aquellas que se les exige a otras autoridades del país, como concejales, alcaldes, parlamentarios, e incluso ministros de Estado.


Sobre la modalidad de elección de los consejeros regionales, expresó que la fórmula que se adopte debe ser concordante con las normas y principios que fomenten la descentralización y les otorguen mayor representatividad.


En cuanto a la cobertura territorial que comprenderá la elección de los consejeros, las nuevas competencias y facultades que se les otorgará y el tipo de dedicación que se les requerirá respecto de las normas que el nuevo estatuto establecerá para los consejeros regionales, solicitó que la opinión de ANCORE sea considerada como la instancia legítima de representación de todos los consejeros del país.


Compartió la opción de que el presidente del gobierno regional sea elegido directamente por la ciudadanía, generando con ello, a su juicio, plena legitimidad y representatividad para el Ejecutivo regional. No obstante lo anterior, y en el marco del principio de gradualidad en el que se desarrolla el proceso de descentralización y regionalización de Chile, sugirió que una alternativa puede ser que el presidente del consejo regional sea, por un período transitorio, un consejero elegido por sus pares electos popularmente, y que posea todas las competencias y atribuciones que le entrega a la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.


A propósito de la transferencia de competencias, indicó que ésta puede adoptar dos modalidades: directa e indirecta. En efecto, y en relación al traspaso de competencias a los gobiernos regionales, expresó que éstas podrán realizarse mediante una reforma a la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, por decreto supremo previa solicitud fundada del gobierno regional, o bien por iniciativa de la autoridad administrativa competente. En ese marco, sugirió que para aquellas competencias cuyo traspaso al nivel regional sean propuestas por la Administración Central se escuche y atienda la opinión de los consejeros regionales asegurando con ello la capacidad de asumir dichas competencias y resguardar que, junto con ellas, sean transferidos también los recursos humanos y económicos necesarios para llevarlas a cabo. Para cumplir con este acuerdo, señaló que habría que modificar la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, en el sentido de ampliar su facultad para que la opinión de los consejos regionales deba ser requerida obligatoriamente por los poderes públicos con el carácter de vinculante para el Ejecutivo.


Lo anterior se justifica, según dijo, en que estos órganos de la administración descentralizada del Estado están en mejores condiciones para evaluar la factibilidad de dicho proceso, por cuanto poseen la información de las áreas de gestión deficitaria con el objeto de determinar aquellos servicios o programas relevantes en algunas áreas geográficas priorizadas con una estrategia de desarrollo social y político.

- - -


Enseguida, expuso el Presidente de la Corporación Nacional de Desarrollo Regional (CONAREDE), señor Heinrich Von Baer, quien expresó que la elección directa de los consejeros regionales es un tema estructural en la reforma del Estado, para avanzar a un formato descentralizado que permita a las regiones contar con mayores grados de autonomía en la toma de decisiones, manejo de recursos e independencia de la Administración Central.


Destacó como razones primordiales para avanzar en el sentido enunciado, las siguientes:


a) La descentralización es un imperativo del desarrollo, lo que involucra los siguientes aspectos:


i) Las sociedades descentralizadas son más eficientes, productivas, participativas y democráticas;


ii) Las regiones descentralizadas asumen integralmente los procesos sociales emergentes, tales como la globalización, la revalorización de los espacios locales, la transformación del Estado y la participación ciudadana.


iii) La descentralización política debe orientarse según los principios de flexibilidad y ordenamiento competencial. El primero de ellos se refiere a introducir criterios de diferenciación territorial en políticas, normas e instrumentos según la realidad y potencialidad de los diversos territorios; el segundo, en tanto, comprende la aplicación del principio de subsidiariedad en sus dos vertientes: horizontal y vertical.


iv) La disparidad que arrojan los resultados de las mediciones sobre competencia entre regiones y el capital humano de las mismas. 


b) Existencia de compromisos presidenciales y parlamentarios. 


Afirmó que existen convenios para apoyar un conjunto de reformas descentralizadoras, dentro de las que está la elección popular del Presidente del Gobierno Regional y de los consejeros regionales, documentos que fueron suscritos durante la campaña presidencial del año 1999, los que, a su turno, fueron ratificados por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo en el libro titulado “El Chile descentralizado que queremos”. 


Finalmente, señaló que el proyecto en informe constituye una de las iniciativas más importantes en materia de descentralización regional, por lo que instó a los señores Senadores a abordar todos los temas que sean necesarios para dotar a las regiones de mayor autonomía en la toma de decisiones y en la ejecución de políticas públicas en sus territorios. 

- - -


En otra posterior oportunidad, la Comisión escuchó al profesor de Derecho Administrativo de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Jorge Bermúdez, quien se refirió a las siguientes materias:

I. Transferencia de competencias


La sustitución del artículo 114 de la Constitución por la norma contenida en el texto de la Honorable Cámara merece observaciones respecto de la regionalización como proceso, forma y modo de transferir competencias y, por último, respecto de las materias objeto de dichas transferencias.


Respecto de la regionalización como proceso, la primera frase del artículo 114 de la Constitución “La ley deberá determinar las formas en que se descentralizará la administración del Estado” se elimina en el texto propuesto. En dicha disposición se entregaba al legislador la decisión de decidir la velocidad con que se debía tender a la descentralización. Sin embargo, esta idea ya se encuentra recogida de forma más completa en el artículo 3° de la Constitución al disponer que “La Administración del Estado será funcional y territorialmente descentralizada o desconcentrada en su caso, de conformidad a la ley”. 


En tal sentido, la modificación no altera el sistema de regionalización del Estado.


A propósito de la forma y modo de transferir competencias, indicó que en la primera parte del texto propuesto se dispone que la ley determinará la forma y modo de la transferencia de competencias. Sin embargo, ambas expresiones son redundantes y simplemente quieren enfatizar la remisión a la ley respecto de la manera en que se llevará a cabo la transferencia.


Sobre las materias objeto de la transferencia precisó que en el texto original del artículo 114 de la Constitución simplemente se disponía la posibilidad de transferir competencias a los gobiernos regionales, sin señalar la fuente desde la cual se transferían las competencias y sin que se enumeraran las mismas. En tal sentido, el nuevo artículo 114 es doblemente restrictivo, en primer término porque la transferencia sólo puede proceder desde ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa. Por ello, podría hacerse una lectura restrictiva de la norma y entender que las competencias de otros órganos de la Administración del Estado que no son ni ministerios ni dichos servicios no pueden ser transferidas. A ello se debe agregar que hoy día existen órganos con carácter de servicio público o no, que no desarrollan una función administrativa, sino una directiva o política, como el Servicio Nacional de la Mujer, el Consejo de la Cultura o la Corporación Nacional del Medio Ambiente.


Indicó que la enumeración de materias sobre las que puede versar la transferencia es restrictiva, es decir, materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural. Ello limita, según su opinión, a que un gobierno regional eficiente no puede aspirar a ejercer otras competencias, por ejemplo, en materia de protección ambiental, cuidado de los recursos naturales o política educacional. Dado que la transferencia de competencias es ejecutada caso a caso, e incluso puede ser temporal, parece más adecuado que ésta se lleve a cabo como un proceso que no contenga limitaciones a priori, o señalando, más bien, las materias que deberían excluirse de la transferencia, por ejemplo, defensa nacional, relaciones exteriores o seguridad ciudadana.

II. Elección de Consejeros Regionales


El nuevo inciso segundo del artículo 113 contenido en el texto aprobado por la Honorable Cámara, prescribe:


“El consejo regional estará integrado por consejeros elegidos por sufragio universal, de conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva. Los consejeros regionales durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley determinará la organización del consejo regional y el número de consejeros que lo integrarán.


Señaló que la redacción transcrita constituye una norma restrictiva, ya que sólo por una cuestión de forma y para que no quede ninguna duda se debe tener en cuenta que la ley respectiva es la Ley Orgánica Constitucional de Gobierno y Administración Regional y no la de votaciones populares y escrutinios. En tal sentido, sería más preciso que dicha expresión se sustituyese por una del siguiente tenor: “la ley orgánica constitucional a que se refiere el inciso anterior”.

Por otro lado, expresó que si se está discutiendo la posibilidad de limitar la reelección, tal vez este sería el momento de regularlo a partir de esta disposición, o no decir nada, de manera que sea la ley la que lo disponga.
III. Renuncia de consejeros

El inciso tercero del artículo 113 propuesto, dispone que “Los consejeros regionales podrán renunciar a su cargo cuando les afecte una enfermedad grave que les impida desempeñarlo y así lo califique el Tribunal Constitucional.”.


A este respecto, indicó que podría entenderse que la única vía de cesación es la renuncia y que éstos no podrían ser destituidos, como los concejales y alcalde, por el Tribunal Electoral Regional. De esta forma, se deberían considerar otras formas de terminación en el cargo. Asimismo, es discutible que el Tribunal Constitucional deba analizar este motivo de renuncia.

- - -


La Comisión escuchó, a continuación, a la representante del Instituto Libertad y Desarrollo, señora Bettina Horst, quien señaló que la demanda por más autonomía y mayores competencias por parte de los gobiernos regionales ha sido permanente. La reforma regional en discusión abarca dos ámbitos: la elección directa de los consejeros regionales y la constitución de un mecanismo de transferencia de competencias desde el Gobierno Central al nivel regional.


Recordó que en la actualidad los consejeros regionales son elegidos cada cuatro años en cada provincia por los concejales municipales. El presidente del consejo regional es el intendente, con derecho a voz y en caso de empate con facultad decisoria. Asimismo, el intendente cumple con el rol de representante directo del Presidente de la República en la región y presidente del gobierno regional. Una de las principales funciones del gobierno regional es la asignación de recursos a proyectos de inversión a ejecutarse en la región. Estos principalmente corresponden a proyectos de impacto local, siendo los proyectos de envergadura regional determinados por el Gobierno Central.

En cuanto a la transferencia de competencias, la Ley Orgánica Constitucional de Gobiernos Regionales ya establece un mecanismo de traspaso que en la práctica nunca se ha traducido en hecho real.


A propósito de la elección por sufragio universal de los consejeros regionales, manifestó que la elección directa de éstos debe ser analizada en el contexto de las funciones y atribuciones con las que cuentan. Hoy, en la práctica, su principal labor es la de determinar la asignación de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, los cuales mayoritariamente financian proyectos de iniciativas comunales. En consecuencia, los fondos regionales en gran medida más que financiar obras de impacto regional vienen a suplir la falta de recursos para inversión de los que disponen los municipios y en muchos casos también son la caja chica para proyectos de menor envergadura de los ministerios sectoriales. Para el año 2006, la inversión de decisión regional fue un 22% de la inversión pública efectiva.


Los múltiples proyectos locales que deben ser revisados y analizados por los consejos regionales finalmente terminan por absorber gran parte del tiempo y de sus esfuerzos, no pudiendo así dedicarle más tiempo a las tareas de impacto regional propiamente tales. Por ello, previo a hablar de elección por sufragio universal de los consejeros regionales, se debe definir el rol que deben cumplir: continuar asignando recursos desde el gobierno central a las municipalidades o bien ser autoridades regionales enfocándose en los problemas y desafíos de la región en su conjunto.


Para que realmente se puedan constituir en autoridades regionales se requiere transferir desde el nivel central directamente a los municipios los recursos de inversión que hoy se canalizan a través del Fondo Nacional de Desarrollo Regional. Ello a través de parámetros objetivos y verificables, reduciendo así también la burocracia que implica en la actualidad la ejecución de proyectos de impacto local con fondos regionales. Esta transferencia de mayores recursos para inversión a los municipios debe ser acompañada de mecanismos de rendición de cuenta tanto hacia el nivel central como hacia la ciudadanía.

La elección de consejeros regionales no tiene sentido si éstos no cuentan con atribuciones que lo ameriten. Sólo en la medida que la ciudadanía sienta que cumplen un rol importante se justifica su elección, de lo contrario sólo se percibirá un aumento de los cargos políticos con los costos que ello implica, sin que la ciudadanía vea algún beneficio de ello. Hoy en día, con las atribuciones con que cuentan, los consejeros regionales no son un referente para la población en la solución de sus problemas y por ende no se justifica su elección directa. Si bien en el discurso público se ha afirmado que se ha avanzado en materia de descentralización, en la práctica las secretarías regionales ministeriales y el intendente son los actores más relevantes en el destino de la región. En materia de consejos regionales, los consejos de las comisiones regionales de Medio Ambiente (COREMA) hoy por hoy son bastante mas gravitantes en el desarrollo de una región que los propios consejos regionales, pues no se ha analizado la alternativa de su elección o bien supresión y traspaso de sus funciones y atribuciones a un consejo regional eventualmente electo.


Respecto de la transferencia de competencias, indicó que ésta debe abarcar también la transferencia de recursos, tanto humanos como financieros, lo que no se contempla en la reforma planteada. De esta forma, las mayores competencias con las que eventualmente contarían los gobiernos regionales en la práctica no podrían ser asumidas y en consecuencia menos aún ejercidas.


Enseguida, expresó que no cabe duda que se hace necesaria una reforma profunda en el ámbito regional y en ese contexto evaluar la conveniencia de la elección de autoridades regionales. Mientras se avance en una reforma de esta naturaleza en lo inmediato, y con la finalidad de entregar ahora mayor autonomía a los gobiernos regionales, se debiera  terminar con la doble función del intendente en cuanto a representante del Presidente de la República en la región y presidente del gobierno y del consejo regional, separando ambas funciones, a cargo de dos personas distintas. El intendente continuaría siendo un cargo de exclusiva confianza del Presidente de la República, pudiendo ser designado y removido libremente por éste. El presidente del gobierno regional manteniendo también su rol de presidente del consejo regional, continúa siendo nombrado por el Presidente de la República, pero removido con el acuerdo del consejo regional.


Según su opinión, ello entrega mayor independencia al presidente del gobierno regional respecto del Presidente de la República ya que éste sólo debería ser removido de su cargo en la medida que su destitución sea aprobada por mayoría absoluta del consejo regional. Sin iniciativa del Presidente de la República el presidente del gobierno y del consejo regional sólo debiera poder ser removido por los dos tercios de los miembros del consejo regional, y en cualquiera de los casos, sólo por las causales de notable abandono de deberes o falta a la probidad.


Manifestó también que la elección directa de consejeros regionales se ha puesto en el debate más que nada por una presión por mayor poder desde regiones, por lo que la discusión no se ha dado en un contexto global en materia de descentralización y pareciera ser que poco o nada importa la institucionalidad y autonomía que tendrán las autoridades regionales, lo único que pareciera importar es que algunas de ellas serán electas.


Concluyó señalando que hoy existen 345 alcaldes electos democráticamente, pero poco o nada se ha avanzado hacia una real descentralización y fortalecimiento de los gobiernos locales, por lo que algunos han planteado que la elección de consejeros regionales gatillaría otros procesos descentralizadores, pero nuestra experiencia como país en los municipios, no permite validar ese tipo de afirmaciones. No conviene centrar la discusión en si se eligen o no a determinadas autoridades, lo que requiere el país es avanzar hacia un estado unitario, pero realmente descentralizado.

- - -


Al finalizar las exposiciones que se han consignado, la ex Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Claudia Serrano, expresó que este proyecto es de especial importancia para el Ejecutivo, porque dota a los gobiernos regionales de legitimidad democrática y fomenta una mayor identificación de estos órganos con sus territorios.


Enseguida, el Honorable Senador Letelier observó que el proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados no está bien estructurado, pues no pueden mezclarse -a su juicio- temas que pertenecen a órdenes distintos, tal como es el caso de las circunscripciones senatoriales y la elección por sufragio universal de los consejeros regionales. Ello, continuó, provoca que los ejes temáticos se confundan y los énfasis se trasladen hacia asuntos que no guardan relación directa con los temas que se pretenden regular. En razón de ello, solicitó precisar cuál es la idea matriz del proyecto.


Del mismo modo, sugirió discutir sobre el concepto de Estado que se pretende implementar en Chile antes de definir si los consejeros regionales serán elegidos por sufragio universal o de otra forma, ya que ese es, según dijo, el tema relevante en la implementación de un nuevo sistema regional descentralizado en el país.


Consultó por las eventuales incompatibilidades que enfrentarán los consejeros regionales elegidos con otros cargos de elección popular, manifestando su posición de que éstos se limiten al máximo, pues no existe razón alguna, a su juicio, para impedir que consejeros regionales puedan ser electos alcaldes o parlamentarios.


Al respecto, la señora ex Subsecretaria explicó que la idea del proyecto es prorrogar el mandato de los actuales consejeros por un año, de modo que la elección pueda llevarse a efecto junto con la próxima elección parlamentaria de manera simultánea. Así, los nuevos consejeros tendrían un mandato de tres años, alineándose en el futuro con las elecciones municipales.


El Honorable Senador señor Sabag requirió información del Ejecutivo sobre el sentido de este proyecto en relación con las facultades de los nuevos consejeros y la participación de los parlamentarios en la toma de decisiones de los gobiernos regionales, considerando especialmente los problemas que podrían producirse ante una eventual duplicación de funciones.


El mismo razonamiento planteó el Honorable Senador señor Bianchi, sugiriendo estudiar la fórmula para que los parlamentarios puedan tener mayor participación en las decisiones de políticas públicas que afecten a las regiones.


A su turno, el Honorable Senador señor Pérez Varela señaló que el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados contiene imprecisiones que, a su juicio, hacen aconsejable un mayor estudio. Destacó la propuesta de reforma el actual artículo 114 de la Constitución, que regula la transferencia de competencias desde el Gobierno Central hacia los gobiernos regionales. En su opinión, la propuesta contenida en el proyecto carece de instrumentos para una necesaria y efectiva descentralización en la ejecución de políticas públicas regionales.


En relación con la elección de consejeros regionales por medio de sufragio universal, expresó que existe una anomalía en la arquitectura constitucional en materia de independencia de los gobiernos regionales. A este respecto, afirmó que existe un Gobierno Central con labores ejecutivas con competencia nacional y un Congreso Nacional con labores normativas y miembros elegidos por la ciudadanía y, al mismo tiempo, municipalidades con un órgano -el alcalde- con capacidad de decisión, y otro -el concejo- con facultades fiscalizadoras elegidos por las personas con derecho a voto. En cambio, continuó, la única estructura territorial que no cuenta con un sistema similar es la de los gobiernos regionales, en que los integrantes de los consejos son electos por un sistema de difícil comprensión para la ciudadanía. Además, agregó que las facultades de los consejeros regionales son diferentes a las de los parlamentarios y de los concejales, pues, según dijo, ninguna de estas autoridades tiene poderes de disposición de recursos a favor de sus regiones, como sí sucede en el caso de los consejeros regionales.


En razón de los argumentos expuestos, fue de opinión de profundizar el estudio acerca de los efectos que tendrá en el proceso de descentralización la eventual aprobación del proyecto en las condiciones que lo acordó la Honorable Cámara.


La ex Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Serrano, concordó con lo expresado por el Honorable Senador señor Pérez Varela en el sentido de que las nuevas autoridades regionales han de contar con nuevas atribuciones y medidas de fiscalización en razón de su nuevo origen democrático, de manera tal que la ciudadanía no sólo concurra a votar por una determinada persona, sino que, además, conozca cuáles son las autoridades encargadas de la determinación de programas y asignación de recursos para las regiones. Para ello, afirmó que el debate debe focalizarse en el proyecto de reforma a la ley orgánica constitucional sobre gobierno y administración regional, el que se hace cargo, precisamente, del tema de la transferencia de competencias desde el Gobierno Central hacia los gobiernos regionales.


A propósito de la consulta del Honorable Senador señor Letelier, expresó que los consejeros regionales tienen un área de competencia distinta a la de otras autoridades territoriales electas, de manera que sus funciones deben quedar precisadas conforme a criterios técnicos propios del cargo que ocupan.


En razón de los argumentos expuestos, el Honorable Senador señor Bianchi propuso al Ejecutivo estudiar nuevas alternativas para subsanar las objeciones que se han planteado sobre el proyecto en debate, con el objeto de avanzar en su aprobación.

La ex Subsecretaria, señora Serrano, se comprometió a estudiar las propuestas que sean necesarias para el perfeccionamiento de la reforma constitucional en debate, que la Comisión cuente con los antecedentes necesarios para la votación de esta iniciativa. Sin perjuicio de ello, precisó que antes debe proponer las nuevas fórmulas al Ministerio Secretaría General de la Presidencia para llevar adelante lo solicitado, pues existen materias que deben coordinarse con otros estamentos del Ejecutivo para su efectiva realización.

- - -


En la siguiente sesión, el representante de la agrupación Independientes en Red, señor Javier Sajuria, señaló que los temas relativos al centralismo y sus mecanismos de atenuación se han discutido durante largo tiempo, por lo que hay que tomar en consideración los datos que ubican a Chile como el tercer país más centralizado de población por capital, como también el alto grado de concentración poblacional en Santiago y la relación del producto interno bruto con la población, en que la Región Metropolitana concentra el 48%. Teniendo en cuenta los datos enunciados, expresó que en el país existe un énfasis en la provisión de servicios por sobre la transferencia de competencias, lo que provoca que un gran número de políticas públicas dependan de órganos centrales.


Al respecto, propuso debatir en torno a los siguientes conceptos:


a) Autonomía financiera de los gobiernos regionales, y

b) Cercanía con la ciudadanía regional al proceso de toma de decisiones. 


Agregó que en la campaña presidencial del año 1999, los candidatos presidenciales señores Ricardo Lagos y Joaquín Lavín firmaron un compromiso con la iniciativa ciudadana denominada “Yo voto por las regiones”, que consideraba, entre otros temas, la elección directa de los consejeros regionales. Asimismo, en el año 2001, el 100% de los Senadores electos en esa ocasión ratificaron dicho compromiso.


En cuanto a las sugerencias presentadas al proyecto, señaló que la institución que representa tiene las siguientes observaciones:


a) Considerar un sistema transparente e inclusivo para la elección de las autoridades regionales.


b) Evitar los cuoteos partidarios.


c) Fomentar la participación ciudadana.


d) No comparten la creación de la figura del presidente del gobierno regional, pues no existen hoy las condiciones para instalar una figura de esa relevancia por medio de la elección democrática, dada la composición y densidad poblacional, diversa en cada una de las regiones del país.


En lo que dice relación con la transferencia de competencias desde el Gobierno Central hacia los gobiernos regionales, expresó que una reforma de tal magnitud debe cumplir con determinados estándares que permitan la implementación de un proceso descentralizador flexible y moderno, que entregue los incentivos correctos para el fomento de la actividad económica, social y cultural en las regiones.


En la misma sesión, el Profesor de Derecho Administrativo de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Eduardo Cordero, destacó las ideas contenidas en el proyecto, pues constituyen, según dijo, un avance relevante en la discusión de los temas relativos a la descentralización y mayor independencia de los gobiernos regionales.


Como marco estructural, indicó que han de tenerse presente los artículos 3° (forma del Estado), 24 (Presidente de la República como titular del gobierno y administración del Estado) y 110 (división del territorio) de la Constitución Política, que contienen los conceptos básicos respecto de los cuales el proyecto de reforma constitucional en debate genera efectos, y que son los siguientes:

a) Estado unitario.

b) Función de gobierno.

c) Función de administración.


Señaló que nuestra estructura constitucional está diseñada de la siguiente manera en cuanto a las funciones de gobierno y administración:


a) En el territorio nacional las funciones de gobierno y administración las ejerce el Presidente de la República.


b) En el territorio regional la función de gobierno la ejerce el intendente y las de administración las ejerce el gobierno regional.


c) En el territorio provincial las funciones de gobierno y administración las ejerce el gobernador provincial.


d) En el territorio comunal no hay funciones de gobierno, por lo que la administración está radicada en la municipalidad como órgano compuesto por el alcalde y los concejales.


En lo que respecta a la naturaleza del órgano, manifestó que debe estarse al siguiente esquema:


a) El Presidente de la República es un órgano centralizado (Estado o Fisco).

b) El intendente regional es un órgano centralizado y desconcentrado territorialmente (Estado o Fisco).


c) El gobernador provincial es un órgano centralizado y desconcentrado territorialmente (Estado o Fisco).


d) El gobierno regional es un órgano descentralizado territorialmente (personalidad jurídica propia).


e) La municipalidad es un órgano descentralizado territorialmente (personalidad jurídica propia).


Conforme a lo expuesto, la propuesta del Honorable Senador señor Orpis que sugiere la creación de un presidente del gobierno regional elegido por votación ciudadana, implica que tendrá facultades de gobierno, dejando las de administración en manos del gobierno regional. Por ello, sugirió que para el adecuado análisis de la propuesta, se consideren los siguientes elementos:


a) Naturaleza jurídica del órgano presidente regional.


b) Inclusión de su figura en la actual estructura del Estado.


c) Reformulación o sustitución del intendente regional.


d) Definición de un órgano que actúe como representante del Presidente de la República en la región (delegado del gobierno).


e) Creación de una entidad descentralizada y autónoma de nivel regional, que tenga a su cargo la función administrativa con una visión supralocal.

- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Núñez precisó que uno de los ejes temáticos de la discusión de esta reforma constitucional radica en resolver hasta qué nivel de competencias pueden transferirse a los gobiernos regionales. A su juicio, no debe eludirse en el debate la posible federalización del Estado de Chile, de manera que las regiones pasen a tener gobiernos y parlamentos propios. Para ello, continuó, es necesario introducir enmiendas profundas al diseño administrativo que encuentra su fuente normativa en el artículo 3° de la Constitución Política, cuya redacción no permite mayor flexibilidad. Se declaró partidario de estudiar propuestas que persigan su reforma y asumir la discusión que hace años, a su juicio, Chile viene postergando. La creación de la figura de un presidente regional con facultades de gobierno y administración, elegido por sufragio universal, transforma la esencia unitaria del Estado de Chile, pues ya no será el Presidente de la República -Jefe del Estado y del Gobierno- quien detentará facultades exclusivas de gobierno, pues ahora coexistirá con autoridades que gobernarán y administrarán territorios determinados del país.


En opinión del señor Senador, los temas que habrán de considerarse para una efectiva descentralización son los siguientes:


a) Disminuir el alto grado de presidencialismo que hoy existe.


b) Dotar al Parlamento con atribuciones que lo transformen en un verdadero contrapeso del Ejecutivo.


c) Mayor descentralización, entregando poder a las regiones para una toma de decisiones independiente y efectiva. 


Intervino a continuación el Honorable Senador señor Orpis, quien afirmó que los gobiernos regionales actúan sobre la base de un Estado desconcentrado y no descentralizado, pues el organismo rector es el nivel central. De ahí que la función de los intendentes y de los secretarios regionales ministeriales obedezcan a potestades desconcentradas, lo que, según dijo, es preciso enmendar para que los gobiernos regionales tengan otras funciones y facultades a la hora de tomar decisiones y ejecutar políticas públicas regionales. De otra manera, continuó, la reforma constitucional en debate pierde relevancia, manteniéndose en vigor las mismas normas constitucionales que hoy rigen.


Por las razones expuestas, el sentido de sus propuestas apuntan a que los gobiernos regionales sean organismos descentralizados y no desconcentrados. Ese es el objeto de la creación de un presidente del gobierno regional con facultades de gobierno y de la posibilidad de establecer un mecanismo de transferencia de competencias desde el nivel central al regional. Sin perjuicio de esta descentralización de los gobiernos regionales, afirmó que en ningún caso se pretende eliminar la figura del intendente regional, que se mantiene en la estructura para ejecutar las políticas de gobierno de carácter nacional.


A mayor abundamiento, indicó que dichas sugerencias no hacen necesaria la modificación del artículo 3° de la Constitución, puesto que la reforma central, a su juicio, es la que modifica el artículo 114 (transferencia de competencias), distinguiendo entre competencias nacionales, regionales y locales, cada una de las cuales con un responsable. Para el caso de conflictos respecto de la naturaleza de las funciones entre algunos de estos niveles, será el Senado de la República el órgano que dirima la controversia.

El profesor señor Cordero, en respuesta a las observaciones planteadas por los señores Senadores, expresó que hay una cuestión terminológica que es importante precisar: el gobierno regional es un órgano descentralizado, pues tiene personalidad jurídica y patrimonio propio independiente de la Administración Central. En doctrina -agregó- se distingue entre los conceptos de descentralización real o ficta, siendo esta última la que suele presentar mayores conflictos para la determinación del carácter de un órgano del Estado. Así, la descentralización ficta se presenta en aquellos casos -como el de los gobiernos regionales- en que si bien son descentralizados, las autoridades a cargo de los servicios son nombrados por el Presidente de la República, lo que los sitúa bajo el control del Gobierno Central.

En esa línea -continuó- es efectivo que la influencia del intendente en los gobiernos regionales es manifiesta, porque es el representante directo del Presidente de la República, de manera tal que el organismo descentralizado pierde fuerza conceptual y operativa en sus aspectos más puros. Así, el Estado de Chile es unitario pues la función de gobierno está centralizada, constituyendo la forma relacional entre los Poderes del Estado, o lo que derechamente se conoce como funciones de Estado, cual es el caso, entre otras, de relaciones exteriores, defensa y nombramientos de ministros de los tribunales superiores de justicia.


Sugirió como alternativa la descentralización de la administración de ciertas competencias en la región con potestades concretas, de manera de dotarlas de mayor autonomía en la ejecución de determinadas políticas públicas. De esta forma, no se quiebra el concepto de Estado unitario y se logra el objetivo planteado.


A propósito de la posibilidad que sea el Senado el que dirima los conflictos en materia de transferencia de competencias, señaló que es una cuestión jurídicamente compleja. Afirmó que soluciones implementadas en el derecho comparado han consistido en entregarle esta facultad al Tribunal Constitucional (Alemania y España), o a un Tribunal de Conflictos, como en el caso de Francia.

A modo de síntesis, planteó:


a) Precisar los conceptos de gobierno y administración, por cuanto si estos se descentralizan por completo se destruye el carácter unitario del Estado en los términos del artículo 3° de la Constitución;


b) Entregar personalidad jurídica a las regiones, pero de manera que ejerzan en propiedad el título de órganos descentralizados;


c) Incorporar el concepto de autonomía de los gobiernos regionales, y


d) Mantener a los intendentes en la función de gobierno, en cuanto representantes del Presidente de la República.

- - -


El ex Contralor General de la República y Profesor de Derecho Administrativo, señor Arturo Aylwin Azócar, afirmó que es necesario acentuar la descentralización en el país, con el objeto de que las regiones cuenten con mayores grados de autonomía para implementar y ejecutar programas que vayan en su beneficio.


Precisó que las reformas que se propongan en pos de lograr el objetivo enunciado deben contener propuestas realistas que entreguen viabilidad no sólo política, sino, también, presupuestaria y estructural. Agregó que es necesario debatir y buscar fórmulas para la adecuada instalación de nuevas facultades destinadas a los gobiernos regionales, soluciones que deben ser fruto del consenso de los sectores políticos, sumando al Ejecutivo y a los representantes de las comunidades regionales.


Respecto del proyecto de reforma constitucional en estudio, hizo presentes las siguientes observaciones: 


a) La función de gobierno en un Estado unitario es privativa del Presidente de la República, de manera que no pueden transferirse competencias de este tipo a figuras de naturaleza distinta de las de aquél. Por ello es que son los intendentes quienes representan al Presidente en las regiones, con lo que se cumple lo dispuesto en el artículo 3° de la Constitución Política.


b) En cuanto a la función de administración, ella sí puede estar a cargo de los gobiernos regionales. Estos órganos, en todo caso, constituyen estructuras que no sólo tienen por función la administración y ejecución de políticas públicas, sino, además, pueden fomentar actividades económicas, definir políticas regionales, elaborar el plan de desarrollo regional y confeccionar el presupuesto de la región.


c) No debe crearse una administración paralela en los gobiernos regionales, y todos los servicios públicos regionales deben estar -de acuerdo con la legislación vigente- de manera efectiva a cargo del intendente regional como representante del Presidente de la República, con plenas facultades para su gestión y control.


d) Revisar la estructura constitucional de las facultades presidenciales, fomentando el traspaso gradual de competencias a los gobiernos regionales e introducir mecanismos de coordinación entre los diversos niveles de la Administración del Estado, con el objeto de que existan responsabilidades y potestades claras en la ejecución de planes y prestación de servicios públicos, evitando duplicidad de funciones.


e) Impulsar la creación de instrumentos financieros que permitan a las regiones contar con recursos propios, entendiendo por tales aquéllos que puedan manejar con autonomía respecto del Gobierno Central.


Por las razones expuestas, el profesor Aylwin valoró las ideas contenidas en el proyecto de reforma constitucional en debate, por cuanto apuntan a que los gobiernos regionales tengan mayor independencia en la toma de decisiones y cuenten, además, con un origen democrático incuestionable. Del mismo modo llamó la atención acerca del contenido específico de algunas propuestas que podrían provocar efectos prácticos no deseables, instando a madurar soluciones sin atentar contra el actual diseño administrativo del país.


Enseguida, expuso el profesor de Derecho Constitucional de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Eduardo Aldunate, quien expresó que el diseño constitucional en materia de organización administrativa del Estado es una fórmula por la cual se busca resolver una lucha de poder, particularmente entre el Gobierno Central y los gobiernos regionales. Recordó que desde la Constitución de 1925 en adelante, todos los intentos de traspaso de competencias han fracasado en su concreción fáctica, y este es un antecedente que hay que considerar en esta reforma.


Explicó que las dificultades comienzan con la denominación que se dio a los gobiernos regionales durante el proceso que se llevó a cabo en el año 1991, ya que dichos órganos no ejercen funciones de gobierno propiamente tal, sino, más bien, realizan labores de administración de políticas diseñadas y financiadas desde la Administración Central. A mayor abundamiento, afirmó que hay elementos que permiten afirmar que la estructura de los gobiernos regionales y su relación con el Gobierno Central siguen siendo confusos, señalando, a modo de ejemplo, la dualidad del intendente en cuanto autoridad máxima del gobierno regional, pero, al mismo tiempo, designado por el Presidente de la República en un cargo de su exclusiva confianza, desempeñando una misma persona los roles de gobierno y administración.


Manifestó que uno de los aspectos más relevantes de esta reforma constitucional está constituido por la transferencia de competencias desde el Gobierno Central hacia los gobiernos regionales. De esta manera, lo que hay que determinar -a su juicio- son las competencias que debieran ser de carácter nacional y, luego, precisar cuáles podrán ser de competencia regional. En esa línea, expresó que es importante observar la realidad en la cual ejercen sus funciones los distintos órganos regionales del país, ya que el contexto de Arica o de Punta Arenas es diferente al de áreas metropolitanas como Santiago, Valparaíso o Concepción.


En razón de lo expresado, sugirió revisar cada competencia en particular, considerando factores tales como el territorio, densidad poblacional, conectividad y recursos. Recordó lo dispuesto en los artículos 148 y 149 de la Constitución española, que si bien considera un modelo de organización administrativa diferente al de nuestro país, dispone la separación de competencias entre el Gobierno Central y las comunidades autónomas. Destacó la redacción de los encabezados de ambas normas, que señalan:


“Artículo 148.- Las comunidades autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias:”.


“Artículo 149.- El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias.”.


Acorde con la nomenclatura de las disposiciones mencionadas, explicó que una alternativa para enmendar el actual modelo constitucional en materia de competencias regionales versus competencias nacionales, importa la delimitación específica, a nivel constitucional, de cuáles serán las funciones en cada uno de los niveles, lo que implica designar responsables claros y recursos seguros.


Luego, planteó que las regiones deben enfocarse como corporaciones territoriales, cual es el caso del derecho francés, donde existe una administración que se entrega a un grupo de individuos que, por su cercanía con las necesidades de dichas zonas, tienen una mejor capacidad de solución de los problemas locales. Por ello, hay que considerar la posibilidad de crear una estructura similar a la que hoy existe en materia municipal, con competencias, responsabilidades y recursos destinados directamente a ejercicios determinados en materia de ejecución de políticas públicas comunales, con los debidos matices que supone una mayor amplitud territorial y densidad poblacional en el caso de los gobiernos regionales.


Finalizó su exposición señalando:


a) La transferencia y listado de competencias debe quedar definida y establecida en la Constitución. La razón de ello está en que las competencias, en su aspecto jurídico, constituyen la forma en que se ejerce el poder.


b) Debe también regularse de manera precisa el procedimiento por medio del cual se transferirán las competencias, el que no puede ser entregado sólo a la ley. Sus principios tienen también que reconocerse en el texto constitucional. A este respecto precisó que lo óptimo, a su juicio, es la asignación constitucional directa a los gobiernos regionales de competencias específicas en un listado temático, caso en el cual sí puede pensarse en un procedimiento regulado por la ley orgánica respectiva.


c) Para el caso que el listado de competencias no quede definido en la Constitución, su transferencia -por tratarse de un asunto político- debe practicarse mediante una ley, lo que obliga a fijar la discusión de un asunto público en el Parlamento y no en la discrecionalidad del gobierno de turno. Ello obliga a que entre en juego la institucionalidad política: Ejecutivo, Legislativo y Tribunal Constitucional.


d) En cuanto a los recursos, sugirió que el diseño constitucional debe desagregar la transferencia de una competencia específica de los fondos considerados para su ejecución, puesto que la relación directa entre competencia y recurso directo es jurídicamente compleja. Así, propuso que exista un capítulo referido a la existencia de recursos macro para la ejecución de las competencias regionales.

e) Sin abandonar la idea del Estado unitario, existen fórmulas que potenciarían la figura de los gobiernos regionales ante la Administración Central, como es el caso de entregar legitimación activa para que acudan al Tribunal Constitucional en los casos en que se transgredan los principios constitucionales en materia de transferencia de competencias en los proyectos de ley que los traten. También puede existir la posibilidad de presentar iniciativas de ley en materias regionales o delegación normativa limitada en el ámbito administrativo para el ejercicio de las competencias transferidas.


f) La creación de un presidente del gobierno regional debe considerarse como una autoridad elegida por sus pares, más no por un proceso de sufragio universal, pues eso quebraría -en su opinión- los equilibrios políticos entre las diversas regiones del país. Señaló como ejemplo el número de votantes que elegiría al presidente del gobierno regional de Santiago, que en algunos casos cuadruplica en número de inscritos en otras zonas del país.


g) En razón de lo anterior, la figura del presidente del gobierno regional ha de contar con facultades ejecutivas e igualdad con el intendente en materia de proposiciones al consejo, de manera tal que exista un régimen razonable en los equilibrios y quórum en la toma de decisiones para la región.


h) Sugirió que las elecciones de los consejeros regionales no sean simultáneas con otras elecciones, en razón de que ello supondría la desaparición de agendas locales en períodos de elecciones municipales conjuntas.


El Honorable Senador señor Orpis estuvo de acuerdo en fijar de manera taxativa en la Constitución el listado de competencias transferibles a los gobiernos regionales, pero con la existencia de un mecanismo que dirima los conflictos frente a la negativa injustificada del Ejecutivo. En razón de ello, insistió que, de acuerdo al nuevo origen democrático que tendrá el consejo regional, sea el Senado de la República el órgano que decida.


El Honorable Senador señor Núñez precisó que en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado existen competencias de nivel nacional y regional, lo que habilita la creación de servicios regionales descentralizados que se ocupen de competencias a nivel regional sin necesidad de implementar nuevos mecanismos constitucionales de transferencia.

- - -


El abogado y profesor de Derecho Constitucional, señor Francisco Zúñiga, señaló que este proyecto de reforma constitucional contiene la intención de fortalecer las regiones dotando de mayores competencias a los gobiernos regionales, lo que implica entregarles autonomía en la adopción y ejecución de sus decisiones administrativas.


Sin perjuicio de lo anterior, precisó que las sugerencias que se han presentado apuntan en una dirección diferente, cual es la descentralización política de las decisiones del Estado y no la administración de competencias, lo que escapa a la idea matriz de esta iniciativa. Así, todas las propuestas de los señores Senadores pasan, necesariamente, por sustituir el artículo 3° de la Constitución, lo cual no está previsto en el texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados.


En cualquier caso, apuntó que la forma de un Estado de regiones autónomas no es algo nuevo en los sistemas comparados, teniendo su origen próximo en la Constitución de la Segunda República Española del año 1931, que inspira a la Constitución de Italia del año 1947 y ratifica la Constitución de España del año 1978 con las comunidades autónomas. Todas fórmulas intermedias entre el Estado federal y el unitario, que descansan en la descentralización política del Estado, lo que atañe a los Poderes Ejecutivo y Legislativo, traducido en la existencia de gobiernos y parlamentos en cada una de las autonomías.


El escenario descrito -continuó- es el que está presente en este proyecto, que resulta interesante a la hora de repensar el modelo de organización administrativa que hoy opera en el país, implicando una refundación del sistema constitucional chileno en cuanto a los equilibrios políticos entre Poderes y el ejercicio de competencias autónomas en cada una de las regiones. Hizo presente que para una situación como la propuesta, hay que considerar factores que son relevantes para la refundación del sistema, tales como el territorio, la fortaleza institucional, las identidades regionales y los recursos.


A mayor abundamiento, señaló que en los países con descentralización política el Senado opera como una cámara de representación territorial, razón por la cual el bicameralismo, en un sistema democrático, se justifica cuando la organización territorial permite integrar en la Cámara Alta la representación de las regiones que son parte de la República. En los países con sistemas de Estado unitario, en cambio, el Senado es una cámara que tiene una connotación diferente que obedece, principalmente, a mayores grados de especificidad en el proceso de formación de la ley, sin que se atienda a su importancia en cuanto factor representativo. De esta forma, el estudio de un nuevo sistema de organización administrativa en el país debe generar las enmiendas pertinentes en la concepción del Parlamento y la función de cada una de sus Cámaras, consagrando al Senado como una instancia de resolución de los grandes temas político-territoriales.


En cuanto al contenido específico de las propuestas presentadas durante el debate, llamó la atención acerca de la utilización del concepto de gobierno regional, que, a su juicio, es una expresión carente de contenido específico en el sistema constitucional chileno, en razón de que los gobiernos regionales tienen por función administrar políticas sectoriales definidas por la Administración Central. De esta forma, las sugernecias no distinguen las funciones de gobierno y administración, por cuanto asignan la potestad de gobierno al presidente del gobierno regional y concentran la potestad administrativa en el representante del Presidente de la República en la estructura regional. Hecho este análisis, agregó que la separación de funciones y la descentralización política conllevan la eliminación del intendente y la transformación de los gobiernos regionales en entes públicos nuevos, con capacidad de decisión en políticas sectoriales de aplicación territorial.


Otros sistemas -continuó-, como el español o el francés, han conservado la unidad político territorial con la figura del gobernador civil provincial y del prefecto, respectivamente. El objetivo no es otro que mantener la unidad política del territorio, privándolos, eso sí, de los poderes que tradicionalmente habían ostentado hasta la implementación de las nuevas fórmulas. En lo que dice relación con la iniciativa en estudio, una posibilidad que se estudió a propósito de la reforma constitucional del año 2005, fue la de trasladar toda la función administrativa a los gobiernos regionales, conservando al intendente como órgano político y desplazando el Poder Ejecutivo de la instancia regional al presidente del consejo regional, sea por elección directa o indirecta por parte de los consejeros.

- - -


A continuación, expuso el sociólogo y profesor de la Escuela de Sociología de la Universidad de Chile, señor Manuel Antonio Garretón, quien señaló que hay que abordar la discusión en cuanto a la forma de Estado que es útil a Chile, sea este unitario, federal o semifederal, lo que, a su vez, implica la revisión del sistema de fuerte presidencialismo imperante y la importancia de la nueva concepción de instituciones como el Parlamento y su relevancia en el orden constitucional.


Afirmó que existe la necesidad de una definición explícita acerca del carácter unitario o federal del Estado, ya que si se opta por una vía al federalismo hay que ocuparse de la relación entre los gobiernos estaduales y de éstos con el Gobierno Central. En caso contrario, de mantenerse el carácter unitario, habrán de estudiarse nuevas fórmulas para que los gobiernos regionales tengan mayor independencia.


Suponiendo que se mantiene el carácter unitario, los gobiernos regionales seguirán encabezados por una autoridad unipersonal (el intendente), secundada por un organismo colegiado (el consejo regional). A este respecto, afirmó que no le parece conveniente la creación de una figura que pueda duplicar funciones, como es el caso del presidente del gobierno regional, por cuanto estos organismos regionales deben tener funciones efectivas de gobierno que signifiquen una mayor autonomía en sus decisiones estratégicas. Así, recomendó que el intendente, al igual que el Presidente de la República, tenga potestades de gobierno y administrativas. Lo mismo se extiende a los secretarios regionales ministeriales.


En cuanto a la elección de los consejeros regionales, expresó que la votación popular es el único medio para dotar a este organismo de legitimidad democrática, subsanando así una anomalía de nuestro sistema constitucional, pero con la limitación de no ejercer el cargo más de dos períodos consecutivos y el reconocimiento de normas precisas en cuanto a la cesación en él y la igualdad de género.


Finalmente, argumentó que los consejos provinciales debieran jugar un rol más relevante en la organización político administrativa del país, entregándoles facultades resolutivas en el manejo de determinados recursos.


El Honorable Senador señor Orpis señaló que si bien la idea matriz del proyecto de reforma no considera la transformación de la organización administrativa del Estado, a su juicio no puede avanzarse en una efectiva descentralización sin pronunciarse sobre el contenido de las propuestas presentadas, que, sin ir más lejos, han permitido un amplio debate en el seno de esta instancia legislativa.


Reiteró que el contenido de sus sugerencias no persigue transformar al Estado unitario en uno federal o semifederal, sino entregar mayores grados de autonomía a las regiones y definir y transferir competencias de manera expresa, lo que no implica introducir -al menos en este momento- enmiendas al artículo 3° de la Constitución.


El Honorable Senador señor Núñez recordó que uno de los objetivos primitivos de este proyecto de reforma constitucional era resolver una anomalía democrática, que consiste en que todas las autoridades representativas (Presidente de la República, parlamentarios, alcaldes y concejales) son elegidas por el voto popular, salvo los consejeros regionales. Con el devenir del debate en la Comisión y en razón del contenido de las ideas presentadas, el escenario de la discusión es diferente, de manera tal que lo que hay que definir es qué tipo de función se les entregará a los gobiernos regionales, esto es, si tendrán competencias de gobierno o funciones administrativas.


En Chile -continuó- el esquema adolece de una denominación técnica precisa, por lo que los gobiernos regionales debieran, además, incluir en su nomenclatura el concepto de administración, ya que es esa la función que en la práctica hoy ejecutan. A raíz de las exposiciones escuchadas durante el transcurso del debate, el señor Senador instó a debatir cuál es el esquema que se implementará en Chile, si un Estado unitario, federal o semifederal de comunidades autónomas, por lo que no hay que temer, según dijo, introducir las reformas constitucionales que sean necesarias, incluido el artículo 3° del texto fundamental tantas veces mencionado.


De acuerdo con lo expresado, señaló que esta es una oportunidad que no se puede desechar para discutir el modelo de organización administrativa del país, con todos los efectos que ello provoca en el funcionamiento institucional, tal como el fuerte presidencialismo y la escasa relevancia del Parlamento como mecanismo de contrapeso con el Ejecutivo.


Por esas razones, afirmó que es necesario introducir enmiendas que generen los efectos sistémicos pertinentes en el ordenamiento constitucional chileno, que conduzcan a la creación de un Estado nacional de regiones autónomas que impulse la efectiva descentralización política y administrativa del país.

- - -


En sesión de día 6 de enero de 2009, y en virtud del acuerdo de la Sala de remitir nuevamente este proyecto para su discusión en general, la Comisión debatió acerca de la idea de legislar sobre esta iniciativa, oportunidad en la cual el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera Gallo, expresó que el interés del Gobierno en esta materia es avanzar lo necesario para lograr mayores niveles de descentralización en el país, por lo que apoyará las indicaciones que en ese sentido se formulen durante la discusión en particular. Sin perjuicio de ello, señaló que las mismas deben encuadrarse dentro de lo que, a su juicio, constituye la idea matriz de este proyecto de reforma constitucional, que, a su vez, está constituida por los siguientes asuntos:


1) Elección democrática de los consejeros regionales.


2) Transferencia de competencias desde el Gobierno Central hacia los gobiernos regionales.


3) Eliminación del número de las regiones en su denominación.


De esta forma -continuó-, esta iniciativa no guarda relación con temas tales como áreas metropolitanas, convenios de programación o solución de controversias entre la Administración Central y los gobiernos regionales, sin perjuicio de la facultad que asiste a los señores Senadores para acordar las materias que conforman la idea matriz.


A continuación, el Honorable Senador señor Núñez destacó que las enmiendas introducidas a este proyecto en el anterior debate fueron acordadas íntegramente con el Ejecutivo, en ese entonces representado por la ex Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Claudia Serrano. Dicha labor tomó cerca de tres meses en los cuales se escuchó al mundo académico y a la sociedad civil, arribando al texto que se propuso a la Sala y que ésta, por una interpretación del Reglamento de la Corporación que declaró no compartir, devolvió a esta Comisión para su pronunciamiento en general. De tal manera que, en su opinión, las materias incorporadas en dicho texto sí se encuadran dentro de la idea matriz de este proyecto, por lo que reafirmó su criterio de que la reforma se extienda a la incorporación de la figura del presidente del consejo regional, el establecimiento de un mecanismo de solución de controversias entre el Ejecutivo y los gobiernos regionales; la consignación de normas que aseguren la ejecutoriedad de los convenios de programación, y la determinación de competencias transferibles.


El Honorable Senador señor Bianchi ratificó lo expresado por el Honorable Senador señor Núñez, en el sentido de que todas las enmiendas introducidas en el debate anterior fueron acordadas con el Ejecutivo, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión conformada, además, con los Honorables Senadores señores Núñez, Orpis y Sabag.


A su turno, el Honorable Senador señor Pérez Varela expresó que hoy ha de votarse la idea de legislar sobre este proyecto de reforma constitucional, cuya idea matriz está constituida por la elección de los consejeros regionales, transferencia de competencias y eliminación del número de regiones. Sin perjuicio de ello, señaló que si bien esos son los temas genéricos que fundan este reforma, no hay que olvidar que el mensaje con que se dio inicio a su tramitación contenía, además, otros asuntos que fueron precisamente los incorporados en el debate anterior y que contaron con el acuerdo expreso del Ejecutivo. Por esa razón, estimó que lo que hay que hacer es aprobar la idea de legislar y luego, en la discusión particular, formular las indicaciones pertinentes.


El Ministro señor Viera Gallo señaló que el proyecto en debate debe ser simple. En su opinión, no ha de incluir temas que pueden ser discutidos en otro proyecto de reforma constitucional de los señores Senadores, pues no existen restricciones constitucionales para ello, ratificando la postura del Ejecutivo acerca de que la idea matriz sólo comprenda los que señaló en un párrafo precedente. Además, llamó la atención sobre las diferentes posturas que existen no sólo entre las bancadas, sino que también al interior de cada una de ellas, razón por la que instó a consensuar los asuntos en los cuales se pueda avanzar de buena manera en la descentralización del país.


El Honorable Senador señor Sabag concordó con lo señalado por el señor Ministro de buscar los apoyos necesarios en las bancadas para obtener la aprobación del proyecto. Por ello, instó al Ejecutivo y a los demás miembros de la Comisión a explicar el sentido de las enmiendas introducidas en el primer debate, de manera tal que las indicaciones que se presenten durante la discusión en particular puedan ser votadas favorablemente en la Sala.


El Honorable Senador señor Orpis apreció el trabajo realizado por la Comisión en conjunto con el Ejecutivo, destacando su seriedad y rigurosidad conceptual. Por ello, solicitó que los avances logrados se incorporen durante la discusión particular de esta iniciativa, especialmente en materia de transferencia de competencias desde el Gobierno Central hacia los gobiernos regionales, cuestión que, a su juicio, constituye uno de los elementos principales para lograr mayores grados de descentralización en el país. De esta manera -continuó-, no sólo es necesario introducir enmiendas en la manera en que se elige a los consejeros regionales, sino que hay que impulsar niveles de autonomía que les permitan a las regiones un desarrollo integral, materia en la cual el Ejecutivo estuvo de acuerdo en su momento.


Finalmente, el Honorable Senador señor Bianchi estimó importante la disposición del Ejecutivo para avanzar en los temas propuestos en el primer debate, siendo tal valoración un factor determinante para predisponerlo a favor de la iniciativa.

- - -


Puesta nuevamente en votación la idea de legislar, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag, le prestó su aprobación, pues contiene normas relevantes que permiten avanzar en el proceso de descentralización que el país requiere.

El voto de unanimidad valoró la nueva legitimidad de origen que tendrán los representantes de la ciudadanía en el consejo regional, nominados directamente mediante sufragio universal, sin intermediarios que puedan desvirtuar la voluntad popular. Destacó que esta nueva legitimidad afianzará la participación de la ciudadanía en la formulación y ejecución de políticas públicas regionales, y restablecerá el equilibrio democrático con la presencia del estamento regional en la toma de las decisiones públicas.


Además, el voto de unanimidad observó como un avance la norma del proyecto que faculta al Presidente de la República para transferir una o más competencias a los gobiernos regionales, abriendo caminos para que las regiones gocen de mayor autonomía en el ejercicio de sus atribuciones.


También, en lo tocante a la normativa que asigna a cada región una circunscripción senatorial, materia controvertida en el debate parlamentario en relación con el proyecto de ley que crea una circunscripción senatorial para la nueva Región de Arica y Parinacota, el voto aprobatorio de este proyecto de reforma tuvo en consideración el artículo 180 de la Ley Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, que establece el principio de que para la elección de los miembros del Senado, cada región constituirá una circunscripción senatorial con excepción de las que enseguida menciona que se dividirán en dos circunscripciones.


De conformidad con la norma citada, estima el voto de unanimidad, pierde fuerza y oportunidad incorporar esa misma disposición en la Constitución Política.


Finalmente, y cual se sabe, durante el examen de este proyecto de reforma, esta Comisión estudió otras instituciones y mecanismos necesarios para la eficacia del impulso descentralizador. Estos habrán de considerarse en la discusión en particular de la iniciativa y guardan relación con el núcleo central o idea matriz del proyecto, como son la creación de la figura del presidente del gobierno regional; la garantía de una transferencia efectiva de competencias asignadas por la propia Constitución a los gobiernos regionales; la facultad del Senado para dirimir los conflictos de competencia entre los gobiernos regionales y las autoridades ejecutivas del Gobierno Central en materia de transferencia de atribuciones; la participación de los municipios en la celebración de los convenios de programación y la obligatoriedad de ejecución de éstos y, por último, la creación de las áreas metropolitanas.

- - -


Habida cuenta del acuerdo precedente, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación en general de este proyecto de reforma constitucional en los siguientes términos:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL


"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política:



1. Modifícase el artículo 49 en los siguientes términos:



a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la palabra “país”, sustituyendo el punto seguido (.) por una coma (,), lo siguiente: “cada una de las cuales constituirá, a lo menos, una circunscripción.”.



b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:



“Los senadores durarán ocho años en su cargo y se renovarán alternadamente cada cuatro años, en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva.”.



2. Modifícase el artículo 113 en la siguiente forma:



a) Suprímese en el inciso primero la  siguiente oración final: “la que regulará además su integración y organización.”, sustituyendo la coma (,) que la precede por un punto final (.).



b) Intercálanse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando el actual segundo a ser cuarto:



“El consejo regional estará integrado por consejeros elegidos por sufragio universal, de conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva. Los consejeros regionales durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley determinará la organización del consejo regional y el número de consejeros que lo integrarán.



Los consejeros regionales podrán renunciar a su cargo cuando les afecte una enfermedad grave que les impida desempeñarlo y así lo califique el Tribunal Constitucional.”.



3. Reemplázase el artículo 114, por el siguiente:



"Artículo 114.- La ley orgánica constitucional respectiva determinará la forma y el modo en que el Presidente de la República podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultura.”.


4. Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 124 las expresiones “miembro del consejo regional” por las siguientes: “consejero regional, alcalde”.



5. Sustitúyense en el artículo 125 las expresiones: “alcaldes, de miembro del consejo regional y de concejal”, por las siguientes: “alcalde, consejero regional y concejal”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 8 de abril de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag; 28 de abril de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Hosain Sabag; 29 de abril de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag; 6 de mayo de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Juan Pablo Letelier (señor Ricardo Núñez), Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag; 13 de mayo de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Juan Pablo Letelier (señor Ricardo Núñez), Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag; de 3 de junio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag; 1 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Juan Pablo Letelier (señor Ricardo Núñez), Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag; 2 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), señor Juan Pablo Letelier (señor Ricardo Núñez), Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag; 5 de agosto de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), señor Juan Pablo Letelier (señor Ricardo Núñez), Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag; 18 de agosto de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis, y Hosain Sabag; 19 de agosto de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag; 1 de septiembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Hosain Sabag; 8 de septiembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Hosain Sabag; 16 de septiembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Hosain Sabag; 7 de octubre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Hosain Sabag; 12 de noviembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Hosain Sabag, y 6 de enero de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag.

Sala de la Comisión a 9 de enero de 2009.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.455, SOBRE PRODUCCIÓN, ELABORACIÓN  Y COMERCIALIZACIÓN DE ALCOHOLES, BEBIDAS ALCOHÓLICAS Y VINAGRES, PARA ADECUAR SUS DISPOSICIONES A COMPROMISOS INTERNACIONALES ADQUIRIDOS POR CHILE Y PERFECCIONAR SUS MECANISMOS DE FISCALIZACIÓN

(5013-11)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de informaros en general el proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje de S. E. la señora Presidente de la República. La iniciativa ha sido calificada de “simple urgencia”.  


El proyecto se encuentra actualmente en el segundo trámite constitucional, habiéndose dado cuenta de su ingreso en la sesión del 4 de noviembre de 2008, ocasión en la que la Sala dispuso su estudio por la Comisión de Agricultura.


Cabe destacar que este proyecto de ley fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto por el inciso final del artículo 127 del Reglamento de la Corporación.


A la sesión en que se consideró esta iniciativa legal concurrieron, especialmente invitados, por el Ministerio de Agricultura el Fiscal, señor Mauricio Caussade y el Asesor, señor Dionisio Falbaum. En representación del Servicio Agrícola y Ganadero, SAG, el Jefe de la División Jurídica, señor Pablo Wilson y la Subjefa del Departamento de Alcoholes, señora Paulina Rojas. 


Por la Dirección de Relaciones Económicas, las abogadas señoras Luz Sosa, de la Dirección de Asuntos Jurídicos y María Helena Lee, del Departamento Europa.   


También, asistió, en representación de la Asociación de Vinos de Chile A.G., su Presidente, el señor René Merino. 

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo sustancial, adecua la ley N° 18.455 al Acuerdo sobre el Comercio de Vino y el Acuerdo sobre el Comercio de Bebidas Espirituosas y Bebidas Aromatizadas, suscritos en el marco del Acuerdo de Asociación con la Unión Europea, para lo cual sustituye los dos primeros incisos del artículo 15 de la ley citada, con el objeto de suprimir las expresiones “Cognac”, “Armagnac” y “Grapa”, por estar reservadas a la Unión Europea. En el mismo orden de ideas, reemplaza el artículo 35 sobre etiquetado de los productos afectos a la ley, con el propósito de especificar las menciones obligatorias en las etiquetas y prohibir la inclusión en éstas de indicaciones geográficas, denominaciones de origen, expresiones tradicionales o menciones complementarias extranjeras protegidas, que Chile haya reconocido como tales en instrumentos internacionales. Contempla, también, un artículo transitorio que, junto con diferir la aplicación de la prohibición de uso para determinadas denominaciones o menciones, en productos destinados al mercado interno chileno, hasta el 1 de febrero de 2015, le da vigencia a dichas prohibiciones en los términos previstos por los acuerdos correspondientes, tratándose de productos que se exporten.


Además, aumenta la capacidad fiscalizadora del Servicio Agrícola y Ganadero, para lo cual modifica los artículos 10 y 40 de la citada ley. Permite, así, que el primer análisis de las muestras de productos tomadas por los inspectores se pueda hacer, también, en laboratorios autorizados por aquél y no sólo en los del Servicio, y elimina, a su vez, la exigencia actual de efectuar análisis de todos los productos importados permitiendo establecer el cumplimiento de los requisitos legales con una verificación documental. 


Por último, disminuye el monto mínimo de las multas previstas en los artículos 45 y 46 de la ley, de modo que el rango comience en 1 unidad tributaria mensual, lo cual permite mayor flexibilidad de acuerdo al tipo y gravedad de la infracción y cambia la calificación de la infracción de las normas sobre rotulación y etiquetado, la que pasa de leve a grave. 

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Constitución Política de la República, artículo 19, Nº 21º, que asegura el derecho a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen.


2.- Acuerdo de Asociación Chile-Unión Europea, por el que se establece una Asociación entre la República de Chile, por una parte, y la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, por la otra, sus anexos, declaraciones conjuntas y la corrección introducida al artículo 40 del Anexo III, en su versión al español, adoptado por notas verbales de fecha 9 de diciembre de 2002, suscrito en Bruselas el 18 de noviembre de 2002 y publicado en el Diario Oficial mediante decreto Nº 28, el 1 de febrero de 2003. En especial: 


2.1. Anexo V del Acuerdo, sobre el Comercio de Vinos.


2.2. Anexo VI del Acuerdo, sobre el Comercio de Bebidas Espirituosas y Bebidas Aromatizadas.


3.- Ley Nº 19.039, de Propiedad Industrial, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 3, del Ministerio de Economía, publicado en el Diario Oficial el 20 de junio de 2005.


4.- Ley Nº18.455, que fija normas sobre Producción, Elaboración y Comercialización de Alcoholes Etílicos, Bebidas Alcohólicas y Vinagres, y deroga el Libro I de la ley Nº 17.105. 


5.- Decreto Nº 78, de 1986, del Ministerio de Agricultura, que reglamenta la ley Nº 18.455.


6.- Decreto Nº 53, de 2005 del Ministerio de Agricultura, que modifica el decreto Nº 78, de 1986.


7.- Decreto Nº 464, de 1994, del Ministerio de Agricultura, que establece zonificación vitícola y fija normas para su utilización.



II. ANTECEDENTES DE HECHO


1.- El Mensaje de S. E, la señora Presidente de la República refiere que el Acuerdo de Asociación vigente con la Unión Europea, en particular, la implementación completa de los acuerdos sobre Comercio de Vino y sobre Comercio de Bebidas Espirituosas y Bebidas Aromatizadas hacen necesario adecuar la legislación nacional para mantener un comercio estable en materia vitivinícola cuya exportación se dirige, en gran parte, a aquel mercado.


Adicionalmente, propone perfeccionar los mecanismos de fiscalización del Servicio Agrícola y Ganadero y hacer más expedita y eficiente la aplicación de la ley N° 18.455, mediante la flexibilización de las multas que sancionan ciertas infracciones y una recalificación de la conducta infractora de normas sobre rotulación y etiquetado.

En síntesis, el contenido del proyecto es el siguiente: 

Con el N° 1) se modifica el artículo 10, para permitir que el primer análisis de las muestras de los productos pueda ser realizado no sólo en laboratorios del Servicio Agrícola y Ganadero sino que también en laboratorios autorizados por éste.


El N° 2) tiene por objetivo una adecuación meramente formal, pues modifica en el artículo 12, la referencia al artículo 10.


El numeral siguiente, que modifica el artículo 15, suprime las expresiones “Cognac”, “Armagnac” y “Grapa”, reservadas a la comunidad europea, de modo que su utilización quede prohibida.


La enmienda materia del N° 4) propone reemplazar el artículo 35, para hacer consistente esta disposición con la regulación contenida en los acuerdos mencionados.


En efecto, la nueva disposición propuesta especifica, con mayor precisión, las menciones de los envases o etiquetas y, también, los de los productos importados. Además, exige que los productos que se exporten en unidades de consumo señalen en su etiqueta, que fue envasado o embotellado en Chile, según correspondiere. Sin perjuicio de lo anterior, defiere al reglamento las determinaciones de las demás menciones y requisitos del etiquetado y tratándose de productos que se exporten autoriza su adecuación a los requisitos de los países de destino.


Prohíbe, por otra parte, que en los envases o etiquetas se incluyan menciones que no correspondan, o que induzcan a equívoco o error respecto al origen, materia prima, naturaleza, composición o demás características del producto. Igualmente, lo hace con el uso en etiquetas, envases y embalajes, de indicaciones geográficas, denominaciones de origen, expresiones tradicionales, menciones complementarias de calidad o denominaciones extranjeras protegidas, que hayan sido reconocidas como tales en virtud de tratados internacionales ratificados por Chile, las cuales sólo podrán ser utilizadas en las condiciones establecidas en dichos tratados. 


A su vez, el N° 5) procura la supresión en el artículo 40 de la expresión “, mediante análisis,” de manera de eliminar la exigencia perentoria de efectuar análisis a los productos importados para verificar el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios exigidos para su comercialización.


El numeral consecutivo modifica el artículo 45, en dos sentidos:  su literal a), disminuye el monto mínimo de la multa prevista, de modo que el rango posible comience desde 1 unidad tributaria mensual; por su parte, el literal b), incorpora a este precepto la infracción que consiste en la trasgresión de las normas de rotulación contenidas en los artículos 35 y 36 de la misma ley, y en el expendio de productos con una graduación alcohólica inferior o superior, a la que esté autorizada por la ley o por el reglamento, anteriormente sancionadas en el numeral 8 del artículo 47, cambiando la calificación de la infracción de leve a grave.


Por el N° 7), se modifica el artículo 46, para disminuir el monto mínimo de la multa prevista, de modo que comience desde 1 unidad tributaria mensual.


La modificación signada bajo el N° 8), en concordancia con la letra del N° 6),  suprime el numero 8) del artículo 47 que se incorpora como numeral 7), nuevo, del artículo 45.


Por último, el N° 9) agrega un artículo 7° transitorio, nuevo, que junto con diferir la aplicación de la prohibición de uso para las menciones señaladas en los listados del Apéndice 6 del Anexo V del Acuerdo sobre el Comercio de Vinos, y en el Apéndice 2 del Anexo VI del Acuerdo sobre el Comercio de Bebidas Espirituosas y Bebidas Aromatizadas, ambos del Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea, en productos destinados al mercado interno chileno, hasta el 1 de febrero de 2015, sujeta la vigencia de dichas prohibiciones, en productos para exportación, a lo previsto en los Acuerdos respectivos, y sus modificaciones posteriores.

2.- El informe financiero de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, que acompaña al Mensaje, señala que la iniciativa no representa un mayor gasto fiscal.


3.- El oficio de de ley de la Cámara de Diputados Nº 7775, de 29 de octubre de 2008, señala que le ha prestado su aprobación a un proyecto de ley que modifica la ley N° 18.455, sobre Producción, Elaboración y Comercialización de Alcoholes, Bebidas Alcohólicas y Vinagres, cuyo artículo único consta de nueve numerales que introducen enmiendas a los artículos 10, 12, 15, 35, 40, 45. 46, 47, e incorpora un artículo 7° transitorio nuevo.



La Cámara de origen introdujo una sola modificación al Mensaje del Ejecutivo, que recayó en el número 4) del artículo único, que reemplaza el artículo 35 de la ley N° 18.455, al eliminar, en su inciso primero, la expresión “y del distribuidor”.  Esta modificación exime la obligación de indicar en la etiqueta, tratándose de productos importados, el nombre y domicilio del distribuidor.  Se argumentó, en esa oportunidad, que en el país existe una cantidad considerable de distribuidores, sin que aquella exigencia se justificara dado que el sujeto responsable es el importador. 
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El señor Mauricio Caussade, Fiscal del Ministerio de Agricultura, refirió que en materia de cumplimiento de los acuerdos con la Unión Europea, en lo que conciernen a los Anexos del Acuerdo sobre el Comercio del Vino y al Anexo del Acuerdo sobre el Comercio de Bebidas Espirituosas y Bebidas Aromáticas, en el año 2005, el decreto supremo N° 53, del Ministerio de Agricultura, modificó el decreto supremo N° 78, de 1986, reglamentario de la ley N° 18.455 que fija normas sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres, con el objeto de sustituir, por tratarse de denominaciones reservadas a la Unión Europea, la expresión "Champaña" por "vino espumante o vino espumoso" y la expresión "Champenoise" por "de fermentación en botella”. 


Precisó que dicha modificación fue posible hacer en forma rápida porque importa solamente el ejercicio de la potestad reglamentaria. A título de complemento, agregó, que se autorizó, asimismo, el reemplazo en las etiquetas de vinos espumantes o vinos espumosos, de la mención "fermentado en botella" por "fermentado en botella por el método tradicional", "método tradicional", "método clásico" o "método clásico tradicional". 


Finalizó diciendo que en materia de denominaciones y expresiones tradicionales reconocidas sólo habían quedado pendientes las que se contienen en la ley N° 18.455, esto es, Cognac, Armagnac y Grapa.


El señor Pablo Wilson, Fiscal del Servicio Agrícola y Ganadero, se refirió a las modificaciones propuestas por el proyecto y expuso que para el ejercicio de las facultades inspectivas que la ley N° 18.455 le entrega al Servicio, el artículo 9° de la misma faculta a los inspectores para tomar muestras en cualquier etapa del proceso de producción, elaboración, importación, exportación, guarda, depósito, comercialización y transporte, según la metodología que establezca el reglamento, a la vez que manda que se proporcionen al interesado los ejemplares que sean necesarios para nuevos análisis.  


El primer análisis de aquellas muestras, prosiguió, conforme al texto legal vigente, debe realizarse en laboratorios del Servicio, el cual conservará los ejemplares que sean necesarios para el evento de que fuere menester efectuar nuevos análisis. Una vez comunicado aquel resultado al interesado dentro de los 30 días siguientes a la fecha en que se hubieran tomado las muestras, éste queda habilitado para efectuar un segundo análisis, de aquellas que han quedado en su poder, en un laboratorio autorizado, dentro de un plazo de 60 días, igualmente contado desde la captación de las mismas. Si hubiere discrepancia entre los resultados de ambos análisis, de común acuerdo se podrá designar a un laboratorio autorizado para que analice las muestras restantes y emita el correspondiente informe cuyo resultado será definitorio.


Refirió que el objeto de la modificación propuesta en esta materia es posibilitar que las primeras muestras puedan ser analizadas en laboratorios del Servicio o en laboratorios autorizados por éste, los cuales conservarán los ejemplares que sean necesarios para el evento de que fuere menester efectuar nuevos análisis. Aseveró que la enmienda tiene un fundamento sólido porque si al presente tanto el análisis de la contra muestra como el de la muestra dirimente pueden hacerse en laboratorios acreditados por el Servicio no se advierte argumento razonable para que el examen de la primera muestra no pueda ser también hecha por esta clase de instituciones; a lo anterior, dijo, se suma otra ventaja: la liberación de recursos, especialmente los de laboratorio, para ocuparse en la detección de Lobesia botrana, mosca de la fruta u otras plagas.


En relación con la obligación de tomar muestras, enfatizó que el proyecto modifica, también, el artículo 40 del texto legal vigente, que sujeta la comercialización y la disposición de los productos que se importen a la verificación previa por el Servicio, mediante análisis, del cumplimiento de los requisitos exigidos, para lo cual aquél dispone de un plazo de 60 días, contado desde la recepción de la solicitud correspondiente. Especificó que la modificación consiste en reemplazar la exigencia del análisis previo por una verificación.  Explicó que dentro del concepto de una fiscalización inteligente, la sola verificación documental, permite en muchas ocasiones, estimar que los requisitos se encuentran debidamente cumplidos, y así sucede con las contrapartes comerciales de Chile, en particular, en Europa, donde les basta con la verificación documental y sólo en forma aleatoria hacen muestras de análisis en concreto. Entonces, acotó, se procura flexibilizar el criterio de que todo producto importado necesariamente debe ser analizado y definir de acuerdo con las políticas y en función del caso si se opera por medio del análisis o de la verificación documental.


En materia de sanciones, expuso que el régimen sancionatorio de las infracciones a la ley N° 18.455 puede ser asimilado al de la Ley del Tránsito, pues, los artículos 45, 46 y 47 corresponden a tres grupos de conductas que se ordenan en función de tramos distintos de la escala de multas que les son aplicables. Explicó que la primera de dichas disposiciones va de 15 a 150 unidades tributarias mensuales, mientras que el segundo precepto fija un margen de 7 a 100 unidades tributarias mensuales y, el último, las regula entre 1 y 75 unidades tributarias mensuales.  Fundamentó las razones que llevan a proponer estas enmiendas destinadas a reducir a 1 unidad tributaria mensual el umbral mínimo de la multa establecida en los artículos 45 y 46, en el hecho de que en numerosas situaciones las conductas sancionadas no ponen en juego la sanidad vegetal del país ni la potabilidad -y, en este sentido, su inocuidad para las personas- sino que tienden, en varios casos, a garantizar al consumidor ciertas reglas de calidad, por lo que mantener un piso de 15 unidades tributarias mensuales, resulta sumamente gravoso para la capacidad económica del infractor y el efecto de escarmiento que se persigue puede ser logrado, igualmente, con una multa menor.


El Presidente de la Asociación de Vinos de Chile A. G., don René Merino, manifestó que el proyecto es claro en sus objetivos, dado que la adecuación de la legislación nacional a los acuerdos internaciones constituye una deuda pendiente, y que la Comunidad Europea ha evidenciado, en forma permanente, su alta preocupación porque los productores de vinos chilenos no usen las denominaciones de origen europeo en los vinos que se exportan y que se ha actuado en consonancia con este predicamento.  Agregó que están ciertos de que en el año 2015 esas mismas denominaciones deberán ser eliminadas en el mercado local y que existe tiempo para buscar soluciones creativas.  


Refiriéndose a las otras modificaciones contenidas en la iniciativa, exteriorizó que le parecen de toda lógica ya que si, en el extremo, las muestras que dirimen pueden ser analizadas en cualquier laboratorio certificado no hay razón para que el primer análisis de la muestra no pueda hacerse en ellos.  Sobre las modificaciones a las multas, señaló que a su sector le afecta en un grado menor, pero entienden que una sanción con un piso tan alto puede resultar excesivamente onerosa para una persona. Concluyó que, en general, están de acuerdo con lo expuesto por el representante del Servicio Agrícola y Ganadero.     


Los integrantes de la Comisión ponderaron tanto las explicaciones de los representantes del Ejecutivo como el planteamiento concordante de la asociación gremial invitada, lo que les lleva a pronunciarse favorablemente respecto de la importancia de legislar sobre el proyecto en informe y, no obstante tratarse en lo formal de un proyecto de artículo único, estiman que la iniciativa contiene disposiciones relativas a materias distintas.    


- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Naranjo y Vásquez.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


El texto del proyecto de ley cuya aprobación en general se propone al Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.-  Modifícase la ley N° 18.455, sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres, en el sentido siguiente:


1) Sustitúyese la primera oración del inciso primero del artículo 10, por la siguiente:


“Artículo 10.- Las muestras a que se refiere el artículo anterior, serán analizadas en laboratorios del Servicio o en laboratorios autorizados por éste, los cuales conservarán los ejemplares que sean necesarios para el evento de que fuere menester efectuar nuevos análisis.”.


2) Reemplázase en el artículo 12, la oración “los incisos segundo y tercero del artículo 10”, por “el artículo 10”.


3) Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 15, por los siguientes:


“Artículo 15.- Las normas sobre naturaleza, potabilidad, graduación alcohólica, composición, contenido de impurezas y sustancias permitidas para la elaboración de las bebidas alcohólicas no fermentadas, se establecerán en el reglamento.


No obstante lo anterior, en la fabricación de los productos que se indican a continuación sólo se podrá emplear los alcoholes potables que se señalan en cada caso:


a) Brandy y Aguardiente: alcohol de vino. 


b) Whisky, Gin y Vodka: alcohol de materias amiláceas.”.


4) Reemplázase el artículo 35, por el siguiente:


“Artículo 35.- En los envases o etiquetas de los productos deberán indicarse, a lo menos, las siguientes menciones: denominación o naturaleza del producto; graduación alcohólica; volumen; nombre y domicilio del envasador. Tratándose de productos importados, deberá indicarse, además, el país de origen y el nombre y domicilio del importador.


Los productos que se exporten en unidades de consumo deberán señalar en su etiqueta, la expresión “Envasado en Chile” o “Embotellado en Chile”.


El reglamento determinará las demás menciones y requisitos del etiquetado de los productos regulados por esta ley.  En todo caso, las etiquetas de los productos que se exporten podrán adecuarse a los requisitos de etiquetado de los países de destino.


En los envases o etiquetas no podrán incluirse menciones que no correspondan, o que induzcan a equívoco o error respecto al origen, materia prima, naturaleza, composición o demás características del producto.


Prohíbese el uso en etiquetas, envases y embalajes, de indicaciones geográficas, denominaciones de origen, expresiones tradicionales, menciones complementarias de calidad o denominaciones extranjeras protegidas, que hayan sido reconocidas como tales en virtud de tratados internacionales ratificados por Chile, las cuales sólo podrán ser utilizadas en las condiciones establecidas en dichos tratados.”.


5) Suprímese en el artículo 40, la expresión “, mediante análisis,” que sigue a la palabra “verificado”.


6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 45:


a) Reemplázase en su encabezado, el guarismo “15” por “1”.


b) Agrégase el siguiente numeral 7), nuevo:


“7) A los que transgredieren las normas de rotulación contenidas en los artículos 35 y 36, inciso final, y a quienes expendieren productos con una graduación alcohólica inferior o superior a la autorizada por la ley o el reglamento.”.


7) Sustitúyese en el encabezado del artículo 46, el guarismo “7” por “1”.


8) Suprímese el numero 8) del artículo 47.


9) Incorpórase, a continuación del artículo 6° transitorio, la siguiente disposición transitoria nueva:


“Artículo 7°.-  La prohibición que establece el inciso final del artículo 35 de la presente ley entrará en vigencia, para los productos que utilicen las menciones señaladas en los listados del Apéndice 6 del Anexo V del Acuerdo sobre el Comercio de Vinos, y en el Apéndice 2 del Anexo VI del Acuerdo sobre el Comercio de Bebidas Espirituosas y Bebidas Aromatizadas, ambos del Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea, y que se destinen al mercado interno, el día 1 de febrero de 2015.  Respecto de los productos que se destinen a la exportación y que utilicen las menciones señaladas en los Apéndices indicados, dicha prohibición entrará en vigencia en la forma establecida en dichos acuerdos y sus modificaciones posteriores.”.”.

- - -


Acordado en la sesión celebrada el martes 6 de enero de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Alberto Espina Otero, Jaime Naranjo Ortiz y Guillermo Vásquez Úbeda.



Sala de la Comisión, a 12 de enero de 2009.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario de la Comisión
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